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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Bombal Otaegui, Carlos

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Cordero Rusque, Fernando

--Espina Otero, Alberto

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Matthei Fornet, Evelyn

--Moreno Rojas, Rafael

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Páez Verdugo, Sergio

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz De Giorgio, José

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Stange Oelckers, Rodolfo

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el señor Ministro de Minería y la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 12:19, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante los cuales retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “discusión inmediata”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Reino de Suecia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en Estocolmo el 4 de junio de 2004 (boletín N° 3.905-10), y



2) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del  “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Francesa para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio” y su protocolo, suscritos en París el 7 de junio de 2004 (boletín N° 3.906-10).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que dio su aprobación al proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción  tributaria (boletín N° 3.139-05) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el segundo informa que prestó su aprobación al proyecto de ley sobre responsabilidad fiscal (boletín N° 4.000-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el tercero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (boletín N° 3.892-21).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre gastos efectuados en campañas de difusión o publicidad de políticas públicas y programas específicos de la Secretaría de Estado a su cargo.



Del señor Subsecretario de Obras Públicas, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la posibilidad de construir una pasarela o puente colgante en el sector del río Murta, frente al río Huiña, en la Región de Aisén.



Del señor Superintendente de Servicios Sanitarios, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, relativo a problemas en el funcionamiento de la Planta de Tratamiento de Aguas Servidas de la Empresa San Isidro, ubicada en Labranza, comuna de Temuco.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Comunicación



De la Comisión Especial constituida para conocer del proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (boletín N° 3.588-08), por medio de la cual informa que eligió como su Presidente al Senador señor Flores.



--Se toma conocimiento.
Informes



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula el lobby (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.407-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del  “Acuerdo relativo a vuelos humanitarios entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Santiago el 20 de agosto de 1999 (boletín N° 3.513-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 124 de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura (boletín N° 2.587-01) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Quedan para tabla.

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la Cuenta

El señor PARRA.- Pido la palabra sobre la Cuenta.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede usar de ella, Su Señoría.

El señor PARRA.- Señor Presidente, quiero formular una petición tal vez inusual, pero que considero del todo pertinente.



Se ha dado cuenta del oficio con que la Cámara de Diputados comunica que aprobó el proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria.



Se trata de una iniciativa que tuvo una dilatada tramitación en la otra rama del Congreso y que reviste urgencia creciente, entre otras razones a raíz de una serie de fallos dictados en el último tiempo por la Excelentísima Corte Suprema que, naturalmente, han repercutido de manera significativa en el ámbito fiscal.



Por ello, quiero pedir públicamente que se considere, en particular por los Comités y por los Presidentes de los dos organismos mencionados, la posibilidad de que las Comisiones de Constitución y de Hacienda trabajen unidas para el conocimiento de la referida materia.

El señor ROMERO (Presidente).- Hago presente a Su Señoría que la Sala también está facultada para pronunciarse sobre su solicitud.



Por tanto, si no hubiera objeción, se acogería la petición del Honorable señor Parra en orden a que el proyecto de ley que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria sea estudiado en forma conjunta por las Comisiones de Constitución y de Hacienda, con el objeto de facilitar su pronto despacho.



--Así se acuerda.

-------------
El señor ROMERO (Presidente).- El Ministro señor Dulanto, quien de algún modo se encuentra reemplazando a la titular de la Cartera de Educación -la señora Hornkohl me llamó telefónicamente para informarme que tenía un compromiso fuera de Santiago, en el sur del país-, solicitó autorización para que ingrese a la Sala la Jefa de la Dirección de Educación Superior del Ministerio de Educación, doña Pilar Armanet, a fin de que, como lo ha venido haciendo en las últimas sesiones, participe en el debate del proyecto que deberemos tratar en seguida.



--Se accede.
IV. ORDEN DEL DÍA
Creación de sistema nacional de aseguramiento

de calidad de educación superior
El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto, en segundo trámite constitucional y con urgencia calificada de “suma”, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior. Esta iniciativa tiene informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3224-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 35ª, en 2 de marzo de 2004.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Educación (segundo), sesión 44ª, en 2 de noviembre de 2005.


Educación (complementario del segundo), sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Hacienda, sesión 42ª, en 18 de octubre de 2005.


Certificado de la Comisión de Educación, sesión 50ª, en 14 de diciembre de 2005.


Discusión:



Sesiones 13ª, en 20 de julio de 2004 (queda pendiente su discusión general); 14ª, en 21 de julio de 2004 (se aprueba en general); 48ª, en 13 de diciembre de 2005 (vuelve a Comisión de Educación); 50ª, en 14 de diciembre de 2005 (queda para segunda discusión); 51ª, en 20 de diciembre de 2005 (queda pendiente su discusión particular).
El señor ROMERO (Presidente).- Señores Senadores, me gustaría que pudiéramos concentrarnos para efectuar las votaciones pertinentes y resolver esta materia de manera definitiva en el curso de las próximas horas.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Como Sus Señorías recordarán, la relación de la iniciativa ya fue hecha.



En la sesión ordinaria de ayer, la Sala debía pronunciarse sobre el artículo 7º. Sin embargo, los Senadores señores Boeninger y Larraín solicitaron adelantar el debate de los artículos 15, que pasó a ser 14, y 24. Y así ocurrió.



En consecuencia, corresponde reanudar la discusión partiendo del precepto postergado en la sesión anterior.



Como Sus Señorías pueden ver en el segundo informe y en el informe complementario de él, la Comisión propone sustituir la letra c) del artículo 7° por la siguiente: “Pronunciarse sobre la acreditación de programas de Doctorado de las Universidades Autónomas;”.



La modificación pertinente fue aprobada con los votos favorables de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Parra, y con el pronunciamiento en contra de los Senadores señora Matthei y señor Vega.

El señor ROMERO (Presidente).- El señor Vicepresidente me señala que ayer se discutió esa materia y se clausuró el debate. Por consiguiente, ahora corresponde votar, con quórum de ley orgánica constitucional.



En votación electrónica.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Resultado de la votación: 13 votos a favor, 13 en contra y un pareo.



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Boeninger, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Páez, Parra, Pizarro, Ruiz (don José), Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Viera-Gallo.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Canessa, Cariola, Cordero, Fernández, García, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Romero, Stange y Vega.



No votó, por estar pareado,  el señor Prokurica.

El señor ROMERO (Presidente).- Debe repetirse la votación.

El señor LARRAÍN.- Que se dé por repetida.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



--Se da por repetida la votación y, no habiéndose reunido el quórum constitucional requerido, queda rechazada la norma de reemplazo que sugirió la Comisión de Educación para la letra c) del artículo 7°.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, la Comisión propone sustituir la letra d) del artículo 7º por la siguiente: “Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad en el área de la salud de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 44 de la presente ley;”.



Esta norma fue aprobada por unanimidad en la Comisión, pero el Senador señor Larraín solicitó votarla separadamente.



En este caso también se requiere quórum orgánico constitucional.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se rechazará con la misma votación anterior.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, aquí el problema es distinto. Por lo tanto, se necesita un esclarecimiento.



La disposición señala que hay que pronunciarse “en el caso previsto en el artículo 44 de la presente ley”.



Ese último precepto establece que en todo caso, si no existieran agencias acreditadoras, la propia Comisión podrá realizar la acreditación. Pero si lo hace la propia Comisión de Acreditación, ¿cómo se va a pronunciar sobre el planteamiento efectuado por una comisión constituida por ella? Pareciera que, en ese evento, no tiene que pronunciarse derechamente.



Por consiguiente, estimamos que la letra d) se halla mal formulada, porque parece contradictoria consigo misma.

La señora ARMANET (Jefa de la Dirección de Educación Superior del Ministerio de Educación).- ¿Me permite, señor Presidente? 
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, el artículo 44 dispone que, de no existir agencia acreditadora, la institución pertinente podrá solicitar a la Comisión de Acreditación que actúe como tal respecto de programas de magíster o de especialidades médicas. Y, en ese contexto, la Comisión nombra a los pares evaluadores y se pronuncia sobre el resultado de la acreditación.



Tal es el sentido de la norma; por eso se halla redactada así: se pronuncia en calidad de agencia acreditadora para ese caso en particular.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- La segunda inquietud que me surge, señor Presidente, es si se hará acreditación en cuanto a los programas de magíster.



Ya tuvimos una discusión respecto a los programas de doctorado. No quiero repetirla de manera innecesaria, porque los argumentos no son exactamente iguales. Pero muchos creemos que tampoco es procedente que la referida Comisión se pronuncie sobre la acreditación de los programas de magíster.



Uno podría pensar en casos excepcionales. Y quizá ésa es la inquietud que abrigan algunos señores Senadores. Me parece que la Honorable señora Matthei ha tenido especial preocupación, por ejemplo, por los programas de especialidad en el área de la salud. Pero, en general, tratándose de los programas de magíster, yo, a lo menos, pediría votación dividida respecto de esa parte de la fórmula que se propone mediante la letra d) del artículo 7º.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, mi impresión es que la letra d), tal cual está redactada, no deja claro si la Comisión deberá pronunciarse sobre la acreditación de todos los programas de magíster, pero en el caso de la salud, sólo acerca de los programas de especialidad; o si tanto los programas de magíster como los de especialidad se refieren únicamente al área de la salud, que es lo que yo estaría dispuesta a votar a favor.

El señor MORENO.- Está en el espíritu.

La señora MATTHEI.- Una cosa es lo que se halla concebido y otra distinta lo que se expresa literalmente. Y, en definitiva, prima el texto y no el espíritu.



Entonces, si en la letra d) se dijera “En el área de la salud, pronunciarse sobre la acreditación de los programas de magíster y de programas de especialidad”, quedaría clarísimo que se aplica sólo respecto de esa área y no de los programas de magíster en general. Existe un problema de redacción en esta norma.

El señor ROMERO (Presidente).- Antes de continuar con el debate, consulto a la Sala si hay unanimidad para que la redacción de la letra d) del artículo 7º se modifique en los términos propuestos por la señora Senadora, con el objeto de que se apruebe.



No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, ante todo, quiero manifestar mi sorpresa por los términos en que ha abordado el tema nuestro distinguido colega el Senador señor Larraín.



Deseo dejar constancia de que lo que se analizó y votó ayer respecto de la acreditación de los programas de doctorado fue estrictamente si ésta la hacía o no la Comisión. En ningún momento se ha discutido si los programas de doctorado deben o no acreditarse.



Yo parto de la base de que, si esa atribución se negó a la Comisión, habrá de conferírseles a las agencias acreditadoras que aquí se establecen.



Sin embargo, la intervención de Su Señoría va bastante más lejos. Porque lo que él ha planteado esta mañana es la idea de que ni los doctorados, ni los magísteres, ni las especialidades en el campo de la salud queden sujetos a acreditación. Nos está, en consecuencia, sugiriendo un cambio muchísimo más sustancial al proyecto de ley, que hace inviable, en la práctica, que su texto pueda ser despachado por la Sala.



Si el criterio del señor Senador fuera recogido, lo lógico sería que la iniciativa volviera a la Comisión de Educación, para que la reformule de acuerdo con los lineamientos que hemos ido entregando en votaciones sucesivas.



Ahora, específicamente respecto de la letra que se halla en discusión y sobre la cual deberemos pronunciarnos, quiero señalar dos consideraciones.



Primero, sobre la base de que todos los programas de magíster y de especialidades en el área de la salud deben ser acreditados, lo que el proyecto establece es que esa acreditación será realizada, en principio y como norma, por las agencias acreditadoras. Por excepción -a eso se refiere la letra d)-, la efectúa la Comisión que se crea.



¿Y cuándo opera la excepción? Cuando no existen agencias en condiciones de acreditar determinado programa. Evidentemente, si esto sucede y se sigue el criterio de la Comisión de Educación en el sentido de que estos programas deben acreditarse, no habría quién lo hiciera.



En defecto de la norma general, interviene la Comisión Nacional de Acreditación.



La norma está bien construida y es suficientemente clara como para que la Sala, en ese entendido, proceda a votarla.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Martínez. 

El señor MORENO.- Yo quiero formular una pregunta, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Con la autorización del Honorable señor Martínez, no habría inconveniente.

El señor MARTÍNEZ.- Sugiero al señor Senador que espere a que termine mi intervención, porque a lo mejor coincidimos en la pregunta.



Tengo entendido que, cada vez que se titulan los médicos de las universidades autorizadas, el Colegio Médico hace un examen especial…

La señor MATTHEI.- ¡No!

El señor MARTÍNEZ.- ¿Cómo se compatibiliza esa materia con lo que se propone acá? 

El señor PARRA.- No existe eso como ley.

El señor MARTÍNEZ.- Es fundamental saber qué pasa con el control de la profesión que hace el propio Colegio. Me llama la atención que sea la Comisión la que tenga que estar acreditando.



Ésa es mi consulta, que podría tener incidencia en el tema.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, creo que la explicación dada por el Honorable señor Parra es bastante clara.



En lo personal, soy partidario de que haya acreditación para todos los programas de posgrado, de doctorado, de magíster y, ciertamente, de especialidad en el área de la salud. 



Ahora bien, el artículo 44 a que hace alusión la letra d) habla de la acreditación de programas de magíster en general, señalando que ésta, como explicó el Senador señor Parra, la harán instituciones extranjeras denominadas “agencias acreditadoras”. En el caso de que éstas no existan, se pasará a la Comisión. Eso es lo que dispone la letra en discusión.



Por ello, pido a la Sala que se reconsidere revisar la redacción de la letra d).



Estoy de acuerdo en que todos los programas de posgrado se acrediten y en que haya un pronunciamiento de la Comisión. Pero en la Sala es evidente que sólo existe consenso en lo relativo a los programas de especialidad en el área de la salud  y no respecto de lo demás. De manera que yo dejaría el debate tocante a los programas de magíster para cuando se viera el artículo 44 y volvería a redactar la letra d) para aprobar, al menos, lo de las especialidades en salud, en que sí parece haber acuerdo. De otro modo nos quedaremos sin ninguna de las dos cosas.



Ésa es mi propuesta concreta.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreno, y a continuación, la Honorable señora Matthei.

El señor MORENO.- Señor Presidente, creo que con una muy pequeña variación podría mantenerse la letra d).



En todo caso, lo que no debiera eliminarse de esta norma son los programas de magíster en el área de la salud. Porque, de lo contrario, crearemos una anomalía: si suprimimos lo que se ha propuesto, o sea, la acreditación de los programas de especialidad y de los que apuntan al grado de magíster en el área de la salud, sencillamente estableceremos una capitis diminutio para muchas universidades que funcionan en la actualidad.



Ahora, quisiera responder a una de las preguntas que formuló el Senador señor Martínez.



El Colegio Médico no realiza examen alguno hoy día para efectos de titulación. Lo que plantearon los representantes de la Asociación Chilena de Facultades de Medicina en la Comisión -donde se los escuchó- fue que, ante la posibilidad de que esta iniciativa no se aprobara o fracasara lo que aquí se propone, debía haber un examen médico obligatorio nacional.

El señor PARRA.- ¡Ya lo están haciendo!

El señor MORENO.- Pero no tiene efecto legal, señor Senador.



Entonces, ¿qué ocurre hoy día con los programas de especialidad? Es bueno que el Senado lo sepa.



¿Saben, Sus Señorías, cómo se están autoacreditando las especialidades actualmente en centros privados y públicos? Mediante una combinación muy peculiar. Por ejemplo, para contratar a un cardiólogo en una de las clínicas más caras de Santiago, en concursos públicos, a los que se llama a través de los diarios, se exigen dos requisitos: haber hecho un año de semiespecialidad en el área de Cardiología y haber ido a especializarse al extranjero un año adicional en alguna técnica médica. Si se cumplen estas dos condiciones, se contrata al postulante, o en la Clínica Santa María, o en la Clínica Las Condes, o en la Clínica Alemana. 



Esta acreditación se efectúa sobre la base de un mecanismo informal. Porque la especialidad hoy día es reconocida por los pares y no por una entidad que garantice que la persona que dice ser neurocirujano puede abrirle la cabeza a un paciente.



Eso es lo que está en el aire.



Por lo tanto, señor Presidente, creo que hay que mantener la letra d) del artículo 7º del proyecto y no eliminar lo tocante a la acreditación de programas de magíster, pues crearemos una dificultad.



Si la prevención es que esto no se extienda a áreas distintas de la salud o la educación, yo no tengo inconveniente en precisar la norma. Porque, pese a discrepar de mi punto de vista, la Sala ya se pronunció al respecto.



Pero insisto en que sería un grave error suprimir lo relativo a los programas de magíster.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite una interrupción, señor Senador?

El señor MORENO.- Con la venia de la Mesa, por supuesto.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, quiero precisar que la propuesta de cambio de redacción resuelve la inquietud planteada por el Senador señor Moreno.



Se sugiere lo siguiente: “d) Pronunciarse en el área de la salud sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad”.



De este modo, los programas de magíster en salud quedan consagrados igual que los programas de especialidad, manteniéndose un equilibrio razonable.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, en materia de acreditación, en general mi actitud ha sido la de analizar los pros y los contras, pues a veces resulta difícil tomar la decisión acerca de qué es lo ideal para el país conjugando la libertad que debiera haber y el debido control que se requiere para evaluar qué tipo de profesionales están egresando.



Donde no tengo absolutamente ninguna duda es en cuanto a que en materia de salud, por lo menos, debería haber un control muy fuerte. Cabe recordar que esta preocupación ya se debatió cuando analizamos el proyecto de ley sobre autoridad sanitaria. Ahí otorgamos facultades al Ministerio de Salud y a la Superintendencia del ramo para acreditar clínicas y, también, para certificar médicos generales y médicos especialistas.



La verdad es que hoy día un facultativo puede declararse especialista en dos o tres áreas distintas. Pero nadie lo controla, nadie sabe si eso es cierto, etcétera.



Existe una Comisión privada que se preocupa de lo relacionado con las especializaciones. Sin embargo, no todas las universidades están ligadas a ella.



Por lo tanto, éste es un tema de fe pública.



Si un médico se califica de especialista en Neurocirugía, por ejemplo, como mínimo debería tener ciertos conocimientos y dominar determinadas técnicas. Porque, de otra manera, los parientes de quien se somete a una operación en dicha área podrían enterarse demasiado tarde de que en realidad esa especialización sólo consistió en una “pasada” de tres meses por algún instituto importante.



En consecuencia, me parece que en este asunto no debería haber dos opiniones. 



Por ello, pido a los señores Senadores que levanten su negativa a la modificación, para que, al menos en materia de salud, todos los programas de especialidad y los de magíster tengan acreditación. Eso es lo mínimo que podemos solicitar.



Incluso, en el futuro debiéramos ir mucho más allá. En Estados Unidos se realiza un examen periódico, porque, si la especialidad se obtuvo hace veinte años, las técnicas que se aprendieron no son necesariamente las actuales.



En Medicina hay un avance continuo de técnicas, de instrumentos, de diagnóstico, etcétera. Por consiguiente, debiera existir una renovación de conocimientos permanente.



Lo anterior fue expuesto de manera muy clara por un médico que ejerció durante mucho tiempo en Estados Unidos y que era miembro del board de especialistas gastroenterólogos de ese país.



Señor Presidente, aquí se está pidiendo lo mínimo. Por eso, ruego que se acepte el cambio de redacción respecto de la letra d) del artículo 7º, para que, por lo menos en el área de la salud, todos los programas de magíster y los de especialidad estén acreditados.



Además, esta petición está en concordancia con el proyecto de ley –lo que acabamos de aprobar acá- que dispuso que determinadas especialidades vinculadas con la Medicina -Kinesiología, Enfermería, Obstetricia, Tecnología Médica, etcétera- sólo podrán impartirse a nivel universitario y no en los institutos profesionales.

El señor ROMERO (Presidente).- Están inscritos los Senadores señores Larraín y Vásquez.



Después de que intervengan Sus Señorías se cerrará el debate, para seguir avanzando.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente. Sólo responderé a una inquietud planteada por mi estimado amigo el Senador señor Parra.



Entiendo que, en materia de doctorado, hemos acordado dos principios: uno, que no haya acreditación obligatoria, y dos, que, en caso de existir, no le corresponda pronunciarse a la Comisión Nacional de Acreditación. Esos puntos fueron votados y se encuentran zanjados.



Con respecto al tema que nos ocupa, si la letra d) se circunscribiera a los programas de magíster y a los de especialidad sólo en el área de la salud, no tendríamos inconveniente en darle nuestra aprobación.

El señor MORENO.- Así figura en la norma, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Pero debe explicitarse de manera clara y precisa.



Nada más, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- El último orador inscrito es el Honorable señor Vásquez.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, en la sesión de ayer formulé una observación que cambió el eje del debate. Y así lo entendió el Senador señor Larraín.



Primero se debatió y se votó lo relacionado con la obligatoriedad o voluntariedad de la acreditación de las universidades. Como finalmente se resolvió que ésta fuera voluntaria, yo pregunté -y sigo sin entenderlo- por qué se propiciaba rechazar la disposición que sostenía que la Comisión podía acreditar los doctorados. 
Argumenté que de esa forma se estaba impidiendo a las universidades concurrir libre y voluntariamente a una institución pública que las certificara y las colocara en competencia.



Ahora bien, a partir del hecho de que la acreditación es voluntaria, la intervención de la Honorable señora Matthei, que comparto, me lleva a una conclusión contraria. Me da la impresión -y esta inquietud se la planteo a la distinguida colega- de que, de acogerse su proposición en cuanto a la obligatoriedad de la acreditación de los programas de magíster y los de especialidades en el área de la salud, nos estaríamos saltando el acuerdo primitivo sobre la voluntariedad de la acreditación de las universidades. Esto cambia el énfasis de lo discutido y la votación anterior.



Concuerdo en que, a lo menos, los programas de magíster y los de especialidad deberían ser obligatorios en materia de salud. Pero eso ya se encuentra zanjado por una votación de carácter general.



En consecuencia, si el acuerdo es que la acreditación sea obligatoria para dichos programas, creo que es conveniente perfeccionar la redacción de la letra d) y establecerlo específicamente así, saltándose lo relativo a la voluntariedad.

El señor ROMERO (Presidente).- En esos términos entiende la Mesa la sugerencia de la Senadora señora Matthei.

El señor MUÑOZ BARRA.- Así se entiende.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo, para hacer una precisión.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sólo deseo dejar constancia de que parte de este problema se halla resuelta en la Ley de Autoridad Sanitaria, que otorga facultades para reconocer, no sólo el título de médico, sino también las especialidades.

El señor ROMERO (Presidente).- Para zanjar esta situación, la Sala tendría que adoptar el acuerdo de cambiar la redacción de la letra d) en los términos planteados por la Senadora señora Matthei, lo que es apoyado por el Honorable señor Vásquez. 



En todo caso, en la historia fidedigna de la ley quedará establecida la existencia de una normativa sobre autoridad sanitaria en relación con el punto en análisis.



No veo para qué seguir discutiendo.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, me parece que la solución es muy simple.



Dentro de la línea que se está proponiendo, hay que modificar la redacción de la letra d) de la siguiente forma: “Pronunciarse en el área de la salud sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad de las instituciones autónomas”, etcétera.

El señor LARRAÍN.- Estamos de acuerdo, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Precisamente eso fue lo que planteó la Senadora señora Matthei.

El señor BOENINGER.- Yo lo había sugerido antes.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, si le pareciera a la Sala, podríamos  aprobar la proposición de los Senadores señora Matthei y señor Boeninger en el sentido de trasladar lo relativo a la salud hacia el encabezamiento de la norma.



¿Habría acuerdo para ello?

El señor MUÑOZ BARRA.- Sí.

El señor LARRAÍN.- Estoy de acuerdo, señor Presidente. 



Sin embargo, no creo que sea pertinente incorporar al debate lo referente a la obligatoriedad, porque eso ya está zanjado.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es. El punto ya fue resuelto. 



Esto no tiene que ver con lo otro, y ha quedado constancia de ello para la historia fidedigna de la ley.



En consecuencia, si le parece a la Sala…

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Sólo para dejar claro cómo quedaría el encabezamiento de la norma. Debe decir: “Pronunciarse en el área de la salud sobre la acreditación”, etcétera.

El señor ROMERO (Presidente).- Muy bien.



Si hay acuerdo, se aprobará la nueva redacción de la letra d).



--Se aprueba la letra d) del artículo 7º en los términos señalados y se deja constancia, para los efectos del quórum constitucional exigido, de que emitieron pronunciamiento favorable 31 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, se presenta la misma situación respecto de la letra e), que dice: “Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 29 de la presente ley;”.



Si bien esa norma fue aprobada por unanimidad en la Comisión, el Senador señor Larraín solicitó votación separada.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el artículo 29 a que se refiere esta letra establece que la Comisión informa sobre determinados proyectos educativos, en circunstancias de que se propone que también los acredite.



Entonces, no resulta claro por qué debe pronunciarse de nuevo respecto de un informe que ella misma elaboró. Pareciera que eso es una reiteración.



Considero que si la Comisión Nacional de Acreditación es el organismo emisor del informe, debería entenderse que ese texto resulta válido. ¡Cómo va a objetar un documento que ella misma realiza! Es distinto cuando se encarga a una agencia acreditadora, a un par evaluador.



He estimado conveniente la aclaración de ese punto, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra, y luego, el Senador señor Muñoz Barra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, se trata exactamente de lo mismo que acabamos de discutir.



La acreditación de los programas de pregrado es llevada a cabo por las agencias respectivas. Sólo en un caso excepcionalísimo la realiza la Comisión Nacional.



El Honorable señor Larraín tiene razón. En esa última situación, dicho órgano no se pronuncia sobre el informe de las agencias acreditadoras, porque éstas no existen. Para sustituirlas, acredita directamente.



La idea es que todo se halle cubierto, en definitiva.



Tal vez si se reemplazara el término “pronunciarse”, se podría aclarar exactamente el alcance de la norma y aprobarla en forma unánime.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Cómo quedaría la redacción, a su juicio?

El señor LARRAÍN.- Podría emplearse la palabra “conocer”.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿“Conocer de la acreditación de los programas de pregrado”?

El señor LARRAÍN.- “Conocer del informe”.

El señor PARRA.- O “acreditar”.

El señor MUÑOZ BARRA.- Y “acreditar”.

El señor ROMERO (Presidente).- O bien, “acreditar los programas de pregrado de instituciones autónomas”.



¿Se aprueba “acreditar” y zanjamos el debate?

El señor MUÑOZ BARRA.- Perfecto.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Les parece?

El señor MUÑOZ BARRA.- Quedaría mejor, incluso.

El señor ROMERO (Presidente).- Se debe hacer sonar los timbres, porque se necesita quórum especial, salvo que la votación se sume a una próxima. Ello, porque está funcionando una serie de Comisiones.



Me temo que con esto vamos a tener un problema.



Si no hay objeciones, la aprobación será unánime y la ratificación tendrá lugar cuando se cuente con los votos suficientes.



Acordado.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Respecto de la letra c), en el mismo artículo, que fue vista con anterioridad y en donde se rechazó lo propuesto por la Comisión, momento en el cual había 29 señores Senadores en la Sala, corresponde aclarar que finalmente queda el texto aprobado durante la discusión general.



A continuación, en cuanto al mismo artículo 8º, que pasó a ser 7º, la Comisión propone agregar la siguiente letra f):



“f) Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;”.



El texto fue aprobado con los votos favorables de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Parra, y las abstenciones de los Senadores señora Matthei y señor Vega.



Por último, cabe señalar que esta norma tiene quórum de ley orgánica constitucional.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, creo que sería importante que la señora Pilar Armanet nos informara sobre el particular.

El señor ROMERO (Presidente).- Puede intervenir la señora Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza establece la atribución del Ministerio de Educación para cerrar universidades, institutos profesionales o centros de formación técnica en caso de alguna de las hipótesis que sus normas determinan: violación grave a los estatutos, atentado contra la moral y las buenas costumbres.



Lo que se incorpora en el proyecto es la misma facultad que posee esa Secretaría de Estado para cerrar sedes o carreras cuando se detecten las anomalías previstas en la LOCE, o sea, un grave atentado contra la moral, las buenas costumbres o los estatutos de la propia institución.



Aquí se instaura una atribución para que la Comisión Nacional de Acreditación, en el supuesto de conocer alguno de los hechos mencionados, ponga los antecedentes en conocimiento del Ministerio.



Lo que se hace es refrendar el principio general de Derecho Público que señala que, cuando una autoridad, cualquiera que sea su rango, conoce de algún tipo de irregularidad, está obligada a denunciarla y ponerla, a su vez, en conocimiento de la autoridad competente.



Ése es el sentido de la norma, y ello se establece con carácter obligatorio. Es decir, se refrenda la obligación que de hecho tienen los funcionarios públicos y todas las organizaciones de derecho público, sean de Gobierno, autónomas o descentralizadas, como en este caso.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me merece muchas dudas la atribución que se quiere dar a la Comisión Nacional, porque ésta tiene una función distinta a la del Ministerio. La Cartera de Educación cuenta con la facultad, en caso de darse alguna de las causales señaladas, para cerrar determinada institución o carrera. Pero la Comisión realiza un cometido diferente, cual es el de asegurar la calidad en los procesos de acreditación que establece la legislación que estamos aprobando.



A mi juicio, no corresponde hacer un cruce de esos dos aspectos. El Ministerio deberá tener sus caminos abiertos, tal como ocurre hoy, para lograr sus propósitos y podrá informarse como lo estime conveniente. Pero constituir a la Comisión en una especie de fiscal a propósito de los procesos de acreditación en que se involucre no me parece adecuado.



La obligación a la que hacía referencia la señora Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio dice relación a la que asiste a los funcionarios públicos ante los delitos, en el sentido de realizar las denuncias correspondientes. No obstante, no se trata de esa situación y, en todo caso, no es algo asimilable a tal hipótesis.



Me parece que el Ministerio cuenta con su atribución y debe ejercerla tal como en la actualidad, es decir, de acuerdo con los antecedentes de que disponga. Sin embargo, darle a la Comisión funciones en relación con esa materia le cambia el sentido, el rol y los objetivos al órgano que estamos creando.



En consecuencia, no nos parece adecuada la facultad en análisis.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, creo que acá sucede algo muy simple. 



Cabe considerar que determinados artículos de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza contemplan algunas situaciones y que, según ha explicado la señora Armanet, no se trata de que la Comisión asuma un papel fiscalizador. Simplemente, ese órgano tiene la obligación de informar si es que comprueba que existen hechos que pueden caer dentro de las categorías establecidas en los preceptos de la LOCE que se mencionan.



Entonces, como creo que en el mundo contemporáneo se busca maximizar la información, lo lógico es que ella llegue al Ministerio -que es el que tiene la atribución- procedente de la Comisión Nacional de Acreditación, que habrá tenido la posibilidad de recibir los antecedentes.



No hay que ver fantasmas.



Francamente, pienso que no se está fiscalizando nada, que no se convierte a la Comisión en un agente persecutorio de algo, sino que ella sencillamente traslada una información. Y el Ministerio, que es el responsable ante los ciudadanos, ante la opinión pública, ante el Parlamento, etcétera, verá si ello amerita o no para ejercer una acción dentro de sus facultades. 



No es más que eso.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, el propósito de la iniciativa en debate es establecer un sistema que asegure la calidad de la enseñanza. Y para generar los mecanismos respectivos se crea una Comisión Nacional de Acreditación, cuyas funciones se expresan claramente en el artículo 5º del proyecto: "verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.".



Y, de acuerdo con el texto, ese órgano gozará de autonomía, etcétera.



¿Qué ocurre hoy? Que, una vez que el Ministerio de Educación le ha concedido la autonomía a alguna universidad o a algún instituto -para tomar los ejemplos mencionados aquí-, no tiene facultad alguna para intervenir incluso ante violaciones flagrantes de la fe pública.



Ayer mencioné una situación de ese tipo. Y el Honorable señor Chadwick, una vez finalizada la sesión, me ratificó que era correcto lo que yo había manifestado, porque él estaba al tanto. Se trata de 19 personas de Rancagua que han sido estafadas, porque estudiaron una carrera y no se les entregó el título. Por eso, ellas han interpuesto acciones civiles y criminales. ¿Pero qué sucedió? Que recurrieron al Ministerio de Hacienda, pero éste respondió que, por carecer de facultades, no podía hacer nada. Por lo tanto, existe una indefensión absoluta.



En consecuencia, si esos hechos se conocen hoy, ¿qué peligro puede haber en que la Comisión Nacional de Acreditación informe al Ministerio de Educación sobre situaciones que violan la ley? No se le quita la libertad a nadie. Sencillamente, se considera la impunidad ante circunstancias en las que hoy están vulneradas, ya no sólo la fe pública, sino también la defensa de derechos esenciales de una persona.



Se debe mantener la letra f), entonces, porque no atenta contra ningún principio. Incluso, no se infringe lo que aquí algunos, desde su punto de vista, han defendido en cuanto a no desear que exista un mecanismo que obligue a la acreditación. De lo que se está hablando es de que se informe de aspectos que violentan la ley y la Carta.



Gracias.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, coincido plenamente con el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Esta letra está inserta en la creación de un sistema que apunta indudablemente a un tema que nadie puede desconocer, referente a la calidad de la educación de nivel superior.



Todos sabemos que en la actualidad se registran 542 sedes universitarias. Ello significa que 180 planteles están impartiendo –porque las sedes de Regiones, en el fondo, son universidades- determinados tipos de carreras que después no tienen ninguna posibilidad en el mundo ocupacional.



Conforme al último análisis efectuado por la Comisión, la calidad de muchas sedes está tocando, no sólo a las universidades privadas, sino también a las tradicionales, e incluso, a las del Consejo de Rectores, desde el punto de vista de lo que existía en cuanto a la obligatoriedad de la acreditación para postular a los créditos con aval del Estado. De tal manera que, en ese sentido, a mi juicio, es un elemento importante informar al Ministerio de Educación acerca de qué está ocurriendo en esas 542 sedes, que, como muy bien se ha señalado, en algunas Regiones son realmente deplorables y no reúnen casi ninguna condición básica para revestir la calidad de planteles de educación de nivel superior.



Por eso, considero que la letra f) del artículo 8º debe ser aprobada tal como viene en el texto comparado que estamos analizando.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, quiero hacer sólo una consulta a propósito de esta discusión. Porque, con mucho respeto por quienes están votando en determinada línea, la verdad es que uno se va dando cuenta de que, al final, la idea fuerte de contar con una acreditación adecuada y abiertamente centrada en el bien común -frente al desastre, como dije ayer, de lo que ha pasado en forma específica con la educación superior- enfrenta, tal como en el viejo cuento de Gulliver, pequeñas amarritas por aquí o normas rechazadas por acá, todo lo cual termina dejando a la Comisión Nacional de Acreditación prácticamente maniatada en algunos aspectos.



Sé que no sacamos nada con seguir debatiendo sobre esta disposición, porque hay visiones distintas sobre cómo se deben llevar las cosas. Pero, a propósito del ejemplo que dio el Senador señor Larraín, quiero preguntar lo siguiente. Si el Ministerio no tiene nada que ver, según lo que se ha señalado, y si mañana dicha Comisión se halla consciente de que la institucionalidad está fallando, ¿quién opera? ¿Cómo se resuelve el punto? ¿Quién denuncia? ¿Quién actúa? ¿Quién dice: “Esto está mal”, si no lo puede hacer la entidad de que se trata?



Ésa es mi consulta.

El señor ROMERO (Presidente).- Creo que ya está planteado el debate. ¿Por qué no votamos? Porque, ciertamente, todos tenemos una idea clara respecto del punto.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solicito una respuesta de la señora Armanet. Porque entiendo que por el camino planteado por el Honorable señor Larraín realmente llegamos a un tope. Se presentarán situaciones que no será posible resolver, porque nadie puede zanjarlas.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, lo que pretende el proyecto es justamente que exista coordinación entre los tres organismos encargados de velar por la calidad: el Consejo Superior de Educación, el Ministerio de Educación y la Comisión Nacional de Acreditación.



Obviamente, si la Comisión, que despliega una acreditación institucional que incluye las sedes centrales y regionales, así como carreras específicas, toma conocimiento de hechos que violan la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, debiera poder informar al Ministerio, en nuestra opinión, a fin de que éste resolviese de acuerdo con sus atribuciones legales.



Ni siquiera se establece la obligación de informar, sino que se faculta para hacerlo. Eso es lo que estamos sosteniendo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra, último inscrito.

El señor PARRA.- Quiero hacer dos precisiones, señor Presidente. En primer lugar, esta misma norma se encuentra un poco más adelante, a propósito de las facultades y funciones de las agencias de acreditación.



En segundo término, debo recordar a Sus Señorías que ayer –y concurrí con mi voto a que se diera el paso- se acordó excluir de la Comisión Nacional de Acreditación al Jefe de la División de Educación Superior.



Si ese funcionario forma parte de la Comisión, es evidente que una facultad como ésta puede ser superflua. Pero, habiendo sido excluido, no pueden generarse entre el trabajo de esa entidad y el de los otros órganos del sistema –en particular, del Ministerio- verdaderos muros divisorios que hagan que la labor de uno no sirva a aquella que la ley encomienda a otro. En eso hay involucrada hasta una cuestión de economía procesal, aparte casi de sentido común.



Por eso, invito a pronunciarse a favor.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, procederemos a votar. Pido que se toquen los timbres, porque es una norma de quórum especial.

El señor BOENINGER.- ¿No sería bueno postergarla, con el objeto de pronunciarse junto con las demás disposiciones del mismo carácter?

El señor ROMERO (Presidente).- Si la Sala lo prefiere, así se hará.

El señor BOENINGER.- De otra manera no tendríamos una lógica uniforme.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, habría que dejar de tocar los timbres, para no perturbar el trabajo que están realizando las Comisiones.



Pido más atención sobre el particular a la Secretaría.



La disposición que nos ocupa queda para una votación posterior, porque algunos señores Senadores no concuerdan con la facultad de informar y otros la apoyan. El debate ya se hizo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, respecto del artículo 9º, la Comisión propone sustituir la letra a) por la siguiente:



"a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12;".



Esta norma fue aprobada en la Comisión por tres votos a favor, de los Honorables señores Moreno, Muñoz Barra y Parra, y las abstenciones de los Senadores señora Matthei y señor Vega.

El señor ROMERO (Presidente).- En discusión.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, esta disposición entrega a la Comisión la posibilidad de fijar criterios de evaluación para los procesos que la ley le encomienda.



En nuestra opinión, esa atribución es bastante discutible, porque el proyecto establece, un poco más adelante, los criterios con los cuales opera. Si, aparte los que se proponen para la evaluación, agregamos la posibilidad de que la Comisión establezca discrecionalmente otros adicionales, al final no sabremos cómo va a operar la acreditación de las instituciones que se sometan a este procedimiento.



Por lo tanto, esta atribución, además de excesiva, nos parece preocupante. A nuestro juicio no debería existir. Pensamos que los criterios  fundamentales que se disponen -desarrollados exhaustivamente- son suficientes para el trabajo que le corresponde realizar a dicho ente. En consecuencia, es innecesario otorgarle una atribución para que tenga consideraciones adicionales.



Me estoy refiriendo al artículo 17, que dispone una cantidad importante de normas bajo las cuales la Comisión Nacional de Acreditación debe proceder. Por ejemplo:



“1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional.”. Y, para estos efectos, enumera diversas obligaciones.



Después  agrega un segundo y un tercer criterio, y los desglosa.



Nos parece que lo central radica en que los criterios bajo los cuales opere la Comisión se hallen en la ley y que no se deleguen en reglamentos o en complementos adicionales, porque ahí estaríamos simplemente dejando la acreditación abierta a un sinfín de otras exigencias que pueden agregarse y, ciertamente, generando incertidumbre o un excesivo rigorismo, que terminaría con la autonomía de los proyectos que las instituciones quieran desarrollar.



Por eso, la función nos parece negativa.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, seguramente en lo que queda por delante de la discusión del proyecto vamos a estar escuchando diferentes puntos de vista respecto a la misión de la Comisión de Acreditación, uno de los puntos centrales de la iniciativa. Yo respeto esa posición. Y la verdad es que este asunto cruzó todo el debate en la Comisión de Educación. En el fondo -con antecedentes que vuelvo a señalar-, existe el anhelo de que ojalá ese órgano no tenga facultades ni potestad para entrar en el terreno de las ideas matrices del proyecto. Ésa es la verdad.



En consecuencia, no me sorprendería que durante el debate, cada vez que se mencione a la Comisión de Acreditación, surjan ideas respetables destinadas a limitar sus facultades. Porque yo pregunto: ¿quién va a fijar los criterios para orientar a las instituciones respecto de las consideraciones que estima fundamentales para una evaluación?



Esta letra proporciona certeza jurídica, entre otras cosas en relación con los pares evaluadores. 



Ahora, de ninguna manera atenta contra la autonomía; al revés, la afianza, y define la misión de cada una de las instituciones.



Por esa razón, soy partidario de que la letra a) del artículo 9º sea aprobada.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, el problema es que la idea no está reflejada en la redacción de la letra, porque a continuación de “en el presente capítulo” señala: “protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior”.



Volvemos siempre a algo que ronda el proyecto. Se quiere obtener buena calidad; sin embargo, en mi concepto se viola permanentemente la Constitución en cuanto a la libertad de enseñanza y al derecho a la educación. 



Aquí se agrega un nuevo elemento a la Comisión: el carácter de protectora. Esto destruye la autonomía. Porque cuando se protege, se tiene poder. Y, entonces, recurrir a la Comisión va a ser bueno, porque ella “me va a proteger”. Creo que eso atenta contra el espíritu constitucional en lo relativo a la libertad de enseñanza y al derecho a la educación.



Pienso que el problema fundamental es que tal vez ésa era la idea. Pero ella no se refleja en el texto. 



Insisto en que en todos los artículos del proyecto aparece permanentemente una vulneración de lo que establece la Constitución en torno de la educación.



En mi opinión, este precepto no es necesario y hay que rechazarlo, salvo que se cambie la palabra “protegiendo” por otra que refleje la idea, pues ahora no ocurre así.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, esta norma es absolutamente indispensable. Si hemos resuelto crear la Comisión Nacional de Acreditación, no es para que cumpla tareas puramente formales, accesorias. Evidentemente, a ella le corresponde el rol rector en todo el proceso de acreditación de instituciones, de programas y de carreras dentro de nuestro sistema de educación superior.



Privar a la Comisión de esta facultad, además, resiente el campo de aplicación de la ley.



De lo que planteó el Honorable señor Larraín, deduzco que él está de acuerdo con el artículo 17 que se propone, y seguramente con el 26, que se refiere a la acreditación de programas. Pero es evidente que estas normas no son ni pueden ser completas. Requieren desarrollos y precisiones que estarán sugeridos por la práctica.



Recordemos una vez más que este proceso no es nuevo en Chile. No nace con el proyecto en debate. Se viene realizando de manera muy satisfactoria en los últimos años. Y necesariamente ha sido un proceso flexible y dinámico, en que las comisiones creadas por decreto han ido formulando y reformulando las normas sobre la base de las cuales se ha realizado el trabajo de acreditación.



Yo pregunto a Sus Señorías: ¿han sabido de alguna situación escandalosa, del reclamo público, de alguna institución que se sienta discriminada, atropellada por la acción de las comisiones acreditadoras? Además, éstas son plurales. La de Acreditación Intelectual cuenta entre sus integrantes a un destacado ex Senador, mi coterráneo don Eugenio Cantuarias. Evidentemente, han realizado un trabajo riguroso que ha dado garantías a todo el mundo. 



Si las comisiones que se crearon por decreto tienen esta facultad, ¿por qué se la vamos a negar a la Comisión Nacional de Acreditación, que no está llamada a ser una institución puramente simbólica que aparezca en el texto de la ley, sin un rol efectivamente protagónico?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Moreno.

El señor MORENO.- Señor Presidente, en verdad, me cuesta seguir el raciocinio de aquellos que argumentan que hay que eliminar esta función. Porque, primero, ya se aprobó que esto sea voluntario y, por lo tanto, el gran temor de que existiera alguna interferencia o algún grado de manipulación, como alguien pudiera pensar, está despejado.



Segundo, aquí se establece un mecanismo mediante el cual se dice a la comisión que se crea que “fije criterios”. De las 800 indicaciones que se discutieron -algunas fueron suscritas incluso por Senadores de mi bancada-, varias establecían el criterio de precisar el asunto y no dejarlo entregado a la ambigüedad del reglamento. Estuvimos de acuerdo con ello; pero, cuando se empezaron a definir las funciones de una comisión que se crea para hacer algo voluntario, se señaló que no se quería la fijación de criterios. Se colocó la frase, redundante a la luz de lo que se ha votado, que señala: “protegiendo el carácter autónomo”, con el objeto de disipar temores.

El señor MUÑOZ BARRA.- Así fue solicitado.

El señor MORENO.- Así ocurrió, como señala el Senador señor Muñoz Barra.



Por lo tanto, no veo la razón para aprobar esto, salvo que se quiera despachar una ley a la cual -excúsenme por utilizar una palabra empleada en el ámbito rural, pero que no tiene connotación peyorativa-, debido a un lento proceso de castración, se va despojando de cada uno de sus atributos y funciones. Más vale decir: “No quiero esta ley” -lo demás, sencillamente, es una parodia-, o bien: “Deseo una ley de acreditación sin que la Comisión tenga funciones, ni criterios”, etcétera, pero no sostener luego: “¡Ay, la educación va mal, muy mal!”. Y todos los mecanismos para controlar la calidad y la eficiencia se van debilitando y dejando caer. 



Estimo que las acciones deben transparentarse. Hay un sector de la sociedad chilena que no desea controles -eso es lo que se nos ha dicho-, conforme a los principios de la libertad de enseñanza o a los del mercado, o a cualesquiera otros. Se sostiene que no los quiere porque les tiene miedo. 



Yo no participo de esa posición. Nadie desea un estatismo en esta materia; pero, obviamente, impedir que la Comisión fije criterios en un proceso que es ya voluntario constituye ya no sólo un exceso de celo, sino que sobre esa base se puede llegar a decir: “¿Sabe qué más? Tal organismo no va a servir para nada”.



Por lo tanto, soy partidario de mantener la norma en los términos en que se encuentra.

El señor ÁVILA.- Es un dogmatismo extremo.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Boeninger, y después, el Honorable señor Larraín. Luego de las intervenciones de Sus Señorías cerraré el debate.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, siguiendo la misma línea de quienes me antecedieron en el uso de la palabra, pienso que está claro que el proyecto ha estado atravesado, primero, por la conveniencia de contar con un sistema que asegure la calidad de la educación superior, que es una necesidad país y de la fe pública, frente a la enorme variedad y dispersión de instituciones de educación superior; y segundo, porque el mercado tiene un plazo y un horizonte muy amplios como para percatarse de que realmente hay fallas de calidad. Y la iniciativa ha estado atravesada por esa necesidad y por el temor a la interferencia, distorsión o limitación de la libertad de enseñanza.



Entonces, en lo general, se han hecho dos cosas básicas.



En primer término, la Comisión que se crea no sólo es autónoma, sino que, además, se halla integrada por personas que provienen del ámbito universitario: académicos, docentes, rectores, etcétera. Y se rechazó –estuve en desacuerdo con ello- la presencia del único representante del sector público: el Jefe de la División de Educación Superior. Por tanto, la naturaleza de ese ente determina que no haya interferencia del Estado para dirigirla  mañosamente o en función de objetivos ideológicos.



En segundo lugar, en varias partes de la iniciativa se insiste en que las instituciones -así quedó establecido en la ley sobre financiamiento de la educación superior- son libres para fijar su proyecto institucional. Lo único que sucede –de nuevo en términos de fe pública- es que se debe verificar que efectivamente se cumpla ese proyecto y que no se está haciendo algo del todo distinto. Otra vez se trata de problemas de fe pública respecto de los estudiantes que ingresan a tales establecimientos.



En cuanto a esta letra del artículo, estimo equivocada la apreciación del Senador señor Martínez, pues la frase “protegiendo el carácter autónomo de las instituciones” implica precisamente eso: proteger la autonomía. En verdad, eso es redundante de acuerdo con lo que disponen otros artículos; pero, ya que existía el temor, se volvió a colocar. Así que, lejos de ser una interferencia que perjudique la autonomía, la resguarda.



En consecuencia, si existe una Comisión autónoma y que da toda clase de garantías de no interferir, lo lógico es que tal organismo, que será el que supervise algo tan fundamental como la calidad de la educación superior, posea las atribuciones necesarias para desempeñar con eficacia su labor. Y me parece que esta letra, así como, obviamente, todo el artículo 17 -aunque respecto de éste tengo dudas sobre si concita apoyo o no-, son esenciales. Si el artículo desapareciera, pienso que la Comisión quedaría en una situación muy menoscabada.



En síntesis, estimo que los temores que se plantean son infundados, porque ya fueron resueltos los problemas que los despertaban, probablemente con bastante razón. Eso ya está aprobado, de manera que el rechazo de la letra a) en función de tales inquietudes no tiene justificación real.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sólo quiero hacer una intervención referida a planteamientos de distintos señores Senadores que han supuesto intenciones sobre la base de expresiones que nadie ha manifestado. Eso me parece profundamente injusto, y no estoy dispuesto a aceptar que, tomando pie de lo que habríamos sostenido, se tergiversen nuestras palabras y se digan cosas distintas.



Aquí nadie ha hablado de miedo ni de que se quiera amputar, castrar o hacer algo semejante. Eso no se puede desprender de nuestras expresiones.



Creemos en la libertad. Y, para nosotros, ella se manifiesta de una manera determinada. Ni siquiera pretendo que otros no crean en la libertad. Simplemente estoy reafirmando por qué nuestra convicción nos lleva a sostener lo que hemos planteado.



Respecto de esta materia específica, cuando el proyecto se aprobó en general, con el señor Ministro de Educación convinimos diversos aspectos que para nosotros eran importantes, lo que nos llevó a  concurrir a aprobar la idea de legislar. Uno de ellos fue el de que los criterios con los cuales iba a operar la Comisión quedasen en la ley. Diversos señores Senadores así lo concordaron con el Ministro. Y en virtud de ello  nos pronunciamos  a favor.



La Comisión de Educación, con esta norma y con el encabezado del artículo 17 -que también objetaremos en su momento, no por los criterios contenidos, pues éstos son suficientemente amplios, explícitos, y permiten al órgano de acreditación desempeñarse absolutamente bien en el cumplimiento de sus funciones-, ha hecho algo que no queremos: que la Comisión de Acreditación quede con libertad para fijar, vía reglamento o disposiciones internas, otros criterios adicionales o cambiar los existentes. No nos parece que eso sea prudente. Por ello pensamos que es la ley la que tiene que establecer parámetros objetivos, permanentes, bajo los cuales actúe el organismo. Por cierto que en la aplicación de esos criterios fijados por ley estarán presentes la sensibilidad, la jurisprudencia, la doctrina que irá creando la Comisión. Pero no queremos entregar al reglamento o a la acción de ella el fijar otros criterios o modificar los existentes.



Y esa condición se la planteamos en su momento al señor Ministro, quien, como sostuvo en la Sala, concordó con nuestra posición. Y en virtud de eso es que hoy estamos objetando este punto, que  escapa al acuerdo político que nos hizo votar favorablemente.



Creemos en la conveniencia del precepto en estas condiciones, y no en otras. Entiendo que alguien pueda discrepar; pero les pido respeto y que no nos imputen afirmaciones que no se avienen con lo que estamos afirmando.

El señor BOENINGER.- ¿Me permite hacer una propuesta, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor BOENINGER.- A la luz de lo último que señaló el Senador señor Larraín, sugiero terminar la letra a) de una forma levemente distinta a la actual, incorporando lo siguiente: “todo ello, de acuerdo a lo establecido en los artículos 11 y 17”, a fin de que se entienda que existe coherencia entre los criterios del artículo 17 y la atribución de la Comisión que se fija en el 11. Así, la discrecionalidad a que alude el Honorable señor Larraín quedaría acotada por los criterios con que dice estar de acuerdo, contenidos en el mencionado artículo 17.

El señor ROMERO (Presidente).- Hay una propuesta del Senador señor Boeninger para acotar el alcance de la norma en discusión a lo preceptuado en los artículos 11 y 17.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, me llamó la atención lo manifestado por el Senador señor Larraín en el sentido de que hubo un acuerdo político. No sé a qué se refiere, porque nosotros somos Senadores políticos y no concurrimos a él. Ignoro si el Honorable señor Moreno u otros señores Senadores hayan participado en algo semejante en esta materia.



Se está haciendo una imputación, de manera que…

El señor MORENO.- Yo no he participado en acuerdos. Ni siquiera he sido informado de alguno.

El señor ROMERO (Presidente).- Se ruega no interrumpir, Honorable señor Moreno.

El señor MUÑOZ BARRA.- …quiero expresar mi perplejidad frente a esa aseveración.



Además, deseo hacer presente que la inclusión del término en cuestión fue solicitada por un señor Senador de las bancadas de la Oposición. Y, al colocarse “protegiendo”, existió acuerdo para que así fuese aprobado. En la votación de los informes posteriores, los dos representantes de la Alianza se abstuvieron; o sea, no plantearon una posición contraria. Pero esto es un detalle.



Lo que quiero precisar es que, al menos yo, Senador de la Concertación, no he participado de algún acuerdo político que incida en las materias mencionadas por el Honorable señor Larraín.

El señor ROMERO (Presidente).-  La propuesta del Honorable señor Boeninger consiste en agregar al final de la letra a) una referencia a los artículos 11 y 17. 



Al parecer, no hay acuerdo. Por lo tanto, deberemos pronunciarnos respecto de la norma en discusión.



Sin embargo, como tenemos votaciones pendientes, propongo llamar a los señores Senadores, porque ya es tiempo de efectuarlas y no seguir acumulándolas.



En votación electrónica la letra a) del artículo 9º, que pasó a ser 8º.



Votar “sí” significa estar a favor de lo propuesto por la Comisión, y “no”, en contra.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Resultado de la votación: 15 votos por la afirmativa y 11 por la negativa.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Martínez. 

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, deseo solicitar al señor Secretario que espere unos segundos…

El señor NÚÑEZ.- Ya terminó la votación.

El señor MUÑOZ BARRA.- La votación concluyó.

El señor MARTÍNEZ.- …antes de cerrar la votación.



Sólo eso quería pedir.

El señor ROMERO (Presidente).- Basta con levantar la mano y la Mesa no da por finalizada la votación.



¿Su Señoría no ha votado?

El señor MARTÍNEZ.- Ya voté, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- ¿Y el Honorable señor Canessa?

El señor CANESSA.- Yo, no.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, repetiríamos la votación.

El señor ÁVILA.- Ya se votó.

El señor LARRAÍN.- No se alterará el resultado.

El señor NÚÑEZ.- El señor Presidente decide.

El señor ROMERO (Presidente).- La Mesa estima que los referidos señores Senadores solicitaron válidamente intervenir, pues lo hicieron en el instante mismo en que se dio por terminada la votación. 



Por lo tanto, se repetirá la votación. 



En votación electrónica.



Hago presente que se trata de una norma de quórum especial. 



Votar “sí” implica pronunciarse a favor de lo sugerido por la Comisión, y “no”, en contra. 

El señor MORENO.- Señor Presidente, algunos señores Senadores que participaron en la votación anterior se han ausentado de la Sala.

El señor ROMERO (Presidente).- Estimo que debemos estar permanentemente dispuestos a solucionar las cuestiones propias de nuestro quehacer. Lamento que algunos señores Senadores voten y se retiren de la Sala. Siempre se debe estar muy atento a lo que en ella ocurre.



Rogaría a Sus Señorías permanecer en el Hemiciclo, porque tendremos que votar todas las normas pendientes. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza la letra a) del artículo 9º, que pasó a ser 8º (16 votos contra 15), por no haberse reunido el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Boeninger, Cantero, Foxley, Gazmuri, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Pizarro, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez, Viera-Gallo y Zaldívar (don Adolfo).



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Cordero, Fernández, Horvath, Larraín, Martínez, Matthei, Prokurica, Romero, Stange y Vega.

-------------
El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente? Deseo plantear un asunto reglamentario.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor VIERA-GALLO.- Pido que se abra plazo para presentar indicaciones hasta hoy, a las 16, respecto del proyecto que reformula leyes protectoras de derechos de la infancia y adolescencia.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá lo solicitado. 




--Así se acuerda.

--------------
El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el rechazo de la norma recién votada no significa la aprobación automática de la letra a) original. Hay que pronunciarse sobre ella también.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Exactamente.

El señor LARRAÍN.- Ahora, en lo personal, estimo que esa letra no tiene sentido y, por lo tanto, debiéramos rechazarla.

El señor ROMERO (Presidente).- Así es. Tenemos que  poner en votación la letra a) original, dado que no se reunió el quórum necesario para modificarla.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- La letra a) está ya comprendida en la letra j) del mismo artículo, de modo que me parece innecesario votarla. En efecto, la letra j) señala: “Aplicar las sanciones que establece la ley”. Y figura en el orden que corresponde, además.

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la sala, procederemos en la forma planteada por el Senador señor Larraín.



--Por unanimidad, se rechaza la letra a) original. 

El señor ROMERO (Presidente).- Ahora corresponde votar las disposiciones pendientes. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- El señor Presidente sometió a discusión la letra e) del artículo 8º, que pasó a ser 7º, y quedó pendiente su votación.

El señor MUÑOZ BARRA.- No, señor Secretario. Es la frase “Acreditar los programas de pregrado”.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Debe votarse la letra e) que propuso la Comisión.

El señor MORENO.- Perdón, señor Secretario, no es así. Hubo una modificación.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Me permite, señor Presidente?  

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor MUÑOZ BARRA.- El propio Presidente de la Corporación dio la redacción de esta norma: “Acreditar los programas de pregrado”. Eso fue lo que propuso.

El señor ROMERO (Presidente).- Exactamente, señor Senador. Eso es lo que debe votarse: “Acreditar los programas de pregrado”.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- En mi opinión, es mejor aprobar la redacción tal cual viene de la Comisión, porque mantiene la coherencia del artículo.

El señor MUÑOZ BARRA.- Perfecto.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, si el principal detractor está de acuerdo con la redacción original…

El señor LARRAÍN.- Yo planteé una inquietud distinta, referida a lo que significa la aplicación del artículo 29. Ésa fue la objeción.

El señor ROMERO (Presidente).- De acuerdo. Por lo tanto, queda levantada la observación.



Si le parece a la Sala, se aprobará la redacción original de la letra e) del artículo 7º. 



--Se aprueba, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 31 señores Senadores.
El señor HOFFMANN (Secretario).- Seguidamente, la Comisión propone agregar una letra f) al artículo 8º, que pasó a ser 7º. El señor Presidente cerró el debate respecto de esta materia y quedó pendiente la votación.

El señor ROMERO (Presidente).- Ruego al señor Secretario que dé lectura a la norma. 

El señor HOFFMANN (Secretario).- Muy bien, señor Presidente.



La letra f) propuesta señala lo siguiente: “Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;”.

El señor ROMERO (Presidente).- En votación electrónica. 



Votar “sí” significa estar a favor de la letra propuesta por la Comisión de Educación en el segundo informe; y “no”, en contra.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ROMERO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la letra f) del artículo 7º propuesta por la Comisión (20 votos contra 12), por no haberse reunido el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Boeninger, Cantero, Cordero, Flores, Foxley, Gazmuri, Horvath, Matthei, Moreno, Muñoz Barra, Naranjo, Núñez, Parra, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez, Vega y Viera-Gallo.



Votaron por la negativa los señores Arancibia, Bombal, Canessa, Cariola, Chadwick, Coloma, Fernández, García, Larraín, Martínez, Romero y Stange.

El señor HOFFMANN (Secretario).-  A continuación, sobre la letra e) del artículo 9º (que pasó a ser 8º), la Comisión de Educación propone sustituirla por la siguiente:



"e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;".



Si bien la norma fue aprobada unánimemente en la Comisión (5 votos a favor y ninguno en contra), el Honorable señor Larraín solicitó que se vote.  

El señor ROMERO (Presidente).-
 Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.-  Señor Presidente, el problema que presenta esta letra, así como una serie de normas que repiten el mismo criterio, se refiere a la instancia que se establece para apelar respecto de las resoluciones de la Comisión Nacional de Acreditación.



El texto propuesto por la Comisión de Educación dispone que sea la misma Comisión Nacional de Acreditación el órgano ante el cual se apele.



Me parece que, en cualquier capítulo del debido proceso, lo normal es que las apelaciones sean resueltas por un organismo distinto del que ya emitió un pronunciamiento. De lo contrario, ya no se trata de un recurso de apelación, sino de un recurso de revisión o de reposición.



Por lo tanto, nos parece que, invocando los conceptos del debido proceso, debe haber otra instancia que cumpla ese rol. 



Entiendo que se conversó en su momento que la apelación fuese formulada ante el Consejo Superior de Educación, organismo establecido, conformado por personas con criterios de distintos caracteres.



Me parece que eso es lo más prudente y pertinente.



En consecuencia, no somos partidarios de que las apelaciones que se presenten sobre los pronunciamientos de la Comisión Nacional de Acreditación se verifiquen ante dicho órgano técnico, sino ante el Consejo Superior de Educación.



Esta norma -repito- se relaciona con una serie de otros artículos del proyecto que figuran más adelante, en los cuales se elimina la atribución de apelar ante dicho Consejo y se vuelve a la Comisión Nacional de Acreditación.



En mi concepto, sería bueno establecer un solo criterio en esta materia y determinar que las apelaciones se formulen ante el Consejo Superior de Educación y no ante la referida Comisión. 

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra la señora Pilar Armanet.

La señora ARMANET (Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación).- Señor Presidente, si bien es cierto que en varios artículos del proyecto se propone que la apelación debe presentarse ante el Consejo Superior de Educación, ésta es una situación distinta, porque aquí no se trata de una resolución emanada de la propia Comisión Nacional de Acreditación, sino del pronunciamiento de las agencias de acreditación. 



En este caso concreto, se establece la facultad de apelar ante la Comisión Nacional de Acreditación de los pronunciamientos de las agencias acreditadoras. No corresponde a la situación descrita por el Senador señor Larraín.



Gracias, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Martínez.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, habría que revisar la redacción de la norma para que quede claro que se trata de los programas de magíster en especialidades del área salud.



Eso fue lo que se acordó anteriormente.

El señor ROMERO (Presidente).- Efectivamente, la norma tiene relación con el área de la salud.  Se había hecho una observación en tal sentido. Pero no sé si se trata de la misma disposición.



La Senadora señora Matthei formuló un planteamiento, al parecer, en orden a incorporar en el área de la salud la certificación de los programas de magíster. ¿Es este artículo?

El señor LARRAÍN.-  No, señor Presidente.

El señor FERNÁNDEZ.- No es el mismo.

El señor ROMERO (Presidente).- Conforme. Pero se refiere a la misma materia.

El señor LARRAÍN.-  Exactamente.

El señor ROMERO (Presidente).- Creo que la letra quedaría mejor redactada si dijera: “e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias que en el área de la salud", etcétera. De esta manera se entiende la norma. De lo contrario se puede malinterpretar.



Se trata simplemente de aplicar el mismo criterio empleado en la anterior disposición.



Si no existiere objeción –aprovechando que hay quórum en la Sala-, se aprobaría la norma en la forma descrita y encomendaríamos a la Secretaría la redacción definitiva de la letra en debate.



--Se aprueba la letra e) del artículo 8º propuesta por la Comisión, en los términos recién señalados, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 30 señores Senadores.

El señor LARRAÍN.-  ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, sobre la votación que acabamos de realizar nosotros aceptamos y aprobamos la norma, en el sentido de que se trata de una instancia de apelación distinta. Es decir, no es una resolución de la Comisión Nacional, sino de las agencias acreditadoras.



Por lo tanto, pediremos que cuando se trate de las apelaciones ante la Comisión Nacional de Acreditación sea el Consejo Superior de Educación el órgano donde ellas se resuelvan.



Con esa aclaración...

El señor ROMERO (Presidente).- Lo aclaró la señora Pilar Armanet y quedó registrado para la historia fidedigna de la ley.

El señor LARRAÍN.-  De todas maneras, dejo constancia de ello con el objeto de precisar.

El señor ROMERO (Presidente).- Me parece muy bien que lo precise, señor Senador.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, la Comisión de Educación, conforme a un acuerdo adoptado por la Sala, propone sustituir la letra h) del artículo 8º, por la siguiente: "h) Percibir los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;".

El señor ROMERO (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará la disposición.



--Se aprueba la letra h), dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que se pronunciaron favorablemente 30 señores Senadores.

El señor HOFFMANN (Secretario).- A continuación, corresponde pronunciarse sobre la letra b) del nuevo artículo 12 del proyecto, que señala: “b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;".



Este precepto fue aprobado por cuatro votos a favor (Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega) y una abstención (Honorable señora Matthei).

La señora MATTHEI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ROMERO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, retiro mi objeción, pues ella se fundaba en el hecho de que la Comisión Nacional podía fijar sus aranceles y, además, percibirlos. En la medida en que esos valores sean determinados por otros entes y la Comisión solamente los perciba, no hay problema.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, queda retirada la abstención de la Senadora señora  Matthei.



¿Requiere quórum especial la norma, señor Secretario?

El señor HOFFMANN (Secretario).-  No, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- En consecuencia, si le parece a la Sala, se aprobará la disposición. 



--Por unanimidad, se aprueba la letra b) del artículo 12, nuevo.

El señor HOFFMANN (Secretario).- En seguida, la Comisión de Educación propone agregar el siguiente artículo 15, nuevo:



"Artículo 15.- El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:



a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los  objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.



b) Evaluación externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.



“c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.



“En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.



“El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.”.



Los dos últimos incisos a que acabo de dar lectura fueron aprobados por cuatro votos a favor (Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Ruiz-Esquide y Vega) y uno en contra (Honorable señor Fernández).



El resto del artículo fue aprobado por tres votos favorables (Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Ruiz-Esquide) y dos en contrario (Honorables señores Fernández y Vega).

El señor ROMERO (Presidente).- Corresponde votar.

El señor BOENINGER.- Vale la pena explicar este artículo.

El señor ROMERO (Presidente).- Entiendo que ya se hizo el debate.

El señor BOENINGER.- ¿De este artículo?

El señor ROMERO (Presidente).- Perdón, señor Senador: aún no se ha discutido.



Tiene la palabra Su Señoría, a quien hago presente que restan tres minutos para el término de la sesión.

El señor FERNÁNDEZ.- Retiro mi oposición.

El señor VEGA.- Yo, también.

El señor ROMERO (Presidente).- Entonces, el precepto, que no es de quórum especial, quedaría aprobado por consenso.



--Se aprueba unánimemente el artículo 15, nuevo, propuesto por la Comisión.

El señor ROMERO (Presidente).- Señor Secretario, ¿cuántas votaciones quedan?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Alrededor de 25, señor Presidente.

El señor ROMERO (Presidente).- El problema estriba en que para la sesión de la tarde tenemos una tabla marcada por acuerdos de Comités y por urgencias. Entonces, necesariamente deberemos suspender el tratamiento de este proyecto, para dar paso a varios otros.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, ¿podría indicarnos cuáles son las iniciativas que figuran en la tabla antes que ésta?

El señor ROMERO (Presidente).- En el Orden del Día de la sesión de esta tarde figuran, primero, el oficio en que Su Excelencia el Presidente de la República propone la designación de don Enrique Marshall como Consejero del Banco Central; segundo, el proyecto que establece un bono extraordinario para quienes ejerzan como vocales de mesas receptoras de sufragio, calificado de “discusión inmediata”; tercero, y por acuerdo de Comités, la iniciativa, en primer trámite, que consagra normas especiales para el enjuiciamiento de determinados delitos; cuarto, el proyecto de acuerdo de la Cámara de Diputados que aprueba el Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Reino de Suecia para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación a los impuestos a la renta y al patrimonio, también con “discusión inmediata”; quinto, el proyecto de acuerdo aprobatorio de un Convenio suscrito con la República Francesa sobre la misma materia descrita en el punto precedente, igualmente con “discusión inmediata”; sexto, la iniciativa que aumenta en un año el plazo para regularizar derechos de aprovechamiento de aguas subterráneas, incluido por acuerdo de la Sala; séptimo, el proyecto que establece un régimen transitorio para la aplicación del nuevo impuesto al gas como combustible en la Duodécima Región, incorporado por resolución de la Sala. Y en el octavo lugar aparece la iniciativa que nos ocupa en este instante.



La verdad es que se puede avanzar relativamente rápido. No veo situaciones de gran complejidad.

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, varios de esos asuntos se van a despachar en el acto. Por ejemplo, los acuerdos sobre doble tributación.



Yo pediría, sí, que para esta tarde pudiéramos tener una lista de las votaciones pendientes. Quizás en muchas de ellas, como acaba de ocurrir, retiraremos las objeciones; otras se podrán votar en bloque.



Mi impresión es que podríamos despachar este proyecto hoy día si ordenáramos un poco las votaciones.



La idea es votar sólo las normas donde verdaderamente existen discrepancias y despachar el resto en bloque.

El señor ROMERO (Presidente).- Acogiendo la solicitud de Su Señoría, propongo lo siguiente: que, al respecto, la Secretaría elabore un listado y que alrededor de las 15:15 los señores Senadores que han participado más activamente en esta materia se reúnan a trabajar con la señora Pilar Armanet en la sala contigua a la Presidencia, donde sesionan los Comités. 



Invito a los Honorables señores Larraín, Muñoz Barra, Moreno, Boeninger, Matthei, Vásquez, y por supuesto, a todos los señores Senadores que deseen participar,



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, yo agregaría otra sugerencia: que respecto de cada una de las normas pendientes se haga un planteamiento a favor y uno en contra. Ello, porque estamos repitiendo los argumentos.

El señor ROMERO (Presidente).- La proposición de la Mesa es sin perjuicio de los acuerdos a que lleguen Sus Señorías.



Creo que si agrupamos la discusión y las votaciones podremos ir mucho más rápido.



¿Habría acuerdo para proceder en esa forma?



--Así se acuerda.

El señor ROMERO (Presidente).- Yo pensaba proponer que despacháramos el proyecto hoy. Sin embargo, ignoro cuánto demoraremos en los asuntos que figuran en la tabla antes que él.



--Queda pendiente la discusión particular de la iniciativa.
El señor ROMERO (Presidente).- Por haber llegado la hora de término, y habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 14:1.
Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FORTALECE Y PERFECCIONA LA JURISDICCIÓN TRIBUTARIA

(3139-05)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el decreto ley N° 830, de 1974.


1) Modifícase el artículo 6º de la siguiente manera:


a) Intercálase en el N° 5° de la letra B, a continuación de la expresión “en cualquier tiempo”, la frase “y a su juicio exclusivo”.


b) Sustitúyese el N° 6 de la letra B, por el siguiente:


"6° Resolver las solicitudes de reconsideración administrativa que presenten los contribuyentes, de conformidad al artículo 123 bis.".


c) Incorpórase el siguiente artículo 6º bis:


"Artículo 6º bis. Corresponderá a los Tribunales Tributarios, en la jurisdicción de su territorio:


1° Resolver las reclamaciones que presenten los contribuyentes, de conformidad al Libro Tercero.


2° Conocer y fallar las denuncias a que se refiere el artículo 161 y los reclamos por denuncias o giros contemplados en el número tercero del artículo 165.


3° Disponer en los fallos que se dicten la devolución y pago de las sumas solucionadas indebidamente o en exceso a título de impuestos, reajustes, intereses, sanciones o costas.".


2) Modifícase el artículo 8°, en los términos siguientes:


a) Suprímese en el número 1°, la conjunción “y”, que sigue a la expresión "Director de Impuestos Internos" y agrégase a continuación de la palabra "correspondiente", reemplazando el punto final (.) por una coma (,), la frase "y por "Juez Tributario", aquél que corresponda al territorio jurisdiccional respectivo.".


b) Suprímese en el número 2°, la conjunción "y", que sigue a la expresión "Dirección Nacional de Impuestos Internos" y agrégase a continuación de la  palabra  "respectivo", reemplazando  el punto final (.) por una coma (,) la frase "y por “Tribunal Tributario", el órgano encargado  de conocer las  reclamaciones deducidas en contra de las  actuaciones  del Servicio a  que se refieren los artículos 124, 149 y 150, las denuncias sometidas al procedimiento del artículo 161, y los reclamos de denuncias que se tramiten de acuerdo al artículo 165 en ese territorio.".


3) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 24, por el siguiente:


"Salvo disposición en contrario, los impuestos determinados en la forma indicada en el inciso anterior y las multas respectivas, se girarán transcurrido el plazo señalado en el inciso primero del artículo 123 bis. Sin embargo, si el contribuyente hubiere interpuesto una solicitud de reconsideración administrativa, los impuestos y multas correspondientes a la parte impugnada de la liquidación se girarán sólo una vez vencido el plazo para reclamar a que se refiere el artículo 124. Si se dedujere reclamo, el giro de los impuestos y multas reclamadas, si procediere, se efectuará notificado que sea el fallo pronunciado por el Juez Tributario. Para el giro de los impuestos y multas  correspondientes a la parte no impugnada de la liquidación, dichos impuestos y multas se establecerán provisionalmente con prescindencia de las partidas o elementos de la liquidación que hubieren sido objeto de la solicitud de reconsideración o reclamación.".


4) Reemplázase en el artículo 25, la expresión "sea con ocasión de un reclamo," por "conociendo de la solicitud de reconsideración a que se refiere el artículo 123 bis,".


5) Sustitúyese en el artículo 54, la palabra "sesenta", por "ciento veinte".


6) Reemplázase en el inciso sexto del artículo 64, la oración que sigue al punto seguido, por la siguiente: "La tasación y giro podrán ser impugnadas, en forma simultánea, a través del procedimiento a que se refiere el Título II del Libro Tercero.", y suprímese el inciso séptimo del mismo artículo.


7) Reemplázase en el artículo 105, inciso primero, la frase "por el Servicio", por la expresión "administrativamente por el Director Regional o por el Juez Tributario,".


8) Reemplázanse en el artículo 107, las palabras "Servicio imponga" por la expresión "Director Regional o el Juez Tributario impongan".


9) Sustitúyense en el artículo 113, las palabras "Director Regional" por "Tribunal Tributario" y reemplázase la expresión "que haya impuesto" por "impuestas".


10) Reemplázase la denominación del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de la reconsideración administrativa, de los procedimientos y de la prescripción". Asimismo, sustitúyese la denominación del TITULO I del LIBRO TERCERO, por la siguiente: "De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios".


11) Modifícase el artículo 115, de la siguiente manera:


a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional", por las palabras "Tribunal Tributario" y suprímese la expresión "y de las denuncias por infracción a las disposiciones tributarias".


b) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión "Director Regional", las tres veces que aparece en el texto, por las palabras "Tribunal Tributario".


c) Sustitúyese en el inciso tercero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario", y agrégase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: "Sin embargo, en los casos a que se refieren los números 1° y 2° del artículo 165, la aplicación administrativa de las sanciones corresponderá al Director Regional del domicilio del infractor.".


d) Intercálase en el inciso cuarto, a continuación de la palabra "Regional" la expresión "o Tribunal Tributario, según corresponda,".


12) Sustitúyese en el artículo 116, la parte final, que comienza con la expresión "conocer y fallar" por la frase "aplicar las sanciones que correspondan a su competencia.".


13) Modifícase el artículo 120, de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el inciso primero, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario".


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión "Dirección Regional" la frase "a que pertenezca el Tribunal Tributario".


14) Reemplázase en el artículo 121, inciso primero, la expresión "Director Regional o quien haga sus veces" por "Tribunal Tributario".


15) Agrégase el siguiente artículo 123 bis:


"Artículo 123 bis. Para presentar el reclamo a que se refiere el artículo 124, en contra de las actuaciones señaladas en dicho artículo, el contribuyente, previamente, deberá solicitar la reconsideración administrativa de aquéllas. Este recurso deberá presentarse en el plazo de treinta días, contado desde la notificación del acto que se pretende impugnar.


El Director Regional deberá resolver la solicitud de reconsideración, sin forma de juicio, dentro del plazo fatal de cuarenta y cinco días.


Si transcurriere dicho plazo, sin que se hubiere resuelto la solicitud, ésta se entenderá rechazada en todas sus partes. El Servicio deberá notificar al interesado de la ocurrencia de cualquiera de estos hechos. Los Directores Regionales informarán mensualmente a la Dirección las causas en que se haya producido el rechazo de una solicitud de reconsideración administrativa por falta de resolución oportuna de la misma.".


16) Modifícase el artículo 124, en la forma que sigue:


a) Reemplázase en el inciso tercero, la primera vez que se utiliza, la expresión "sesenta días, contado desde la notificación correspondiente.", por la oración "cuarenta y cinco días, contado desde la notificación a que se refiere el inciso final del artículo 123 bis.".


b) Sustitúyese en el mismo inciso, la expresión "de sesenta días, contado desde la notificación correspondiente.", la segunda vez que se emplea, por "señalado en el artículo 54.".


17) Modifícase el artículo 125, en la forma siguiente:


a) Efectúanse las siguientes enmiendas al inciso primero:


i) En el encabezado, entre el artículo "La" y la palabra "reclamación", intercálase la frase "solicitud de reconsideración administrativa y la", y reemplázase la palabra "deberá" por "deberán".


ii) Agréganse los siguiente numerandos 1° y 2°, nuevos, pasando los actuales 1°, 2° y 3°, a ser 3°, 4° y 5°, respectivamente:


"1° La designación de la autoridad ante quien se deduce.


2° El nombre, número de Rol Único Tributario, domicilio, profesión u oficio del contribuyente y, en su caso, de la o las personas que lo representan y la naturaleza de la representación.".


b) Intercálase en el inciso final, a continuación de la expresión "Director Regional" la frase "o el Juez Tributario en su caso" y agrégase entre la expresión "presentada la" y la palabra "reclamación" los vocablos "solicitud de reconsideración o la".


18) Modifícase el artículo 127, en la forma que sigue:


a) Reemplázase en el inciso primero, la palabra "reclame" por "solicite la reconsideración administrativa o reclame"; suprímese la frase "de conformidad al artículo 124", e intercálase a continuación de la coma que sigue a la palabra "plazo" la frase "y conjuntamente con la solicitud de reconsideración o reclamación,".


b) Reemplázase en el inciso tercero, la expresión "reclamación" por la frase "solicitud de reconsideración o reclamación".


19) Agréganse en el artículo 129, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


"El Servicio de Impuestos Internos, será considerado como parte en la primera instancia de los procesos seguidos conforme a este Libro.


También tendrá la calidad de parte en las incidencias, recursos de apelación y recursos que procedan ante la Corte Suprema, sin perjuicio de las facultades del Consejo de Defensa del Estado.".


20) Modifícase el artículo 130, en los siguientes términos:


a) Reemplázase la frase "La Dirección Regional" la primera vez que aparece, por "El Tribunal".


b) Reemplázase la expresión "El reclamante podrá", por "Las partes podrán".


c) Sustitúyese la expresión “la Dirección Regional”, la segunda vez que se emplea, por "el Juez Tributario".


21) Reemplázase el artículo 132, por el siguiente:


"Artículo 132. Del reclamo del contribuyente, se conferirá traslado al Servicio por el término de diez días.  La contestación del Servicio no podrá referirse a materias que no hubieren sido objeto de la reconsideración administrativa o, en su caso, de la liquidación o giro reclamado.


Vencido el plazo a que se refiere el inciso anterior, haya o no contestado el Servicio, el Tribunal, de oficio o a petición de parte, deberá recibir la causa a prueba, si hay controversia sobre algún hecho substancial y pertinente. La resolución que se dicte al efecto, señalará los puntos sobre los cuales deberá recaer la prueba. En su contra sólo procederá el recurso a que se refiere el artículo 133.


El término probatorio será de quince días, y dentro de él se deberá rendir la prueba testimonial y se justificarán las tachas a los testigos, si hay lugar a ellas. Dentro de los primeros dos días del probatorio, deberá acompañar cada parte una nómina de los testigos de que piensa valerse, con expresión del nombre y apellido, domicilio y profesión u oficio. Sólo se examinarán testigos que figuren en dicha nómina.


Se admitirá hasta un máximo de dos testigos por punto de prueba, salvo que el juez autorice hasta dos más por razones fundadas.


Se podrá solicitar la exhibición de instrumentos que existan en poder de la otra parte o de un tercero, en los términos de los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 349 del Código de Procedimiento Civil. En todo caso, el tribunal deberá cuidar la celeridad del procedimiento.


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios, cuando se trate de requerir información pertinente sobre los hechos materia del juicio y se solicite respecto de autoridades públicas o representantes de instituciones o entidades públicas o privadas. El oficio deberá señalar específicamente el o los hechos sobre los cuales se pide el informe.


Tratándose de solicitudes de oficios a las que acceda el tribunal, éste deberá disponer su despacho inmediato a las personas o entidades públicas o privadas requeridas, quienes estarán obligadas a evacuar la respuesta dentro del plazo que al efecto fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder de quince días. A petición de la parte que lo solicita o de la persona o entidad requerida, el plazo para evacuar el oficio podrá ser ampliado por el tribunal, cuando existan antecedentes fundados que lo aconsejen, por una sola vez, hasta por quince días.


Los mismos plazos indicados en el inciso precedente regirán para los peritos, en relación a sus informes, desde la aceptación de su cometido.


El Tribunal, en cualquier estado de la causa podrá requerir informe de los funcionarios del Servicio que hayan participado en los procesos administrativos previos a la interposición de la acción que haya dado origen al reclamo. Del informe evacuado se dará traslado al reclamante, quién podrá formular observaciones dentro del plazo de cinco días. Las aseveraciones contenidas en dicho informe, que recaigan sobre hechos que el ministro de fe que lo evacua haya percibido directamente, se considerarán como antecedentes calificados.


Cuando hayan de practicarse diligencias probatorias fuera del lugar en que se sigue el juicio, podrá el Tribunal, por motivos fundados, ampliar por una sola vez el término probatorio, por el número de días que estime necesarios, no excediendo en ningún caso de veinticinco días, contados desde la fecha de notificación de la resolución que recibió la causa a prueba.


La prueba será apreciada por el Juez Tributario de conformidad con las reglas de la sana crítica. Al apreciar las pruebas según la sana crítica, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les designe valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.


Vencido el término de prueba, háyanla o no rendido las partes, el Tribunal las citará para oír sentencia.”.


22) Derógase el artículo 135.


23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 136:


a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión "El Director Regional", la frase, antecedida de una coma (,) "conociendo de la solicitud de reconsideración administrativa o el Juez Tributario en la reclamación,".


b) Reemplázase en el inciso segundo, la expresión "al contribuyente cuyo reclamo haya sido rechazado en todas sus partes" por "a la parte cuya pretensión haya sido desechada completamente". Asimismo, sustitúyese la palabra "eximirlo" por "eximirla".


24) Reemplázase el artículo 137, por el siguiente:


"Artículo 137. El Servicio podrá impetrar, en los procesos de reclamación a que se refiere este Título, la medida cautelar de prohibición de celebrar actos o contratos sobre bienes o derechos específicos del contribuyente, o sobre ambos.


Esta medida cautelar se limitará a los bienes y, o derechos suficientes para responder de los resultados del proceso.


La solicitud de medida cautelar se tramitará incidentalmente por el Tribunal, en ramo separado. Las resoluciones que se dicten en este incidente sólo serán impugnables por el recurso a que se refiere el artículo 133.".


25) Reemplázase en el artículo 138, inciso segundo, la frase "el Director Regional alterarla o modificarla, salvo en cuanto deba" por "modificarse o alterarse, salvo en cuanto se deba".


26) Suprímese en el artículo 139, inciso final, la frase "dictado por el Director Regional.", y colócase un punto final (.) a continuación de la palabra "fallo".


27) Intercálase en el inciso primero, del artículo 141, entre las palabras "Regional" y "que", la expresión "del Juez Tributario".


28) Sustitúyese en el artículo 142, la frase "La Dirección Regional", por "El Tribunal".


29) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:


“Artículo 143. El recurso de apelación se tramitará en cuenta, en forma preferente, a menos que cualquiera de las partes, dentro del plazo para comparecer en segunda instancia, solicite alegatos.


Vencido ese plazo, el tribunal de alzada ordenará traer los autos en relación, si se hubiere solicitado oportunamente alegatos.  De lo contrario, el Presidente de la Corte ordenará dar cuenta.”.


30) Reemplázase el artículo 144 por el siguiente:


"Artículo 144. Los fallos pronunciados por el tribunal tributario deberán ser fundados. La omisión de este requisito será corregida de conformidad con lo dispuesto en el artículo 140.".


31) Suprímese el inciso tercero del artículo 145.


32) Sustitúyese en el artículo 146, la expresión “de la instancia”, por “del procedimiento”.


33) Derógase el inciso segundo del artículo 147.


34) Reemplázase en el inciso primero del artículo 149, la expresión "Director Regional" por "Tribunal Tributario".


35) Sustitúyese en el artículo 152, inciso primero, la expresión "Director Regional, pero", por "Tribunal Tributario, para".


36) Modifícase el artículo 161, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el inciso primero, la oración "Director Regional competente, o por los funcionarios que designe conforme a las instrucciones que al respecto imparta el Director" por las palabras "Tribunal Tributario".


b) Reemplázase en el párrafo segundo del número 4°, la expresión "funcionario competente" por "Juez Tributario".


37) Modifícase el artículo 162, de la siguiente manera:


a) En el inciso tercero, reemplázase la expresión "aplique la", por "persiga la aplicación de".


b) En el inciso cuarto, sustitúyese la expresión "Director Regional" por "Juez Tributario".


c) En el inciso quinto, intercálase a continuación de la palabra "Regional", la expresión "ni al Juez Tributario" y, después de la palabra "fallar", la frase "el recurso de reconsideración administrativa o".


38) Introdúcense en el artículo 165, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase en el encabezado del inciso primero, después de la coma (,) que sigue al numeral "2°", el numeral "3°" seguido de una coma (,); a continuación de la coma (,) que sigue al número "11", intercálase los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma y después de la expresión "artículo 97," agrégase la frase "y en el artículo 109,". 


b) Sustitúyese en el numeral 2° la frase "números 1°, incisos segundo y final," por "números 1°, inciso segundo, 3°,"; a continuación de la coma que sigue al dígito "10°" intercálase los numerales "15" y "16", ambos seguidos de una coma (,) y después de la coma que sigue a la expresión "artículo 97" agrégase la frase "y artículo 109,".


c) Reemplázase en el numeral 3°, las palabras “Director Regional” por “Tribunal Tributario”.


d) Intercálase el siguiente número 4°, nuevo, pasando los actuales números 4°, 5°, 6° y 7°  a ser 5°, 6°, 7° y 8°, respectivamente:


"4° Si la infracción denunciada consistiere en la falta de declaración o declaración incorrecta que hubiere acarreado el no pago total o parcial de un impuesto, el contribuyente podrá, al reclamar, hacer la declaración omitida o rectificar la errónea. Si esta declaración fuere satisfactoria, se liquidará de inmediato el impuesto y podrá absolverse de toda sanción al inculpado si no apareciere intención maliciosa.".


e) Modifícase el actual número 4º, que ha pasado a ser 5°, de la siguiente manera:


i) Reemplázase en su párrafo primero, las palabras "Director Regional" por "Tribunal Tributario".


ii) Sustitúyese el párrafo segundo, por el siguiente:


"Las resoluciones dictadas en primera instancia, con excepción de la sentencia, se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en un estado que deberá formarse y fijarse diariamente en el Tribunal. El estado se ajustará a las formalidades expresadas en el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, en cuanto fueren compatibles con la naturaleza de este procedimiento. Además, se remitirá en la misma fecha aviso por correo al notificado. La falta de este aviso anulará la notificación.".


f) Reemplázase en el párrafo primero del actual numeral 5º, que ha pasado a ser numeral 6°, las palabras "Director Regional" por "Juez Tributario".


g) Suprímese el número 8°.


39) Agrégase en el inciso quinto del artículo 201, entre las palabras "objeto de una" y la expresión "reclamación tributaria", la frase "solicitud de reconsideración administrativa o de una".


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda.


1) Agrégase el siguiente inciso cuarto en el artículo 4°:


"En cada una de las Direcciones Regionales existirá un Tribunal Tributario, el que ejercerá su competencia sobre todo el territorio jurisdiccional de aquélla.".


2) Agrégase en el artículo 5°, los siguientes números 10° y 11°, nuevos:


"10° Por "Juez Tributario", el Titular del Tribunal Tributario correspondiente a la respectiva Dirección Regional.


11° Por "Tribunal Tributario", el órgano encargado de conocer las reclamaciones deducidas en contra de las actuaciones del Servicio a que se refieren los artículos 124, 149 y 150 del Código Tributario, las denuncias sometidas al procedimiento del artículo 161, y los reclamos de denuncias que se tramiten de acuerdo al artículo 165  del mismo Código.".


3) Modifícase el artículo 7°, en la forma siguiente:


a) Agrégase en la letra i), el siguiente párrafo segundo: 


“Lo dispuesto en el párrafo precedente, no será aplicable respecto de los funcionarios que integren el escalafón Tribunal Tributario.”


b) En la letra k), reemplázase el punto y coma (;) que sigue a la palabra "Servicio" por un punto aparte (.) y agrégase el siguiente párrafo segundo:


"Lo señalado en el párrafo precedente no será aplicable respecto de los funcionarios que desempeñen el cargo de Juez Tributario o Abogado Resolutor;".


c) Agrégase en la letra l), a continuación de su actual párrafo único, después del punto y coma (;), que se reemplaza por un punto aparte (.), el siguiente párrafo segundo, nuevo:


"Sin perjuicio de lo anterior, la subrogancia del Juez Tributario corresponderá al funcionario que se desempeñe como Abogado Resolutor del Tribunal en la respectiva Dirección Regional. A falta o inhabilidad de éste, corresponderá la subrogancia, en forma recíproca, al Abogado Resolutor del Tribunal Tributario de la Dirección Regional que se indica en la tabla siguiente. A falta o inhabilidad del Abogado Resolutor de este último Tribunal, subrogará el Juez de éste;

I    DIRECCIÓN REGIONAL      II    DIRECCIÓN REGIONAL

III  DIRECCIÓN REGIONAL      IV    DIRECCIÓN REGIONAL

V    DIRECCIÓN REGIONAL     XIV    DIRECCIÓN REGIONAL

VI   DIRECCIÓN REGIONAL     XVI    DIRECCIÓN REGIONAL

VII  DIRECCIÓN REGIONAL    VIII    DIRECCIÓN REGIONAL

IX   DIRECCIÓN REGIONAL       X    DIRECCIÓN REGIONAL

XI   DIRECCIÓN REGIONAL     XII    DIRECCIÓN REGIONAL

XIII DIRECCIÓN REGIONAL      XV    DIRECCIÓN REGIONAL”.


4) Introdúcese el siguiente artículo 7° bis, nuevo:


"Artículo 7° bis.- Sin perjuicio de lo señalado en la letra ñ) del artículo precedente, los Tribunales Tributarios tendrán las siguientes dotaciones:

TRIBUNAL TRIBUTARIO I, VII, IX Y X DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO
          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario        8                  PLANTA

1 Abogado resolutor
     11                  PLANTA

2 Resolutor             14                  
CONTRATA

1 Administrativo        18
                  CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO II Y XII DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario        8                  PLANTA

1 Abogado resolutor 
    11                  PLANTA

1 Resolutor             14
                  CONTRATA

1 Administrativo        18                  
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO III Y XI DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario        8                  
PLANTA

1 Abogado resolutor 
    11                  PLANTA

1 Administrativo        18                  
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO IV Y VI DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario 
       8                  PLANTA

1 Abogado resolutor 
    11                  PLANTA

1 Resolutor             13                  PLANTA

1 Administrativo        18                  CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO V Y VIII DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario   
     7                  PLANTA

1 Abogado resolutor 
    10                  PLANTA

1 Resolutor             10
                  PLANTA

1 Resolutor             12                  PLANTA

1 Resolutor             13                  
PLANTA

1 Administrativo        16                  
CONTRATA

1 Administrativo        17                  
CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO XIII Y XV DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario 
       7                  PLANTA

1 Abogado resolutor 
    10                  PLANTA

2 Resolutor             10                  PLANTA

3 Resolutor             11                  
PLANTA

2 Administrativo        16
                  CONTRATA

2 Administrativo     
   17                  CONTRATA

TRIBUNAL TRIBUTARIO XIV Y  XVI DIRECCIÓN REGIONAL

CARGO
      GRADO          CALIDAD JURÍDICA

1 Juez Tributario   
     7                  PLANTA

1 Abogado resolutor 
    10                  PLANTA

2 Resolutor             10                  PLANTA
2 Resolutor             11                  PLANTA

1 Resolutor             12                  PLANTA

2 Administrativo        16                  CONTRATA

2 Administrativo        17                  CONTRATA”.


5) Modifícase el artículo 19 de la forma siguiente:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


"b) Resolver las denuncias y aplicar y girar multas por infracción a las leyes tributarias que se sometan al procedimiento del artículo 165 del Código Tributario, que no hayan sido objeto de reclamo de conformidad con lo dispuesto en el número 3° de dicha disposición legal;".


b) Agrégase la siguiente letra c), nueva, pasando las actuales letras c), d) y e), a ser d), e) y f), respectivamente.


"c) Resolver los recursos de reconsideración administrativa que se interpongan de conformidad con lo que dispone el artículo 123 bis del Código Tributario;".


6) Reemplázase el artículo 22, por el siguiente:


“Artículo 22.- Los funcionarios del Servicio serán nombrados por resolución del Director.


Sin perjuicio de lo anterior, el Juez Tributario y el Abogado Resolutor del Tribunal, serán nombrados, por el Presidente de la República, de una terna propuesta por la respectiva Corte de Apelaciones.


La Corte formará la terna correspondiente, de una lista de un mínimo de cinco y un máximo de diez nombres que le será propuesta por la Dirección Nacional del Servicio Civil. Para seleccionar los nombres de la lista, producida la vacante, la Dirección Nacional del Servicio Civil, efectuará un concurso público, regido por un reglamento que se dictará al efecto. Este reglamento será dictado  a través de un decreto supremo que llevará las firmas de los Ministros de Hacienda y de Justicia. 


La Corte de Apelaciones respectiva podrá rechazar, por una sola vez, la totalidad de los nombres contenidos en la lista que se le presente, en forma fundada, por razones de falta de idoneidad, especialización o experiencia de los postulantes.  Notificada del rechazo de la nómina, la Dirección Nacional del Servicio Civil, deberá llamar a un nuevo concurso público, en el cual no podrán participar las personas que integraron la nómina rechazada.


El Presidente de la República deberá efectuar el nombramiento dentro de los treinta días siguientes a la recepción de la terna. Si transcurriere dicho plazo sin que se haya efectuado la designación, se entenderá nombrada la persona que ocupe el primer lugar en la terna de que se trate.”.


7) Modifícase el artículo 25, de la forma siguiente:


a) Agrégase la siguiente letra f), nueva:


“f) Para los cargos de Juez Tributario y Abogado Resolutor, poseer conocimientos especializados y experiencia en materias tributarias, acreditadas en la forma prevista en el Reglamento.”.


b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“Los requisitos señalados se acreditarán en la forma dispuesta en el Estatuto Administrativo, con la excepción de los señalados en las letras d) y f), precedentes.”.


8) Agrégase en el artículo 27, la siguiente letra b), nueva, pasando las actuales letras b), c), d), e) y f), a ser c), d), e), f) y g), respectivamente:


"b) del Tribunal Tributario;".


9) Agrégase en el artículo 28, la siguiente letra b), nueva, pasando las actuales letras b) y c) a ser c) y d), respectivamente:


"b) Escalafón Tribunal Tributario: El Juez Tributario y el Abogado Resolutor deberán poseer Titulo de Abogado. El personal resolutor, título profesional en alguna de las siguientes especialidades:


abogado


administrador público


arquitecto


constructor civil


contador auditor


ingeniero agrónomo


ingeniero civil


ingeniero comercial


ingeniero forestal.".


10) Agrégase en el artículo 29, el siguiente inciso segundo:


"Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable respecto de los funcionarios que deban ocupar el cargo de Juez Tributario o Abogado resolutor.".


11) Intercálase en el artículo 30, el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente:


"Pertenecerán al escalafón Tribunal Tributario, los funcionarios que ocupen el cargo de Juez Tributario, de Abogado Resolutor, y los que sean nombrados como resolutores en los Tribunales Tributarios.".


12) En el artículo 33, agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo:


“Los jueces tributarios y abogados resolutores tendrán una remuneración similar a la que corresponde a los miembros del Poder Judicial que sirven cargos de análoga responsabilidad.  Estas remuneraciones se regirán por las normas del Título I del decreto ley Nº 3.551, de 1980, y su legislación complementaria.


Los Jueces Tributarios, además, tendrán derecho a percibir:


a) Una asignación fija calculada sobre la suma del sueldo base, la asignación del artículo 6° del decreto ley N° 3.551, de 1980, y la asignación del artículo 4° de la ley N° 18.717. Esta asignación será de un 120% de la base indicada para los Jueces Tributarios, grado 7° y de 110% para los Jueces Tributarios, grado 8°. 


b) Una asignación adicional equivalente al 10% de la misma base anterior para aquellos Jueces Tributarios que hayan obtenido las seis mejores calificaciones anuales y de un 5% para aquellos que obtengan la séptima a la undécima calificación anual. 


Los Abogados Resolutores, además, tendrán derecho a percibir:


a) Una asignación fija calculada sobre la suma del sueldo base, la asignación del artículo 6º del decreto ley N° 3.551, de 1980, y la asignación del artículo 4° de la ley N° 18.717. Esta asignación será de un 116% de la base indicada para los Abogados Resolutores,  grado 10° y de un 86% para los Abogados Resolutores, grado 12°. 


b) Una asignación adicional equivalente al 10% de la misma base anterior para aquellos Abogados Resolutores que hayan obtenido las seis mejores calificaciones anuales y de un 5% para aquellos que obtengan la séptima a la undécima calificación anual. 


La asignación fija se pagará mensualmente.


La asignación adicional se pagará, a quienes corresponda, en cuatro cuotas, en los meses de abril, junio, septiembre y diciembre de cada año y se devengará a contar del 1 de enero del año en que las Cortes de Apelaciones respectivas efectúen la primera calificación de la totalidad de los Jueces Tributarios y éstos, a su vez, efectúen la primera calificación de la totalidad de los Abogados Resolutores.


Los montos que los funcionarios mencionados en el inciso  segundo perciban por concepto de las asignaciones que se les confiere serán tributables e imponibles para efectos de salud y pensiones. Para determinar las imposiciones e impuestos a que se encuentra afecta el monto de la asignación adicional, se distribuirá en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a la respectiva remuneración mensual. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Los Jueces Tributarios y los Abogados Resolutores no tendrán derecho a percibir las asignaciones  de los artículos segundo y séptimo, ambos de la ley N° 19.646; el artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882 y el artículo 12 de la ley N° 19.041.”.


13) Suprímese en la letra c) del inciso primero del artículo 40, la conjunción “y” que sigue al punto y coma (;), la que se agrega después del punto y coma (;) con que termina la letra d) y agrégase la siguiente letra e), nueva:


"e) A los Jueces Tributarios y Abogados Resolutores, le son aplicables, además, las prohibiciones e inhabilidades a que se refiere los artículos 316 a 323 bis del número 7 del Título X del Código Orgánico de Tribunales.".


14) Introdúcese el siguiente artículo 41 bis:


"Artículo 41 bis.- Los Jueces Tributarios serán independientes de toda autoridad del Servicio de Impuestos Internos en el desempeño de su ministerio. Les son aplicables a los Jueces Tributarios las disposiciones contenidas en los artículos 79, 80 y 82 de la Constitución Política de la República; durarán, por consiguiente, indefinidamente en sus cargos y no podrán ser removidos ni separados por el Servicio.


Los Jueces Tributarios estarán directamente sujetos a la supervigilancia directiva, correccional y económica de la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción sobre el lugar donde aquél  tiene su asiento.".


15) Modifícase el artículo 46, en los aspectos siguientes:


a) Sustitúyese la expresión "Tribunales de Justicia" por la frase "Tribunales de cualquier denominación" y reemplázase la expresión "artículo 41 de la Ley sobre Colegio de Abogados" por la frase "inciso primero del artículo 2° de la ley N° 18.120.".


b) Intercálase en el artículo 46, el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


"Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable respecto de los abogados que ocupen el cargo de Juez Tributario o Abogado Resolutor en las Direcciones Regionales, como tampoco respecto de los abogados que fueren funcionarios del tribunal tributario.".


16) Reemplázase en el artículo 47 la expresión "el artículo 28" por la frase "los artículos 28 y 385".


17) Agrégase el siguiente artículo 54:


“Artículo 54.- Para los fines de la calificación del personal perteneciente al escalafón “Tribunal Tributario”, ésta se regirá por las normas siguientes:


El Juez Tributario será calificado dentro de la primera quincena del mes de enero de cada año por la Corte de Apelaciones que ejerza jurisdicción  en el lugar donde aquél tenga su oficio. Para estos efectos, el juez tributario, en forma trimestral, remitirá a la Corte respectiva un informe de la gestión del Tribunal a su cargo para que lo considere en la calificación del juez.


El informe de la gestión del Tribunal deberá remitirse a la respectiva Corte dentro de los primeros diez días hábiles de los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año y contendrá al menos los siguientes datos del trimestre anterior:


1.- Número y monto de causas ingresadas, en total y por materia reclamada.


2.- Número y monto de causas falladas, en total y por materia reclamada.


3.- Tiempos medios de demora de los procesos fallados.


4.- Promedio de causas terminadas por funcionario resolutor del Tribunal.


5.- Número y monto de causas pendientes, en total y por materia reclamada.


6.- Estadísticas pormenorizadas de las sentencias en términos de los resultados de las reclamaciones.


Para los fines que el juez remita el informe de la gestión del Tribunal, el Servicio deberá proveer al Tribunal de un sistema informático de seguimiento y control de la gestión y asistirlo en la administración de dicho sistema y en la generación de los informes, en la perspectiva de garantizar el cumplimiento de los contenidos y plazos señalados en el presente artículo.


El informe de la gestión de cada Tribunal deberá publicarse, en el mes siguiente al del trimestre correspondiente, en la página o sitio Internet, o en ambos, del Poder Judicial, del Ministerio de Justicia y del Servicio. Para estos efectos, el Tribunal deberá remitir copia del informe arriba referido, a los responsables de la página o sitio Internet, o en ambos, de las respectivas instituciones.


Sin perjuicio de lo anterior, para efectuar la calificación, la Corte podrá requerir al juez otros informes sobre cursos de capacitación realizados por éste y por los funcionarios del Tribunal; cumplimiento de horarios de ingreso, salida y permanencia en el lugar de trabajo; y sobre ausencias injustificadas u otros antecedentes.


En contra de la calificación efectuada por la Corte, podrá el juez tributario interponer el recurso de apelación para ante la Corte Suprema dentro del plazo de cinco días hábiles. Una vez firme la resolución de calificación, las Cortes de Apelaciones enviarán los antecedentes respectivos a la Corte Suprema para que, cuando proceda, formule la declaración de mal comportamiento a que se refiere el inciso tercero del artículo 80 de la Constitución Política de la República y acuerde la remoción del juez afectado.


Los demás funcionarios del Tribunal, serán calificados por el juez tributario respectivo, de conformidad con las normas y procedimientos contenidos en el Reglamento de Calificaciones del Personal Afecto al Estatuto Administrativo, en lo que fueren aplicables. Las apelaciones en contra de esta calificación se interpondrán para ante el Director.


La calificación definitiva de los jueces tributarios deberá ser comunicada al Servicio para los fines de la confección de los escalafones respectivos.”.


18) Agrégase el siguiente artículo 55:


“Artículo 55.- En el presupuesto que se asigne anualmente al Servicio de Impuestos Internos, se incorporará un programa presupuestario que incluirá los fondos destinados al funcionamiento de los Tribunales Tributarios.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1.368, que fija el texto refundido y actualizado de las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y de los respectivo requisitos de ingreso y promoción:


1) Créase en el artículo 1º, la planta denominada "TRIBUNAL TRIBUTARIO", con los siguientes cargos:


a) 6 cargos de juez tributario, grado 7.


b) 10 cargos de juez tributario, grado 8.


c) 6 cargos de abogado resolutor, grado 10.


d) 10 cargos de abogado resolutor, grado 11.


e) 10 cargos de resolutor, grado 10.


f) 10 cargos de resolutor, grado 11.


g) 4 cargos de resolutor, grado 12.


h) 4 cargos de resolutor, grado 13.


2) Créanse 12 cargos grado 10 y 18 cargos grado 11, en la planta “PROFESIONALES”, del artículo 1°.


3) Incorpórase en el artículo 2º el siguiente número 2, pasando los actuales números 2, 3, 4, 5 y 6, a ser 3, 4, 5, 6 y 7, respectivamente: 


"2.- PLANTA DE TRIBUNAL TRIBUTARIO: Estar en posesión de los títulos profesionales que se indican para cada grado:


Juez Tributario y Abogado Resolutor, grados 7, 8, 10 y 11: los cargos deberán ser ejercidos por abogados.


Resolutor grados 10, 11, 12 y 13: abogado, administrador público, arquitecto, constructor civil, contador auditor, ingeniero agrónomo, ingeniero civil, ingeniero comercial o ingeniero forestal.".


Artículo 4º.- Introdúcense en el Código Orgánico de Tribunales las siguientes modificaciones:


1) Modifícase el artículo 56, de la siguiente forma:


a) Reemplázase en el número 3°, la palabra "dieciséis" por "diecinueve".


b) Sustitúyese en el número 4°, la palabra "diecinueve" por "veintidós".


c) Reemplázase en el número 5°, la palabra "treinta y un" por "treinta y cuatro".


2) Sustitúyense en el artículo 59 las palabras "dos", "cuatro", "diez", "doce" y "veintidós", por "tres", "cinco", "once", "trece" y "veintitrés", respectivamente.


3) Modifícase el artículo 61, de la siguiente manera:


a) Reemplázanse las palabras "cinco", "seis" y "nueve" por "seis", "siete" y "diez", respectivamente.


b) Agrégase el siguiente inciso segundo:


"No obstante, para los efectos de lo dispuesto en los incisos séptimo y noveno del artículo 66, las Cortes de Apelaciones designarán cada dos años, mediante auto acordado, los miembros del tribunal que deberán integrar la sala a la que les corresponda el conocimiento, en forma exclusiva o preferente, de los asuntos tributarios. Se preferirá para su integración a aquellos ministros que posean conocimientos especializados en esta materia.".


c) Agrégase el siguiente inciso final:


"Para la acreditación de los conocimientos especializados a que se refiere el inciso anterior se deberá considerar la participación en los cursos de perfeccionamiento que sobre la materia deberá impartir la Academia Judicial.".


4) Agrégase en el artículo 66, los siguientes incisos finales nuevos:


"Las Cortes de Apelaciones que consten de dos o más salas en funcionamiento ordinario, designarán una de ellas para que conozca exclusivamente de los asuntos tributarios que se promuevan. Dicha designación se efectuará mediante auto acordado que se dictará cada dos años.


Con todo, en aquellas Cortes de Apelaciones en que, por el número de causas tributarias que se conozcan, no se justifique la implementación de una sala especializada, se deberá designar una sala para que conozca en forma preferente de esta materia en uno o más días a la semana.


El relator que se designare para las salas a que se hace referencia en los incisos precedentes, deberá  contar con la especialización en materias tributarias, la que deberá acreditarse preferentemente sobre la base de la participación en los cursos de perfeccionamiento que sobre la materia deberá impartir la Academia Judicial.".


5) Agrégase en el inciso segundo del artículo 69, a continuación del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


"Sin perjuicio de lo anterior, los asuntos que según la materia deban ser conocidos por las salas a que se refiere los incisos séptimo y octavo del artículo 66, serán asignados a éstas por el Presidente del tribunal, quien lo determinará sin ulterior recurso.".


6) Agrégase el siguiente inciso cuarto al artículo 215:


"Si por falta o inhabilidad de algunos de sus miembros quedare la sala que deba conocer de los asuntos tributarios sin el número de jueces necesario para el conocimiento y resolución de las causas que les estuvieren sometidas, se integrará únicamente con los miembros no inhabilitados del mismo tribunal.


7) En el artículo 284, a continuación de la expresión "juez de letras", precedidas de una coma (,), intercálanse las palabras "el juez tributario".

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1° transitorio.- Esta ley entrará en vigor de acuerdo con el siguiente calendario de aplicación gradual:


III REGIÓN DE ATACAMA, IV REGIÓN DE COQUIMBO, VII REGIÓN DEL MAULE, IX REGIÓN DE LA ARAUCANÍA: un año contado desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


I REGIÓN DE TARAPACÁ, II REGIÓN DE ANTOFAGASTA, VI REGIÓN DEL LIBERTADOR GENERAL BERNARDO O’HIGGINS, X REGIÓN DE LOS LAGOS, XI REGIÓN DE AYSEN DEL GENERAL CARLOS IBAÑEZ DEL CAMPO, XII REGIÓN DE MAGALLANES Y ANTÁRTICA CHILENA: dos años, contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


V REGIÓN DE VALPARAÍSO, VIII REGIÓN DEL BIO BIO, REGIÓN METROPOLITANA: tres años, contados desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Artículo 2º transitorio.- Las causas que a la fecha de entrada en funciones de los Tribunales Tributarios que crea esta ley se encontraren pendientes de resolución, serán resueltas por el Director Regional respectivo de conformidad con el procedimiento vigente a la fecha de la interposición del reclamo.


Artículo 3° transitorio.- La provisión de los cargos vacantes en el Escalafón Tribunal Tributario, deberá efectuarse con no más de cuarenta y cinco ni menos de treinta días de antelación a la fecha que señala para la respectiva región el artículo precedente.


En los mismos plazos deberá efectuarse la provisión de los nuevos cargos que se crean y la instalación de las nuevas salas en las respectivas Cortes de Apelaciones.


De esta forma, la provisión de los cargos establecidos en esta ley, procederá en la forma siguiente:

	CARGOS
	1º AÑO
	2º AÑO
	3º AÑO
	TOTAL
	100
	TRIBUNALES TRIBUTARIOS

	JUEZ 

ABOGADO 

RESOLUTOR 

RESOLUTOR 

ADMINISTRATIVO
	4

4

5

4
	6

6

7

6
	6

6

26

20
	16

16

38

30
	
	

	ABOGADO
	4
	10
	16
	30
	30
	SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS

	MINISTRO 

RELATOR
	4
	8
	12

5
	12

17
	29
	CORTES DE APELACIONES

	TOTAL
	25
	43
	91
	159
	159
	



Artículo 4° transitorio.- Para los efectos de lo dispuesto por la norma de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos incorporada por la letra b) del N° 3 del artículo 2° de esta ley, durante el primer año de su vigencia, los funcionarios de los tribunales tributarios de la VII Región del Maule y de la IX Región de la Araucanía, se subrogarán recíprocamente cuando así corresponda. Durante el segundo año de vigencia, los funcionarios de los tribunales de la VI Región del Libertador General Bernardo O’Higgins y de la VII Región del Maule, se subrogarán recíprocamente si fuere pertinente.


Artículo 5° transitorio.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1º transitorio, el artículo 3° de esta ley, regirá a contar de la fecha de su publicación en el Diario Oficial.".

******

Hago presente a V.E. que los números 1, letra c); 2, letra b); 11; 13; 14; 27; 34; 35; 37, letras b) y c), y 38, letras c y g), del artículo 1°; los números 1; 2; 3, letra b); 6; 7, letra a); 9, y 11 del artículo 2°; el número 3 del artículo 3°, y el artículo 4°, permanentes, así como los artículos 1°, 3°, y 4° transitorios fueron aprobados en general con el voto a favor de 96 Diputados y en particular con el voto favorable de 80 Diputados, en ambos casos de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS SOBRE RESPONSABILIDAD FISCAL

(4000-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

NORMAS SOBRE MEJORAMIENTO DE LA GESTIÓN FINANCIERA Y PRESUPUESTARIA

1. Del Balance Estructural y Política Fiscal


Artículo 1°.- Modifícase el artículo 10 del decreto ley N° 1.263, de 1975, de la siguiente manera:


1) Agrégase, a continuación del segundo punto seguido (.), el siguiente párrafo: “Comprenderá, asimismo, una estimación del Balance Estructural del Sector Público, el que será calculado anualmente por la Dirección de Presupuestos, sobre la base de la metodología, procedimientos y demás normas que se establezcan mediante decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda.”.


2) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero:


“El Balance Estructural deberá reflejar el balance financiero presupuestario que hubiere presentado el Gobierno Central si la economía se hubiese ubicado en su trayectoria de mediano plazo, excluyendo el efecto de las fluctuaciones cíclicas de la actividad económica y del precio del cobre sobre los ingresos y gastos del Gobierno Central, en el período respectivo.


El decreto a que se refiere el inciso primero, incluirá la manera de recabar la opinión de expertos independientes sobre los factores que determinan la trayectoria de mediano plazo de los ingresos y gastos del Gobierno Central, así como la forma y oportunidad en que deberá informarse el resultado de la estimación del referido Balance.”.


Artículo 2°.- El Presidente de la República, dentro de los 90 días siguientes a la fecha en que asuma sus funciones, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, establecerá las bases de la política fiscal que se aplicará durante su administración. Copia de este decreto, así como de las modificaciones que se le introduzcan durante su vigencia, deberán ser remitidas a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Especial de Presupuestos a que se refiere el artículo 19 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

2. De los pasivos contingentes y del Fondo de Reserva de Pensiones


Artículo 3°.- Agréganse, en el artículo 40 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los siguientes incisos quinto, sexto y séptimo:


“La Dirección de Presupuestos deberá elaborar, anualmente, un informe que consigne el monto total y las características de las obligaciones a las que les ha sido otorgada la garantía o aval del Estado a que se refiere este artículo, el que incluirá, a lo menos, su estructura de vencimiento, el tipo de garantía y beneficiarios. Este informe también deberá incluir una estimación de los compromisos financieros que resulten de la aplicación de disposiciones de carácter legal o contractual que generen pasivos contingentes, tales como la garantía estatal de pensión mínima a que se refiere el decreto ley N° 3.500, de 1980, y las garantías otorgadas por concesiones en infraestructura, en conformidad a lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, entre otras.


Con el objeto de hacer frente al costo futuro asociado a la eventual ejecución de cualquiera de dichas garantías, el Ministerio de Hacienda podrá establecer provisiones u otros mecanismos, para lo cual se deberá considerar el riesgo de ejecución de las garantías y el valor esperado de las mismas.


El Estado podrá también cobrar una comisión por el otorgamiento de dichas garantías o avales, cuyo monto y condiciones se determinarán por decretos expedidos a través del Ministerio de Hacienda; este cobro no procederá en aquellos casos en que dichas garantías o avales tengan carácter de obligatorio o irrenunciable para sus beneficiarios. El producto total de las comisiones ingresará a rentas generales de la Nación.”.


Artículo 4°.- Créase un Fondo de Reserva de Pensiones, en adelante “el Fondo”, destinado a complementar el financiamiento de las obligaciones fiscales derivadas de compromisos con el sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, de la garantía estatal de pensiones mínimas de vejez, invalidez y sobrevivencia, regulada en dicho decreto ley y de las pensiones asistenciales reguladas en el decreto ley N° 869, de 1975.


Artículo 5°.- El Fondo estará constituido y se incrementará con los siguientes aportes:


a) Con un aporte equivalente al cincuenta por ciento de la diferencia entre el superávit efectivo del Gobierno Central en el año anterior y el aporte de recursos que haya sido devengado al Fondo a que se refiere el artículo 12, en el año anterior. Este aporte deberá efectuarse anualmente hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen una cantidad equivalente en pesos a 900.000.000 de unidades de fomento.


Con todo, si el monto resultante del aporte anual señalado en el párrafo anterior fuese inferior al equivalente en pesos a 7.000.000 de unidades de fomento, deberá enterarse un aporte adicional anual por un monto de recursos que permita alcanzar esta última cantidad, procedimiento que regirá hasta el año en que los recursos acumulados en el Fondo alcancen la cantidad señalada en el párrafo anterior;


b) Con el producto de la rentabilidad que genere la inversión de los recursos del Fondo, y


c) Con los demás aportes que establezca la ley.


Artículo 6°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8°, los recursos del Fondo tendrán por objeto exclusivo complementar el pago de las obligaciones a que se refiere el artículo 4° y sólo podrán ser utilizados para este objeto una vez transcurridos diez años desde la fecha de entrada en vigencia de esta ley.


El Fondo se extinguirá de pleno derecho si, habiendo transcurrido quince años a contar del año de entrada en vigencia de esta ley, los giros a efectuarse en un año calendario no superen el cinco por ciento de la suma del gasto en garantía estatal de pensiones mínimas y en pensiones asistenciales consultado en la Ley de Presupuestos de dicho año.


Habiéndose extinguido el Fondo en el caso indicado en el inciso anterior, podrá girarse en tal oportunidad el total del saldo existente en este para el cumplimiento de su finalidad.


Mediante reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos, procedimientos, modalidades y demás normas necesarias para la aplicación de los recursos del Fondo.


El Ministerio de Hacienda deberá encargar cada tres años la realización de un estudio actuarial que permita evaluar la sustentabilidad del Fondo. Asimismo, este estudio deberá realizarse cada vez que se proponga una modificación al monto correspondiente a la pensión mínima o asistencial, exceptuando el reajuste automático del artículo 14 del decreto ley N° 2.448, de 1979, y el artículo 10 de la ley N° 18.611. El resultado de estos estudios deberá formar parte de los antecedentes a que se refiere el artículo 14 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Artículo 7°.- El monto de los recursos del Fondo que podrá ser utilizado anualmente, no deberá ser superior a un tercio de la diferencia producida entre el gasto total que corresponda efectuar en el año respectivo por concepto del pago de las obligaciones a que se refiere el artículo 4° y el gasto total efectuado por dicho concepto en el año 2015, debiendo este último actualizarse anualmente, de acuerdo a la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor.


Artículo 8°.- Los recursos del Fondo se mantendrán en una cuenta especial del Servicio de Tesorerías, y podrán ser invertidos en los instrumentos financieros que el artículo 45 del decreto ley Nº 3.500, de 1980, autorice para el Fondo de Pensiones Tipo E, según las normas y límites que fije al efecto el Ministerio de Hacienda mediante decreto supremo.

        Para efectos de lo dispuesto en el inciso anterior, las inversiones que se efectúen con los recursos del Fondo tendrán como únicos objetivos la obtención de una adecuada rentabilidad y seguridad.

3. Del Programa de Contingencia contra el Desempleo


Artículo 9°.- Créase el Programa de Contingencia contra el Desempleo, en adelante “el Programa”, con el objeto de financiar iniciativas o programas intensivos en el uso de mano de obra, bonificar la generación de empleos y, en general, todas las demás medidas que se definan para paliar contingencias de desempleo a nivel nacional, regional, provincial o comunal. Este Programa será aplicado cuando se cumpla alguna de las condiciones que se señalan en el artículo siguiente.


Artículo 10.- El Programa podrá operar cuando la tasa nacional de desempleo trimestral, calculada por el Instituto Nacional de Estadísticas, exceda el promedio de dicha tasa correspondiente a los cinco años anteriores publicados por dicho instituto o cuando la tasa nacional de desempleo trimestral sea igual o superior al diez por ciento.


Igualmente, los recursos del Programa podrán aplicarse sin sujeción a lo dispuesto en el inciso anterior, cuando en una o más regiones o determinadas provincias, se registre una tasa de desocupación igual o superior al diez por ciento, correspondiendo tal aplicación en las comunas de la región o provincia que presenten las tasas más altas, así como también cuando en alguna comuna la tasa de desocupación sea igual o superior a dicho porcentaje, aunque la de la respectiva región o provincia sea inferior a éste. En estos casos, el límite indicado en el inciso segundo del artículo 11, se ajustará de acuerdo a la participación de los desocupados de la comuna, provincia o región correspondiente, en relación al total de desocupados a nivel nacional.


La aplicación de los recursos del Programa se efectuará conforme a los lineamientos, mecanismos, procedimientos y demás normas que se establezcan en un reglamento, emanado del Ministerio de Hacienda, suscrito, además, por el Ministro del Trabajo y Previsión Social.


El Ministerio de Hacienda y el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, deberán publicar periódicamente una estadística con la cobertura de los programas de empleo financiados con cargo al Programa y las demás iniciativas de empleo financiadas con aporte fiscal directo.


Artículo 11.- La Ley de Presupuestos deberá incluir anualmente el ítem correspondiente al Programa señalado en el artículo anterior.


El Programa se financiará de la siguiente manera:


1. Mediante reasignaciones en la Ley de Presupuestos del respectivo año, las que no estarán afectas a la limitación del inciso segundo del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, ni a las que establezca la referida Ley de Presupuestos en conformidad con el inciso tercero de dicho artículo.


2. Mediante la excedibilidad del ítem correspondiente al Programa, la que, para estos efectos, se entenderá comprendida en el artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975.


Los gastos que se originen por aplicación del artículo 10 y estén consignados dentro de la excedibilidad señalada en el párrafo anterior, serán considerados como gastos cíclicos para la estimación del Balance Estructural a que se refiere el artículo 1° de esta ley.


El monto anual de recursos que importe la excedibilidad señalada en el numeral 2 de este artículo, no podrá superar el equivalente en pesos a un 0,5% de las sumas globales de gasto que la Ley de Presupuestos fije anualmente. Los excesos que se produzcan por aplicación de este inciso, deberán ser regularizados en la forma dispuesta en el artículo 28 del decreto ley N° 1.263, de 1975, dentro de los 30 días siguientes al de tramitación del decreto que los disponga.

4. De la Compensación de los Ingresos del Cobre


Artículo 12.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, fusione en un solo Fondo los recursos adicionales a que se refiere el decreto ley N° 3.653, de 1981 y los del Fondo de Compensación para los Ingresos del Cobre constituido conforme al Convenio de Préstamo BIRF N° 2625 CH, y, asimismo, fije la normativa para su operación.


En uso de esta facultad, el Presidente de la República podrá establecer las normas de determinación de los recursos que ingresarán al Fondo fusionado, de su administración, del destino de los recursos que acumule y las demás disposiciones necesarias para su funcionamiento.


Los recursos que a la fecha de entrada en vigencia del decreto con fuerza de ley que regule el nuevo Fondo, se encontraren depositados en las cuentas correspondientes a los referidos en el inciso primero del presente artículo, se traspasarán a dicho Fondo, al que se efectuarán, además, los íntegros que procedan por aplicación del artículo 2° transitorio de la ley N° 19.030.

TÍTULO II

NORMAS SOBRE GESTIÓN DE ACTIVOS Y PASIVOS DEL SECTOR PÚBLICO


Artículo 13.- Los órganos y servicios públicos regidos presupuestariamente por el decreto ley N° 1.263, de 1975, necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para comprometerse mediante contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra o adquisición a otro título del bien arrendado y para celebrar cualquier tipo de contratos o convenios que originen obligaciones de pago a futuro por la obtención de la propiedad o el uso y goce de ciertos bienes, y de determinados servicios. Un reglamento emanado de dicho Ministerio, establecerá las operaciones que quedarán sujetas a la referida autorización previa, los procedimientos y exigencias para acceder a ésta y las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo.


Artículo 14.- Para efectos de decidir la inversión financiera de los recursos del Fisco e impartir las instrucciones pertinentes, el Ministro de Hacienda contará con la asesoría de un Comité Financiero, cuya integración, funciones y demás normas de procedimiento serán determinadas mediante decreto supremo emanado del Ministerio de Hacienda.


Con todo, las personas que integren el Comité antes señalado deberán guardar estricta reserva y no podrán utilizar en las recomendaciones que efectúen sobre la materia, información que hayan obtenido en razón de sus funciones o cargos, que no esté disponible en el mercado.


Artículo 15.- Intercálase, en el artículo 56 del decreto ley N° 1.939, de 1977, normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado, el siguiente inciso cuarto nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“El Ministerio de Bienes Nacionales estará facultado para cobrar por el uso y goce de los bienes destinados a que se refiere este artículo. Mediante decreto supremo expedido por este Ministerio, el que deberá ser suscrito además por el Ministerio de Hacienda, se establecerán las condiciones, el procedimiento, la forma de cobro y demás normas necesarias para la aplicación de esta disposición. El producto obtenido por el cobro señalado ingresará a rentas generales de la Nación.”.

TÍTULO III

DISPOSICIONES VARIAS


Artículo 16.- Modifícase el decreto ley N° 1.263, de 1975, de la siguiente manera:


1) En el artículo 19 bis:


a) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “informe” el vocablo “favorable”.


b) Incorpórase, en el inciso cuarto, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, el siguiente párrafo:


“No obstante lo anterior, los estudios y proyectos de inversión de las Fuerzas Armadas serán evaluados e informados por el Ministerio de Defensa Nacional, sobre la base de una metodología que se determinará por decreto conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.”.


c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“La identificación presupuestaria a que se refiere este artículo, no será aplicable respecto de estudios y proyectos de inversión de las Fuerzas Armadas, que sean calificados como estratégicos o necesarios para la defensa, mediante decreto supremo del Ministerio de Defensa Nacional.”.


2) Sustitúyese, el inciso segundo del artículo 71, por el siguiente:


“Con todo, para efectos de consolidar la información sobre las Estadísticas de las Finanzas Públicas que publique la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el Consejo Superior de Defensa Nacional proporcionará a dicha Dirección, información trimestral que contenga los ingresos y egresos comprendidos en el período, para las cuentas definidas en el artículo 3° de la ley señalada en el inciso anterior, así como aquella correspondiente al monto de la deuda vigente. Esta información deberá proporcionarse dentro de los quince días siguientes al término del respectivo trimestre, con la apertura que se determine por decreto supremo conjunto de los ministerios de Hacienda y de Defensa Nacional.”.


Artículo 17.- Créase, en la planta de personal de la Dirección de Presupuestos, establecida en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2004, del Ministerio de Hacienda, un cargo de Jefe de Departamento, grado 3 EUS.


Artículo 18.- Derógase el artículo 55 del decreto ley N° 670, de 1974.


Artículo 19.- Derógase el decreto ley N° 1.570, de 1976.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Las disposiciones contenidas en el Título I de esta ley, entrarán en vigencia a contar del 1 de enero del año 2006.


Artículo 2°.- El mayor gasto fiscal que pudiere representar la aplicación de esta ley durante el año 2005, se financiará con cargo a las provisiones del Tesoro Público.”.

*******


Hago presente a V.E. que el inciso quinto del artículo 6º y el artículo 18 del proyecto fueron aprobados en general y en particular por 85 Diputados presentes, de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE REGULA EL LOBBY

(3407-07)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en un mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa asistieron, además de sus integrantes, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff; el señor Matías Larraín, asesor jurídico de esa Secretaría de Estado: el señor Enrique Correa, por Imaginacción Consultores; las señoras Carolina Arrau y Karla Lorenzo, por la Cámara Chilena de la Construcción; el señor Carlos Urenda, por la Confederación de la Producción y del Comercio; las señoras Claudia Adriasola y Carolina Hayal y el señor Felipe Del Solar, por la Consultora Burson-Marsteller; el señor Daniel Correa, por el Instituto Libertad y Desarrollo.

I. OBJETIVO DE LA INICIATIVA


El proyecto en informe tiene por finalidad, para fortalecer la transparencia de los asuntos públicos, reconocer y regular el lobby o gestión de intereses, que es la actividad de promoción, defensa o representación de intereses de personas, instituciones u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas, con el propósito de influir en las decisiones de los órganos de la Administración y del Parlamento.

II. CUESTIÓN PREVIA


a) Prevenimos que los artículos 1º, inciso segundo, 11; 13, letras a) y g), y 25 del proyecto, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, pues regulan materias que requieren normas de esa jerarquía como son las relativas a las bases generales de la Administración; al funcionamiento del Congreso Nacional; el financiamiento de los partidos políticos, y las atribuciones de los tribunales de justicia.


b) Hacemos presente, además, que en el primer trámite de esta iniciativa, la Honorable Cámara de Diputados ofició a la Excma. Corte Suprema para que, de conformidad con el artículo 77 (74) de la Constitución Política, entregara su opinión acerca de una norma del proyecto que atribuye competencia a las Cortes de Apelaciones para conocer de las reclamaciones recaídas en las sanciones que imponga la autoridad encargada de fiscalizar la actividad del lobby por infracción a las normas de esta ley.

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La iniciativa de ley aprobada en el primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados está estructurada en 29 artículos permanentes y 2 transitorios.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1. Constitución Política. Artículos 18; 19, Nº 15; 38 y 77 (74).


2. Código Orgánico de Tribunales.


3. Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado.


4. Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


5. Ley Nº 19.884, Orgánica Constitucional sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


6. Ley Nº 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. el Presidente de la República ingresó a trámite legislativo este proyecto de ley afirma, como principio, que en las sociedades democráticas las decisiones de los órganos públicos deben adoptarse con miras al bien común y con respeto por los derechos de las personas, sin influencias ilegítimas o de intereses particulares ni en detrimento de los ciudadanos.


No obstante, continúa, la experiencia demuestra que la toma de decisiones, en el orden administrativo y legislativo, puede en ocasiones estar condicionada por intereses sectoriales o individuales que, si fueren de conocimiento público, impedirían que tal decisión se adopte. Este fenómeno se intensifica en una economía con fuertes niveles de competencia y una importante intervención reguladora del Estado, condiciones ambas que facilitan la natural tendencia de tratar de obtener  de la autoridad una decisión con detrimento al trato igualitario que ésta debe dispensar.


El uso de la influencia orientada a ese fin, continúa el menaje, se facilita en sociedades con graves disparidades respecto de las capacidades y medios para influir en las decisiones públicas, tales como diferencias en educación, acceso a la información, contactos personales, capacidad organizativa y otros.


Expresa, enseguida, que la “captura” de la autoridad pública por el interés privado, es decir, la receptividad al interés particular en detrimento del bien común, tiene consecuencias negativas en distintos órdenes de materias.


Por de pronto, la desigualdad y la influencia no regulada conspiran para que la decisión de autoridad no siempre beneficie a los más desposeídos y afectan la igualdad en el trato que el Estado debe dispensar a los ciudadanos.


Enseguida, el abuso de la influencia genera efectos negativos en las economías basadas en la libre competencia, toda vez que las decisiones no se adoptan de manera de favorecer una competencia leal y transparente que premie al mejor servicio o producto, sino al que puede ejercer mayor influencias sobre la autoridad.


Además, dice el mensaje, la falta de transparencia y control favorecen la corrupción de los funcionarios públicos, mediante propuesta o promesa a cambio de decisiones que beneficien ilegítimamente a una persona o grupo.


Finalmente, concluye el mensaje en este aspecto, en las sociedades integradas a la globalización, en las cuales la transparencia, la probidad y la igualdad en el trato económico son importantes valores como parámetros internacionales, el lobby no regulado desmejora la imagen de los países y hace necesaria una legislación que lo reglamente.


En un segundo apartado, la experiencia comparada, se consignan las legislaciones que abordan esta materia en el mundo.


Menciona, en primer lugar, el modelo original implementado por la legislación norteamericana; esto es, la legislación regulatoria del lobby, de 1946, que dio paso, en 1995, a la Ley de Revelación de Cabildeos (Lobbying Disclosure Act, 1995). Básicamente, esta legislación define qué se entiende como actividad de lobby; señala quiénes la ejercen; menciona las actividades que no quedan reguladas por ella; establece el registro que debe contener a los agentes de esta actividad, y consigna la obligación que tienen estos agentes de informar acerca de sus actividades.


En la Unión Europea, la importancia que se asigna a este asunto llevó a que en 1992 se dictara una “comunicación”, que regula las relaciones de los grupos de presión y las instituciones de la Comunidad.


Menciona, a continuación, al Reino Unido, que cuenta con una normativa de lobby desde el año 1998 y, finalmente, explica que en América Latina, salvo el caso de Argentina que está implementando un proyecto de ley denominado Ley de Publicidad de la Gestión de Intereses, no hay regulaciones institucionales que aborden esta materia.


En el siguiente acápite, principios fundantes de la propuesta, el mensaje señala que para regular la influencia en las decisiones públicas han de considerarse varios factores. Así, por ejemplo, frente al derecho de un individuo o grupo de plantear un asunto a la Administración o al Parlamento, fluye la necesidad de que ese planteamiento pueda ejercerse con igualdad de oportunidades por todos los potencialmente afectados y la necesaria información que facilite el control de la actividad administrativa y legislativa.


Agrega el mensaje que el proyecto se estructura sobre el principio de transparencia de la información de las personas, de la forma y de los motivos por los cuales se efectúan los contratos entre los gestores de intereses y los agentes públicos, de modo que todos los interesados puedan informadamente apreciar la imparcialidad, propiedad y conveniencia de las decisiones adoptadas y de las actuaciones de la autoridad.


Para lo anterior, continúa, el proyecto define cuáles son las líneas de gestión de intereses y crea un registro en el que se inscribirán quienes profesionalmente se dediquen a estas actividades. Igualmente, establece normas que imponen la obligación de que las vinculaciones o contactos entre los gestores y las autoridades sean convenientemente informadas, de modo de cautelar la probidad y corrección en el proceso de toma de decisiones públicas.


Concluye el mensaje en esta parte precisando que el proyecto en estudio es directa consecuencia de una moción de los Honorables Diputados señora Tohá y señores Burgos, Hales, Leal, Montes, Saffirio y Walker, complementada por otra moción de autoría del Honorable Diputado señor Navarro.

- - -

V. CONTENIDO DEL PROYECTO


Cual se señaló en un acápite precedente, el proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados está estructurado en 29 artículos permanentes y 2 transitorios.


El Título I, que comprende los artículos 1, 2, 3 y 4, contiene las disposiciones generales que se refieren al lobby. 


De esta forma, el artículo 1° dispone, en su inciso primero, que esta ley normará la promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones públicas o privadas, naturales o jurídicas, ante la Administración del Estado o el Congreso Nacional, para influir en las decisiones que estos adopten. En su inciso segundo preceptúa que se entenderán como órganos de la Administración del Estado los señalados en el inciso segundo del artículo 1° de la Ley Orgánica de Bases de la Administración del Estado, incluyendo a las empresas en que el Estado tenga participación, a las privadas que presten servicios de utilidad pública y aquellas en que el Estado o sus organismos sean titulares de acciones en un porcentaje que les permita nombrar uno o más directores.


El artículo 2° establece las definiciones de lobby, lobbysta, lobbysta profesional, registro de lobbystas y sujeto pasivo del lobby.


En su literal a), entiende por lobby las diligencias que tengan como finalidad la defensa o representación de un interés determinado ante un organismo de la Administración del Estado o ante el Congreso Nacional, a efectos de influir en las decisiones públicas que estas instituciones adopten. Esta actividad puede ser remunerada o no.


La letra b) dispone que lobbysta es aquella persona, natural o jurídica, que desarrolla la actividad definida en la letra a) de este artículo.


Por su parte, la letra c) entiende por lobbysta profesional a la persona que desarrolla la actividad del lobby de manera habitual y remunerada. La habitualidad estará determinada por la gestión de dos o más actividades dentro de los últimos seis meses, o bien por desarrollar una actividad de lobby que se prolongue por más de seis meses. Se entiende también por lobbysta profesional al que desarrolla las actividades de lobby como único objeto.


La letra d) del artículo segundo define al registro de lobbystas como un catastro público en el cual han de inscribirse las personas, naturales o jurídicas, que desarrollen la actividad de lobby de manera profesional.


Finalmente, la letra e) conceptualiza al sujeto pasivo del lobby, entendiendo por tal a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración y del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, incluyendo los cargos que tengan relevancia en torno a la toma de decisiones.


El artículo 3° señala que el lobby puede desarrollarse a través de medios verbales, escritos y electrónicos, siempre que tengan por finalidad influir en las decisiones sobre los rubros enumerados en las letras a) y b) de este artículo. (elaboración, modificación derogación o rechazo de actos administrativos y de proyectos de ley, acuerdos o declaraciones del Parlamento).


El artículo 4° enumera las actividades que no constituyen lobby. Entre ellas se destacan los discursos o informaciones destinadas al público en general; la difusión de información ciudadana; las declaraciones hechas por actores públicos en el ejercicio de sus funciones; la información recabada en las comisiones legislativas del Congreso; los informes escritos de alguna autoridad con el fin de tomar una decisión; y, finalmente, las presentaciones efectuadas con el fin de conseguir ayuda de carácter social, previsional, salud o empleo.


El Título II, “Normas especiales aplicables al lobby profesional”, está conformado por tres párrafos, artículos 5º al 13.


El párrafo 1° contiene las disposiciones generales sobre esta materia. Su artículo 5° prevé que toda persona que esté registrada en los catastros como lobbysta profesional, está sujeta a los derechos y obligaciones de esta ley. Sólo se exceptúan aquellos que no pueden desarrollar la actividad de lobbystas profesionales, enumerados en el artículo 13.


El Párrafo 2° regula los registros públicos de lobbystas.


El artículo 6° crea estos registros en los cuales deben inscribirse obligatoriamente los que desarrollen la actividad del lobby de manera profesional, bajo sanción de no poder ejercer como lobbystas para el caso de no registrarse.


El artículo 7° consignan los dos registros públicos que existirán. 


Un registro, que llevará el Ministerio de Justicia, consignará a las personas que realizan lobby ante los órganos de la Administración. El otro registro contendrá a los que desarrollen lobby en el Congreso Nacional. Este estará a cargo de una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, compuesta por cuatro Senadores y cuatro Diputados.

Para que los lobbystas profesionales puedan desarrollar su actividad ante cualquiera de los sujetos pasivos del lobby, será necesario estar inscritos en ambos registros.


El Párrafo 3° contiene las obligaciones y prohibiciones de los lobbystas profesionales. Los artículos 8° y 9° imponen obligaciones referentes a la información que debe existir en los registros, en especial lo relacionado con los cambios de propiedad, nombre u otros elementos que resulten determinantes a la hora de identificar a un lobbysta. Esta información deberá entregarse a las autoridades competentes cada seis meses.


También se deberá informar acerca de las autoridades ante las cuales se desarrollaron las gestiones de lobby y las materias y los objetivos de cada una de ellas.


Enseguida, facultan a la autoridad parra requerir cualquier información adicional respecto de una gestión y eximen al lobbysta de la obligación de entregar información estratégica, confidencial o propia de sus representados, con excepción de precisar sus gestiones.


A propósito de las gestiones que pueden o no realizar los lobbystas profesionales, el artículo 10 prohíbe la simultaneidad de servicios para intereses contrapuestos ante una misma autoridad, aunque sea de niveles jerárquicos distintos.


El artículo 11 prohíbe a los lobbystas profesionales financiar partidos políticos o campañas electorales.


En lo que se refiere a la relación contractual entre el lobbysta profesional y sus clientes, la normativa dispone, en su artículo 12, que ésta se regirá por las normas del derecho privado, Título XXIX del Libro IV del Código Civil y Título VI del Libro II del Código de Comercio, en todo lo que no sea modificado por esta ley.


El artículo 13° prescribe quienes no podrán desarrollar la actividad de lobbystas profesionales: autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, durante el ejercicio de sus funciones; los inhabilitados para ejercer cargos u oficios públicos por sentencia ejecutoriada; los fallidos; los condenados por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva; aquellos a quienes se les haya cancelado, en cualquier tiempo, su inscripción en el registro; las autoridades unipersonales nacionales de partidos políticos, durante el ejercicio de su cargo y, finalmente, quienes contribuyan al financiamiento de partidos políticos incluidas sus campañas electorales.


El Título III señala las normas comunes para la actividad de lobby, y está compuesto por dos párrafos.


El párrafo 1°, artículos 14 al 20, fija los derechos y obligaciones de los involucrados en las gestiones del lobby, bien sean lobbystas o sujetos pasivos del lobby. 


El artículo 14 establece el principio de la no discriminación en cuanto al trato que debe darse a los lobbystas por parte de quienes se desempeñen como autoridades, miembros y funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo. 


El artículo 15 dispone que los sujetos pasivos de lobby quedarán adscritos la normativa de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


En lo que respecta a la transparencia en el ejercicio del lobby, los artículos 16 y 17 imponen obligaciones relativas a la exhibición de la naturaleza e identidad de las gestiones de lobby y de las personas que lo desarrollan. El artículo 17 establece la obligación para los lobbystas de informar a los sujetos pasivos del lobby de todas las otras reuniones o audiencias que, sobre la materia u otras relacionadas, hayan tenido con otras autoridades de los poderes Ejecutivo y Legislativo. La misma norma dispone también los requisitos de forma que deberá contener la solicitud de audiencia realizada por un lobbysta profesional.


Los artículos 18 y 19 asignan prohibiciones a los lobbystas, en especial en lo que dice relación con la comercialización de los informes de los cuales estos dispongan relativos a las gestiones que realicen, como también respecto de la entrega de antecedentes que induzcan a engaño.


En el mismo sentido de la norma contenida en el artículo 11, el artículo 20 prohíbe a quienes contraten servicios de lobby actuar como financistas de campañas o de partidos políticos, siempre que estas gestiones se desarrollen en el año anterior a las elecciones de que se trate. Como excepción se permite financiar campañas o partidos sólo en la medida de que las gestiones sean anteriores al año y que se realice de conformidad al artículo 20 de la ley Nº 19.884, esto es, de acuerdo a las normas de publicidad de las donaciones que determine el Servicio Electoral.


El Párrafo 2º consigna las normas relativas al registro de las gestiones en las instituciones públicas (artículo 21).

 
Dicha disposición prescribe que todo órgano de la Administración y del Congreso Nacional tendrá la obligación de registrar las audiencias de una determinada gestión de lobby. Especial atención sobre la obligación del registro de las audiencias deberán tener el Presidente de la República; los ministros y sus asesores y los subsecretarios; los jefes de servicios; los embajadores,; los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.

En lo que dice relación con la Administración regional, provincial y comunal, las autoridades obligadas son los intendentes; los gobernadores provinciales; los secretarios regionales ministeriales; los consejeros regionales; los alcaldes y los concejales.


En la Contraloría General de la República serán el Contralor General; el Subcontralor; los jefes de división y el fiscal.


En el Banco Central la obligación recaerá sobre el Presidente del Banco; el Vicepresidente; los consejeros; el gerente general y el fiscal.


A propósito de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública, los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


En las empresas publicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación, será el presidente del directorio; los miembros del directorio y el gerente general.


Finalmente, en el Congreso Nacional, los Diputados y Senadores, sus asesores y los secretarios de comisión.


Para efectos de contar con registros públicos de las audiencias que las personas antes enumeradas otorguen a los lobbystas, habrán de fijarse procedimientos en los reglamentos respectivos. Terminada la audiencia, la autoridad o quien corresponda anotará en un registro público los datos de la minuta presentada por el interesado, como también otros datos de interés señalados en la ley. Si la autoridad dispone de una página web, publicará en ella esos antecedentes, debiendo permanecer en la red mientras la decisión no se adopte. La obligación, en todo caso, se mantendrá por el plazo de un año. La publicación en internet no exime de contar con un registro a disposición del público. 


La información contenida en los registros tendrá que ser enviada cada treinta días, en la forma que determine el reglamento, a los registros públicos de lobbystas.


El Título IV, artículos 22 al 28, se refiere a las sanciones.


En su Párrafo 1° dispone las sanciones administrativas a lobbystas y el procedimiento para su aplicación



El artículo 22 prescribe que serán el Ministerio de Justicia y la Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby del Congreso Nacional los encargados de la fiscalización de la actividad de lobby. El incumplimiento de esta ley será sancionado por las entidades enunciadas, sin perjuicio de las facultades de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.


El artículo 23 establece el procedimiento mediante el cual se impondrán las sanciones.


Entre medidas disciplinarias (artículo 24) que se pueden imponer a quienes infrinjan esta ley están la amonestación escrita; la multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales; la suspensión del registro público hasta por tres años, y la eliminación del registro. La eliminación en alguno de los registros, acarrea la eliminación automática en los demás.


Finalmente, el artículo 25 señala los mecanismos de reclamo y apelación a las sanciones que se impongan de acuerdo a los artículos 23 y 24. (De la sanción se puede reclamar a la Corte de Apelaciones respectiva).


En el Párrafo 2º se establecen las sanciones aplicables a los funcionarios.


El artículo 26 distingue entre las sanciones aplicables a los funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo, que no sean Parlamentarios,  y los que sí se desempeñen como tales. Los primeros se regirán por las normas contenidas en los respectivos estatutos administrativos, en tanto que para los segundos el Congreso determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.


El artículo 27 obliga al fiscal que esté conociendo de un asunto que pueden ser constitutivo de delito, hacer la denuncia al Ministerio Público.


El Párrafo 3° regula las sanciones por el ejercicio ilegal de la actividad de lobby. El artículo 28 sanciona a los que se desempeñen como lobbystas y no estén inscritos en los registros, o que hubieren sido desafectados de los mismos, con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.

Finalmente, el Título V, artículo 29, crea la Comisión Bicameral a que hace alusión este proyecto de ley, introduciendo una modificación al artículo 2° de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. 


Los artículos transitorios se refieren a los ajustes presupuestarios a que dará lugar la aprobación de esta ley y al decreto reglamentario del Ministerio de Justicia en que se fijen los requisitos, exigencias e informaciones que habrán de acompañar los interesados al solicitar su inscripción en los registros.


Los órganos de la Administración y el Congreso Nacional establecerán los requisitos señalados en esta ley dentro de los sesenta días siguientes a la publicación del decreto del Ministerio de Justicia.

- - -

VI. DISCUSIÓN GENERAL


Con el fin de imponerse del alcance de las normas de este proyecto y sus efectos, esta Comisión dispuso se escuchara la opinión de personas y representantes de entidades vinculadas con el tema.


Hacemos presente, además, que con el mismo propósito indicado, la Comisión se impuso de un informe en derecho sobre este asunto, elaborado por los profesores de la Universidad Alberto Hurtado señores Rafael Blanco, Miguel Angel Fernández y Juan Pablo Olmedo. El referido informe, que fue remitido por el Ejecutivo, está a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -


En sesión de 12 de octubre de 2005, el señor José Matías Larraín, abogado asesor de la Secretaría General de la Presidencia, se refirió a este proyecto expresando, en primer lugar, que la experiencia nacional e internacional muestra que en muchas ocasiones la toma de decisiones, tanto a nivel administrativo como legislativo, se ve motivada o afectada por intereses grupales, sectoriales o individuales, los que al amparo del desconocimiento del público o de los afectados, consiguen decisiones que favorecen sus intereses en una forma que, de saberse sus motivaciones, no sería posible o, al menos, sería menos factible llevarlo a cabo.


En una economía de fuerte competencia entre los diversos agentes económicos, en que el Estado tiene importantes facultades reguladoras, existe la natural tendencia de tratar de “capturar” a las autoridades públicas con el fin de que estas expidan decisiones que favorezcan a un agente, rompiendo el trato igualitario que deben otorgar a todos los interesados. Esta “captura” de la autoridad pública por los intereses privados posee negativas consecuencias:


Que las decisiones publicas no se tomen necesariamente en beneficio de los más desposeídos, o bien, de manera imparcial y objetiva, afectando de esa manera el principio constitucional de la igualdad en el trato que el Estado otorga a todos los ciudadanos. 


Este tipo de influencias distorsionan y oscurecen la forma en que se deciden los asuntos públicos, haciendo que las decisiones favorezcan en mayor medida el interés particular en detrimento del bien común.


En una economía que se basa en la libre competencia, un lobby desregulado permite que las decisiones no sean adoptadas en un marco de competencia leal y transparente, situación que termina por premiar a aquel que es capaz de ejercer más influencia ante el poder publico y no a aquel que provee de un mejor servicio o producto.


Señaló, a continuación que la falta de transparencia y control de estas prácticas posibilita la formación de grupos o cúpulas de poder y la comisión de actos de corrupción por parte de funcionarios públicos que tienen a su cargo la toma de decisiones o el ejercicio de facultades discrecionales. Un lobby desregulado deja abierto el camino para la recepción de premios, ventajas o exacciones ilegales a cambio de la adopción de decisiones que favorecen en forma ilegítima a una persona, grupo o sector en competencia.


El proyecto busca normar la forma en que los privados participan en el proceso de adopción de decisiones públicas que tienen lugar, tanto en el seno de las Administración del Estado (actos administrativos) como aquellas que tienen su fuente en el Congreso Nacional (proyectos de ley).


Se preguntó, enseguida, cuál es el objetivo del proyecto?


A partir de este fenómeno, el proyecto intenta configurar un marco normativo que puede ser observado desde de dos frentes distintos, aunque estrechamente ligados. En efecto:


Por una parte, el proyecto constituye un marco regulatorio para el ejercicio de la actividad de lobby o gestión de intereses, entendida como el ejercicio de una actividad lícita, que puede ser desarrollada incluso bajo el cumplimiento de ciertos requisitos, de manera profesional, y


Por la otra, el proyecto constituye un código normativo en materia de transparencia, que regula el comportamiento, y establece restricciones y prohibiciones respecto de la actitud que deben mantener las autoridades de la Administración del Estado (incluidas empresas que prestan servicios de utilidad pública) y del Congreso Nacional, en sus relaciones con los lobbystas.


Agregó que el sistema de control consignado en el proyecto se estructura sobre la base de dos categorías de registros públicos. 


Por una parte, se establece la constitución de dos registros públicos de lobbystas profesionales, uno para la Administración del Estado (a cargo del Ministerio de Justicia) y otro para el Congreso Nacional (a cargo de una comisión bicameral que se creará al efecto), en los cuales habrán de inscribirse, obligatoriamente, todas aquellas personas que ejerzan la actividad de lobby de manera profesional. El proyecto señala que dichos lobbystas deberán incorporar a sus respectivos registros, cada tres meses, a las autoridades, organismos, miembros o funcionarios ante los cuales hayan desarrollado gestiones de lobby, las materias sobre las cuales han intervenido, los intereses que hayan promovido y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas. 


Cabe destacar que la información contenida en ambos registros deberá estar “en línea”, y que cualquier persona podrá acceder a ella.  


Por otra parte, el proyecto dispone que todo órgano de la Administración y del Poder Legislativo deberá contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas entre los lobbystas y las autoridades que ahí se señalan. Específicamente, se deberá registrar la fecha de la reunión, la materia tratada, el interés gestionado, la individualización del lobbysta, terceros mandantes y demás autoridades o funcionarios que hayan participado en la reunión. El proyecto dispone que la información contenida en este registro deberá ser puesta a disposición del público y remitida a los registros públicos de lobbystas cada 30 días.    


De esta manera, el proyecto diseña un sistema de control de la actividad de lobby a través del registro de las gestiones de intereses que se realizan ante autoridades publicas, constriñendo al lobbysta a informar al registro de lobbystas, y obligando a la autoridad a registrar las gestiones en las que actúa como sujeto pasivo.


Así, con registros de la actividad del lobbysta y de las autoridades que son objeto de lobby, el proyecto permite que las autoridades encargadas de la supervigilancia, control y fiscalización de la actividad de lobby (Ministerio de Justicia y comisión Bicameral de lobby), puedan custodiar la veracidad de la información entregada por los gestores de intereses o lobbystas respecto de sus actividades frente a los órganos públicos y, a la vez, vigilar la actuación de estos frente a aquellos.


En resumen, señaló que como la información que deberá estar contenida en los registros de reuniones de las autoridades (acciones y reuniones que mantengan las autoridades sujetas pasivas de lobby con lobbystas)  debe ser remitida al registro de lobbystas profesionales, esa información permitirá que los órganos fiscalizadores:


Primero, determinen si quien ha ejecutado acciones de lobby ante determinadas autoridades se encuentra debidamente registrada;


Segundo, en caso de no estarlo, permitirá determinar si con la ejecución de dicha acción de lobby se ha cumplido el requisito de habitualidad que la ley exige para ser calificado de lobbysta profesional (2 o más contactos por semestre);


Tercero, si de los pasos anteriores la conclusión es que el lobbysta ha ejecutado actividades de lobby de manera profesional, sin encontrase registrado, se entenderá que ha ejecutado actividad de lobby de manera ilegal, debiendo procederse a la aplicación de las sanciones que establece la ley.


Cuarto, si de los pasos anteriores la conclusión es que el lobbysta ha infringido alguna de sus obligaciones (como el deber de información, presentación, solicitud de audiencia por escrito, financiamiento de campañas políticas), la autoridad competente podrá aplicar las sanciones pertinentes (multa, suspensión del registro por tres años o eliminación del registro), y


Quinto, si del cotejo de la información se concluye que las autoridades publicas no han cumplido con las obligaciones que les impone la ley (como los deberes de registro, trato igualitario, transparencia y probidad), la autoridad administrativa competente deberá aplicar las sanciones legales que sean pertinentes con arreglo a los estatutos administrativos que rijan para cada uno de esos funcionarios.  

- - -


En sesión de 19 de octubre del año 2005, intervino ante la Comisión el señor Enrique Correa Ríos, director de la empresa Imaginacción Consultores, quien inició su exposición señalando que este proyecto de ley, en conjunto con las disposiciones constitucionales y demás iniciativas de ley en trámite relacionadas con la transparencia de la administración del Estado, van en el camino de fortalecer el servicio público, el ejercicio de gobernar, descorriendo el velo del proceso de toma de decisiones, reconociendo y regulando la legitimidad de las acciones destinadas a influir en ellas.


Lobby es un concepto que ha sido internalizado en el lenguaje común como el conjunto de actividades tendientes a influir las decisiones de agentes claves, a favor de quien las efectúa o de quien se lo haya solicitado.


El proyecto traduce el lobby como gestión de intereses y lo define como “aquella actividad, remunerada o no, que busca promover, defender o representar un interés legítimo de carácter individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier decisión que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional.”


Expresó, enseguida, que el mundo de la globalización es cada vez más producto de la multiplicidad de acuerdos entre actores con diferentes intereses. En el mundo post guerra fría se aleja cada vez más el uso de la fuerza como medio de incidir en las decisiones públicas y se mira cada vez más con sospecha la intolerancia y la concepción dual de los fenómenos.


En este contexto el lobby, entendido como asesoría en el proceso de negociación, es una actividad profesional que comprende la complejidad de la modernidad y provee tanto al cliente como al gestor público de puntos de vista convergentes, aportando a la resolución de las diferencias en tiempos más acotados.


Afirmó que el lobby es negociación. Lo que un lobbysta profesional pone al servicio de su cliente es su habilidad de negociación, es decir, su conocimiento de cómo se resuelven o compatibilizan la diversidad de intereses particulares dentro del gran mediador que es el sistema de gobierno; su conocimiento del mapa de actores involucrados en un conflicto; su conocimiento respecto de las políticas públicas y las prioridades políticas del Ejecutivo y del Legislativo; su capacidad para prever escenarios futuros y de cómo incidir en éstos dentro del juego de fuerzas en ejercicio, y su conocimiento de la opinión pública.


Es precisamente este conjunto de conocimientos y habilidades del negociador lo que le permite encontrar puntos de acuerdo entre posiciones disímiles y una salida al conflicto de intereses. Ello, además de su posicionamiento respecto del conflicto, pues si bien es cierto que el lobbysta está contratado por una de las partes interesadas, su visión del conflicto está exenta de la carga emocional de los actores directamente involucrados, lo cual contribuye al encuentro de salidas racionales de un modo más rápido y consistente.


El lobbysta contribuye a disminuir los costos involucrados en cualquier conflicto, tanto para el actor privado como para el actor público.  El lobby le entrega al empresario argumentos para mejorar las decisiones estratégicas de su empresa, al sintonizar mejor su percepción respecto de las autoridades; y la autoridad recibe del lobbysta una adecuada comprensión de las inquietudes y dificultades que enfrenta el mundo empresarial que representa, aumentando su nivel de información especializada respecto de áreas de complejidad creciente; por ejemplo, regulación de las telecomunicaciones, de la agricultura orgánica, del genoma humano, de la previsión social en una sociedad que envejece, incorporación de nuevos medicamentos al mercado nacional. Con ello, la política pública se enriquece pues más puntos de vista contribuyen a su construcción (sobre todo en áreas de emprendimiento con regulaciones complejas o carentes de reglamentación como las mencionadas) y el empresario puede tomar decisiones que favorezcan su negocio.


No obstante lo anterior, señaló, el lobby suele ser confundido con el tráfico de influencias, una actividad ilegítima que atenta tanto contra las reglas del juego democrático como del mercado, al concordar en secreto un pacto de ventajas mutuas entre actores del Estado y del sector privado, vinculado -a corto, mediano o largo plazo- a intereses pecuniarios.


La actividad del lobby profesional tiene dos líneas de crítica: una proviene desde el área política -que tiende a confundirla con el tráfico de influencias- y otra desde la economía.


Desde el primer punto de vista, se cuestiona al lobby porque se estima que va en contra de los principios democráticos de igualdad ante la ley.  Se señala que el lobbysta vende su accesibilidad al decisor público (la certeza de que su llamado telefónico será atendido, la posibilidad de concretar una reunión con prontitud), por tanto es una actividad ilegítima porque atenta contra la ética democrática, marginando a los que ya están marginados, utilizando su influencia para lograr decisiones públicas que benefician a un grupo particular en perjuicio de la mayoría.  


Desde el punto de vista económico, continuó, la actividad del lobby es cuestionada porque se le considera un obstaculizador para el libre juego de intereses privados, atentando contra el principio de transparencia del mercado del mismo modo como fueron criticados los sindicatos a principios del siglo pasado: como agentes que impedían el libre juego de oferta y demanda en el mercado del trabajo.


Ambas críticas se sustentan sobre modelos ideales de democracia y libre mercado  que intentan explicar una realidad compleja.  


El principio democrático de igualdad ante la ley no es alterado por el lobby. La democracia puede garantizar crecientemente -al menos esa es la tendencia- la igualdad en el derecho de acceso a la autoridad pública, pero no puede garantizar que ésta decida a favor de los intereses de quien ha sido recibido, sea en el Parlamento, sea en un Ministerio.  Tendrá mayor influencia quien presente los argumentos que resulten razonables a la lógica de quienes ejercen el Gobierno.  


¿Qué ofrece el lobby dentro de un proceso democrático? Mejorar las capacidades de negociación de quien desee incidir en una decisión pública. Efectivamente, un lobbysta puede tener una red de relaciones que mejoren su acceso a las autoridades, pero ello no garantizará el logro de los intereses de quienes representa. Lo que un buen lobbista ofrece es una adecuada estrategia de negociación, previo un acertado análisis de las posibilidades de concordar los intereses de su cliente con el interés público, sentando las bases de una relación que debe ser entendida a largo plazo y que, por la propia naturaleza de las relaciones público-privadas, estará sometida al escrutinio de la opinión pública.


Expresó, enseguida, que frente al mercado, el lobby es desvirtuado porque se estima que puede constituir un factor que altera el libre flujo de información que debe encontrarse disponible para todos los competidores de un mismo mercado. Ello es cierto en un Estado autoritario. Chile no es el caso, menos aún aprobada la nueva Constitución Política que revertirá la tradición de secretismo de la administración pública.  Menos aún en estos tiempos en que los flujos de información son en tiempo real y en que la prensa está cumpliendo un estratégico rol fiscalizador del quehacer público; y pública es considerada ahora la gestión de negocios, en cuanto tiene lugar en un espacio social.


El lobby profesional es una actividad privada que se mueve en el límite del espacio público y privado, permeando esa línea invisible para establecer flujos de comunicación en ámbitos habitualmente complejos -sea por carencia de regulación, por la existencia de regulaciones obsoletas, por diferencias en las interpretaciones de la norma establecida, por el número y diversidad de los actores involucrados que dificultan la definición del interés común- para posibilitar acuerdos que permitan al mismo tiempo dinamizar la actividad económica privada y garantizar el respeto al interés general, estableciendo reglas iguales para una misma actividad.


Por otra parte, sólo un par de empresas en Chile han declarado realizar lobby: Imaginacción y Burson-Marsteller. Las demás empresas -prestigiosos estudios de abogados y consultoras en comunicación estratégica- se encuentran a la expectativa de que la ley en estudio obligue a informar de las gestiones que se desarrollan en este espacio limítrofe entre el mundo público y el privado. El estar hoy en esta Comisión para avanzar en la formalización de esta actividad, de modo de descorrer el velo de la sospecha ahí donde no hay motivo alguno que lo justifique, es un imperativo de transparencia y es un indicador de la salud de nuestro sistema democrático.


En particular, respecto del proyecto de ley que regula el lobby, le parece que el debate del primer trámite en la Cámara ha enriquecido el proyecto y declara su satisfacción de que algunas de sus observaciones fueron favorablemente acogidas y evidentemente perfeccionadas. Ello no hace más que reforzar el valor que asigna a la actividad, pues entiende que mejores políticas públicas son el resultado de la consideración de los puntos de vista de todos aquéllos a quienes van destinadas.


No obstante, plantea algunas observaciones que cree pueden contribuir a que esta iniciativa cumpla de manera más efectiva con los propósitos que la inspiran:


La primera se refiere a las decisiones sobre las que el lobby busca influir. En el Art. 3º letra a, propone agregar la palabra “aprobación” para completar todo el abanico de decisiones que deben tomar las autoridades de Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado en general. Ello, para que también se entiendan como acciones de lobby -entre otras- aquéllas destinadas a influir en las compras, adquisiciones, arrendamiento, contratos y convenios, que efectúen las entidades públicas, así como en la designación, nombramiento o remoción de una persona en un cargo público.


La segunda observación dice relación con la información a consignar en el registro público. Considera que sería conveniente que en el artículo 8º se explicite que los lobbystas también deberán consignar en el registro la información respecto de quienes son sus clientes, mandantes o representados.


Una tercera observación recae sobre las prohibiciones en materia de contribución al financiamiento de las campañas electorales. Respecto de los artículos 11º y 13º, letra g) prefiere, en principio, la obligación de transparencia que la prohibición. Esta última, sin un poder fiscalizador real, ha demostrado en numerosos casos constituirse en letra muerta. En este sentido y como principio general, le parece que sería más conveniente -y coherente con los propósitos que inspiran esta iniciativa- que quienes pudieran eventualmente querer contribuir al financiamiento de campañas electorales o partidos políticos, puedan hacerlo pero con la obligación de que esta contribución sea hecha en forma pública y consignada en el registro del lobbystas, y de acuerdo a las mismas normas que se consignan en el artículo 20º de esta ley.


Una última observación pretende aportar claridad respecto de sus destinatarios, pues estima que algunos pasajes de la redacción del proyecto motivan confusión respecto de los lobbystas a quienes obliga. Por ello, propone eliminar la palabra profesional del inciso segundo del artículo 17 que fija el procedimiento para las solicitudes de audiencia, porque todo lobbysta -no sólo el lobbysta profesional- debe solicitar por escrito una audiencia, indicando claramente sus datos, la individualización completa de la persona natural o jurídica cuyo interés se pretende gestionar; y la materia o interés que se busca gestionar.  Complementariamente con lo anterior, sugiere que el párrafo 1 del Título IV, debe explicitar la condición profesional de los lobbystas a quienes se afectarán las sanciones administrativas y el procedimiento para su aplicación.


Concluyó señalando su interés en que esta iniciativa sea aprobada en el más breve plazo porque será una contribución importante para la transparencia del ejercicio democrático.

- - -


También en la sesión de 19 de octubre pasado, la Comisión escuchó un planteamiento conjunto de la Confederación de la Producción y del Comercio y de la Cámara Chilena de la Construcción, representadas por don Carlos Urenda y la señora Carolina Arrau, quienes expresaron que sus representadas comparten el interés del Ejecutivo de promover la transparencia en las relaciones entre el sector privado y las autoridades públicas, mejorar los niveles de participación ciudadana e igualar el acceso a las autoridades por parte de la sociedad civil.


En ese sentido, apoyan la idea de legislar en materia de lobby por entender que éste, debidamente realizado, es una actividad legítima que ayuda al proceso de toma de decisiones, y constituye un derecho de todo ciudadano para hacer valer sus intereses frente a la autoridad.


A su vez, estiman importante regular esta actividad para diferenciarla claramente de algunas formas que constituyen actos ilícitos, tales como el tráfico de influencias y las presiones indebidas sobre la autoridad.


No obstante lo expuesto, abogan por el perfeccionamiento del articulado propuesto, de modo de evitar efectos indeseados que podrían desvirtuar el alcance y los objetivos perseguidos por la iniciativa legal. Consignaron, a continuación, sus principales observaciones y sugerencias:

1.- Conveniencia de precisar el concepto de “lobbysta profesional”.


El proyecto establece que es “lobbysta profesional” aquella persona que realiza habitualmente y en forma remunerada acciones de gestión de interés ante alguna de las autoridades que tienen la obligación de registrar los contactos o actividades de lobby efectuadas ante ellas. Se entiende por habitual realizar, dentro de los últimos seis meses, dos o más de las acciones de gestión de intereses, o realizar una acción de gestión cuando ésta se prolongue por un lapso superior a seis meses. Se incluye en la misma categoría, a quien presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar lobby.


Respecto de este aspecto, se observó que el Título IV del mensaje que inicia este proyecto de ley, titulado: “Explicación del proyecto”, señala en su punto 2, al referirse a las definiciones principales, que: “La definición de profesionalidad aparece aquí como fundamental, pues lo que se busca es que la legislación regule primordialmente a quien hace de la gestión de intereses una actividad económica y no a las personas o grupos que efectúan actividades de defensa de sus propios intereses, sin perjuicio de las obligaciones de transparencia que la ley impone en general”.


Al respecto, recordaron que las asociaciones gremiales empresariales se encuentran reguladas por el decreto ley Nº 2.757, así como por sus respectivos estatutos; normativas que, en términos explícitos, establecen como deber y fin de estas instituciones representar los intereses de sus asociados, mandato que cotidianamente ejercen promoviendo sus intereses ante las instancias públicas y privadas correspondientes, quedando en todo momento sujetas a la fiscalización del Ministerio de Economía.


Bajo la definición de lobby establecida en el proyecto de ley, ésta podría ser considerada como una de las tantas actividades que realizan las asociaciones gremiales empresariales a favor de los intereses de sus asociados. Sin embargo, las asociaciones gremiales no son propiamente lobbystas, en cuanto no reciben remuneración por el lobby que realizan, siendo ésta tan sólo una de las herramientas de que disponen para cumplir con la adecuada representación de sus asociados.


Si bien los gremios empresariales realizan actividades de promoción, defensa o representación de los intereses de sus asociados, a través de los distintos medios de que disponen tales como las asesorías técnicas que prestan, lo hacen apegados al marco legal que los regula y no como una actividad contractual remunerada, como establece el artículo 12 del proyecto para el lobby profesional. Esto no obsta para que cualquier gremio pueda, eventualmente, contratar los servicios de personas dedicadas a gestionar intereses a cambio de remuneración; es decir, contratar los servicios de lobbystas profesionales.  


Por otra parte, también es delicado regular el lobby no profesional pero habitual que no es remunerado, ya que se podría estar condicionando el libre ejercicio del derecho de petición garantizado por la Constitución Nacional, el cual no puede ser restringido por ley.


Así, resulta indispensable precisar el alcance de la definición de lobbysta profesional propuesto en la iniciativa legal, ya que una interpretación extensiva puede llevar a incluir a organizaciones sin fines de lucro que cotidianamente gestionan ante la autoridad los intereses de sus asociados o beneficiarios sin recibir ningún tipo de remuneración directa a cambio, tales como las asociaciones gremiales, colegios profesionales, organizaciones laborales, e incluso la Iglesia, entre muchas otras.


Por lo anterior, sugirieron precisar la definición de lobbysta profesional, excluyendo de manera expresa a las actividades desarrolladas por las instituciones sin fines de lucro que realizan lobby en favor de sus asociados o beneficiarios sin recibir remuneración directa a cambio.


Se refirieron, enseguida, a la necesidad de aumentar las actividades que no constituyen lobby. El proyecto establece que no constituyen lobby las siguientes actividades:


a) Toda expresión realizada a través de discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación;


b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía;


c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público;


d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios públicos o por parlamentarios en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales;


e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativa;


f) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso Nacional;


g) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo;


h) La información entregada por escrito a una autoridad pública competente, quien la ha solicitado expresamente para efectos de tomar una decisión dentro de un procedimiento administrativo;


i) Las presentaciones hechas por escrito o en audiencia pública dentro de un procedimiento administrativo que contemple instancias para las presentaciones de los interesados o del público en general y en el cual quede un registro público de la presentación;


j) Las presentaciones hechas por una persona a fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, en los siguientes casos:


i) Cuando el beneficiario sea el peticionario o su cónyuge, o hijos adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


ii) Cuando en la presentación no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.


k) Las demás análogas a las anteriores.


En relación con lo anterior, el punto 4 del Título IV del mensaje que inicia este proyecto de ley, al referirse a las actividades excluidas del lobby señala que: “Tan importante como el definir las actividades de gestión de intereses reguladas por la ley, es excluir aquellas acciones que constituyen el ejercicio de derechos constitucionales o el cumplimiento de tareas investigativas que la ley encomienda a diversos órganos y instituciones públicas”.


Coincidiendo con el párrafo citado, fueron de opinión de que las asociaciones, corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, como parte de la sociedad civil, están en todo su derecho de manifestar a la autoridad correspondiente sus legítimos planteamientos respecto de temas de interés de sus asociados o beneficiarios (derecho a petición), y que no se aumente de modo innecesario el número de formalidades para hacer ejercicio del referido derecho constitucional.


Sobre este asunto, en particular, si bien gran parte de las actuaciones de las asociaciones, corporaciones y fundaciones sin fines de lucro, tales como las declaraciones públicas, charlas, comunicados, y las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso, han sido calificadas como no constitutivas de lobby por ser de conocimiento público, es conveniente que también se incluyeran en la misma categoría:


Las asesorías técnicas, por tratarse de una actividad que pretende entregarle a la autoridad elementos objetivos para su consideración;  


Las invitaciones a autoridades a comisiones internas de las asociaciones, corporaciones y fundaciones, que sólo crean espacios para el fluido intercambio de ideas entre la autoridad y los grupos técnicos que asesoran a las citadas instituciones; y


Los casos en que sean las autoridades y los congresistas quienes inviten a reuniones o requieran información por cualquier medio a las asociaciones, corporaciones o fundaciones; ya que en estos casos, mal podría pensarse en alguna intencionalidad de gestionar intereses ante la autoridad.


Posteriormente, expusieron acerca de la necesidad de simplificar el registro de las gestiones ante las autoridades. 


A este efecto, el proyecto dispone que todo órgano de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberán contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas entre los lobbystas y las autoridades y funcionarios que pormenorizadamente individualiza.


Observaciones: Sobre este punto, tal como está prevista la exigencia, será complicada y engorrosa de cumplir por parte de las autoridades, lo que a la larga terminará perjudicando a quienes tienen interés en dar a conocer sus puntos de vista e intereses a la autoridad.


En este sentido, será difícil de cumplir el que, por ejemplo, cada órgano y funcionario de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deban preparar un acta de cada reunión que efectúe con lobbystas, pero también es satisfactoria la idea matriz de transparentar la información relacionada con las reuniones sostenidas por las autoridades con lobbystas. Una solución intermedia sería, en su opinión, que sólo se exija registrar el nombre de las personas o instituciones recibidas, con una referencia precisa al tema tratado.


Finalmente, se refirieron a la conveniencia de no limitar el financiamiento de campañas electorales.


A este respecto la iniciativa establece que las personas naturales o jurídicas que contraten servicios de lobby o se hagan representar por lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de campañas electorales de aquellos candidatos que hubiesen sido sujetos pasivos de lobby dentro del año anterior a la elección. Solamente podrán hacerlo si las acciones de lobby fueron realizadas con anterioridad a dicho año, y siempre que el aporte se realice de conformidad al artículo 20 de la Ley Nº 19.884.


Como observación reiteraron la importancia de la transparencia que debe existir en las relaciones entre el sector privado y las autoridades públicas, debiendo evitarse situaciones de conflictos de interés que pudieren afectar la autonomía en la toma de decisiones por parte de la autoridad. Sin embargo, llama la atención la experiencia estadounidense en esta materia, por ser justamente este país un referente obligado al momento de plantear cualquier posible regulación del lobby.  Al respecto, la evidencia empírica recogida por la literatura en Estados Unidos, sostiene que la relación entre financiamiento de campañas políticas y las actividades de lobby es baja.


A su juicio, lo importante no es prohibir, sino permitir que los gestores de intereses contribuyan a las campañas electorales en la medida que ello se realice bajo normas que garanticen la transparencia de su actuar. De lo contrario, se limita el ejercicio del legítimo derecho de los ciudadanos para hacer saber sus puntos de vista y dar a conocer sus intereses personales, sociales o gremiales a los agentes políticos que los representan en las respectivas instituciones públicas.


En este sentido, en Chile ya existe una ley que regula razonablemente el financiamiento de las campañas electorales a través del sistema de donaciones, la cual dispone cómo deben hacerse los aportes a las campañas electorales.  Se establecen tres modalidades: anónimos, reservados y públicos; así como los montos que pueden ser destinados a los candidatos o a los partidos políticos.


Su proposición en la materia en análisis es permitir el financiamiento de campañas electorales por parte de quienes contraten servicios de lobby o se hagan representar por lobbystas profesionales, siempre que el respectivo aporte sea público y bajo las condiciones establecidas en la ley que regula el financiamiento de las campañas electorales y de partidos. De esta manera, se evita que los congresistas se vean obligados a evadir cualquier insinuación de ser objeto pasivo de lobby, para evitar restringir a su partido y a sí mismos la posibilidad de recibir aportes electorales.

- - -


Finalmente, en la sesión de 19 de octubre pasado, también se escuchó el planteamiento de la consultora Burson-Marsteller, representada por la señora Claudia Adriasola, quien señaló que Burson-Marsteller es una agencia multinacional de comunicaciones estratégicas y asuntos públicos fundada en Estados Unidos de Norteamérica en 1953. La empresa tiene 92 oficinas en 55 países en el mundo y entre sus servicios del área de asuntos públicos se incluye el lobby. 


En 1994 la compañía abrió su oficina en Chile, que hoy cuenta con alrededor de 30 profesionales. 


Al igual que en todos los países donde Burson-Marsteller realiza gestiones de lobby, en Chile tiene como política transparentar que lo hace, tanto frente a consultas de medios de comunicación como ante cualquier autoridad o parlamentario con quien toma contacto.


Asimismo, a la hora de vincularse con cualquier autoridad o parlamentario la política de la empresa es hacer explícito el nombre del cliente -empresa, asociación o entidad- y el tema sobre el cual se dará a conocer una posición o entregar información. 


Enseguida, formuló las siguientes reflexiones respecto de la idea de regular el lobby.


El lobby existe, se ha venido realizando desde el comienzo de la política y por lo tanto es necesario reconocerlo como tal.


La actividad de lobby realizada correctamente facilita el acceso a mayor información disponible para la toma de decisiones administrativas y legislativas, tendiendo a una definición de mejores políticas públicas.


Un lobby debidamente regulado debe servir de canal de comunicación entre la autoridad y los grupos de interés organizados transformándose en una herramienta legítima que aumente la confianza mutua entre el sector público y el sector privado.


Por el contrario, un lobby no profesional y poco transparente tiene un efecto nocivo en el prestigio no sólo de quienes realizan esta actividad, sino sobre todo en el sistema político en general. Esto puede dañar la confianza de la ciudadanía en las instituciones públicas, las autoridades, la democracia y el correcto funcionamiento de un sistema que garantiza igualdad de oportunidades.


Se declaró partidaria de regular esta actividad. Un lobby ético, profesional y transparente trae beneficios para el proceso de toma de decisiones sobre políticas públicas. Y, probablemente, una de las maneras de promover eficazmente un lobby ético, profesional y transparente es definir una regulación adecuada sobre esta actividad.


La sociedad, la economía, el rol de las empresas privadas y públicas, y las preocupaciones ciudadanas en los temas de “interés público”, no sólo en la “política”, han experimentado transformaciones importantes en el país y en el mundo. La vinculación público-privada no ha estado ajena a estas transformaciones. En este escenario y  frente a la necesidad de definir políticas sobre temas importantes, y muchas veces respecto de asuntos de gran complejidad, la sociedad se beneficia cuando existe un diálogo fluido entre los sectores público y privado. 


Este diálogo puede realizarse directamente o con el apoyo de empresas de lobby. Si la sociedad considera que dicha actividad debe regirse por una legislación ella debe ser clara, razonable e igualitaria. De esta manera se podrá avanzar en hacer más transparente la existencia y naturaleza de los intereses, posiciones y objetivos de diversas entidades ante el Estado.


Antes de opinar sobre algunos aspectos particulares del proyecto de ley en discusión, manifestó su apoyo a todas las iniciativas que tiendan a la mayor transparencia y probidad en nuestro país.


El conjunto de estas iniciativas, junto a la regulación del lobby, debiera contribuir al objetivo de mejorar la imagen del país planteado en el mensaje.


Respecto del proyecto en discusión formuló los siguientes comentarios.


Como principio general, la mejor regulación es aquella que tiende a perfeccionar e incentivar la competencia entre profesionales de la gestión de intereses, de forma que competir a través de la diferenciación por transparencia.


Además, resulta fundamental que se entienda por lobbyistas a quienes realizan esta actividad en la práctica y que la regulación sea aplicable a todos, no solamente a quienes se revelan voluntariamente como tales. Igualmente importante es que exista una absoluta nitidez respecto de cuándo se está haciendo lobby y no haya discrecionalidad alguna al respecto.


El proyecto contiene numerosas normas que van en la dirección correcta de  regular, legitimar y transparentar el lobby:


- Parece adecuada la determinación de los órganos y funcionarios de la Administración y del Congreso respecto de las cuales se considera que se está haciendo una gestión de intereses o lobby.


- Las exclusiones establecidas en el artículo 4º del proyecto hacen una distinción importante respecto de actividades que, en ocasiones, se denominan lobby y se las critica como si fueran lobby, cuando en realidad no caen dentro de esa categoría; por ejemplo, artículos de prensa, columnas de opinión, entrevistas y otras actividades que por su naturaleza son públicas. 


- Un tema de gran importancia es la obligación de registro de los lobbystas que exige este proyecto. Ésta es en definitiva la garantía de transparencia en el ejercicio de esta actividad. Su preocupación es que se proteja a su vez la igualdad entre quienes se desempeñan como lobbystas, lo que sólo se logra con la debida fiscalización del cumplimiento de esta obligación.


- Es relevante la inclusión dentro de la definición de lobbysta profesional del artículo 2º letra c), de las personas que prestan servicios a una empresa o persona jurídica con el objetivo de hacer lobby. De no existir esta disposición se corre el riesgo de que las empresas, para eludir la obligación de registro, en lugar de contratar a lobbystas externos contraten en forma permanente a personas que se dediquen a esta actividad. De hecho, actualmente muchas compañías cuentan con departamentos de comunicaciones o jurídicos que se dedican a hacer lobby. Ellos también deben inscribirse.


- También es necesario el registro de las audiencias que conceden las autoridades a todos los lobbystas sean o no profesionales.


- Respecto de la exigencia de probidad e independencia de las gestiones de lobby, el proyecto aborda materias de mucha importancia. Entre ellas se encuentran la prohibición de financiar campañas políticas por parte de los lobbyistas profesionales, las incompatibilidades y desempeño de ex funcionarios del gobierno, el Congreso y los partidos políticos.


- El proyecto consigna también normas de carácter ético que son necesarias. Por ejemplo, la prohibición de promover al mismo tiempo intereses contrapuestos, la exigencia a los gestores de intereses de entregar información clara y fidedigna, la prohibición de venta de cualquier información o documento que un lobbyista obtenga de parte de la autoridad, y la exigencia a quienes sean objeto de lobby de garantizar un trato no discriminatorio a los lobbyistas. 


En este punto es relevante destacar la importancia de incrementar el acceso a la información pública, ya que al bajar las barreras de acceso a más información disminuyen las posibilidades de lograr privilegios por parte de las autoridades.


- También se debe destacar la obligación de informar y exhibir la verdadera naturaleza de las actividades frente a los sujetos de lobby. Ello está de acuerdo a las normas éticas y profesionales que rigen el accionar de Burson–Marsteller.


Finalmente, planteó algunos aspectos del proyecto que requieren alguna revisión.


- Respecto de la diferenciación entre lobbyista y lobbyista profesional, parece necesario hacer presente que esta distinción no debería existir en la ley, porque por un lado puede generar confusión en diferentes aspectos y, por otro, derivar en una falta de aplicación de lo dispuesto en la ley.


Por motivos de claridad y para asegurar en mayor medida el cumplimiento efectivo de las disposiciones legales sería mejor que la ley regule sólo al lobbysta profesional –que debería ser denominado lobbysta a secas- de manera que todos quienes ejercen como lobbystas deban estar inscritos, cumplir idénticos deberes y estar sujetos a las mismas sanciones.


- También es conveniente revisar la definición de habitualidad que establece el proyecto de ley. El artículo 2º letra c), que define al lobbysta profesional dispone que para que exista habitualidad se requieren dos o más acciones de gestión de intereses en un plazo de seis meses, o una gestión que se prolongue por un lapso superior a seis meses. 


Estima que resulta difícil de interpretar qué se entiende por “una acción que se prolongue por más de seis meses” y puede prestarse a confusiones. Considera vital que exista certeza jurídica respecto de las condiciones que definen al lobbyista profesional. En ese sentido lo recomendable es acotar la habitualidad al número de gestiones de lobby realizadas en un período de seis meses sin otra consideración.


Junto con ello, es necesario tener presente que el simple contacto o facilitación del contacto con autoridades cuando no se persigue cualquiera de los objetivos específicos del lobby, no debe ser considerado como tal.


- Sobre el tema del financiamiento político., manifestó su acuerdo con lo establecido en el artículo 11 del proyecto que prohíbe a los lobbystas profesionales financiar campañas y partidos políticos, al igual que la inhabilidad que establece el artículo 13, en su letra g), que impide ejercer como lobbysta profesional al que contribuya al financiamiento de partidos políticos y campañas electorales.


En lo relativo al artículo 20 que prohíbe a las personas que contraten a lobbystas profesionales contribuir a campañas electorales de quienes hayan sido sujetos pasivos del lobby dentro del año anterior a la elección, y si las acciones de lobby se hubieren efectuado con anterioridad a ese año, es atendible establecer que sólo podrán realizar aportes de conformidad al artículo 20 de la ley de gasto electoral, es decir aportes públicos. Es correcto el fundamento de esta norma orientada a garantizar la debida probidad y transparencia. Sin embargo, se debería clarificar cómo se va a fiscalizar para que tenga aplicación, en especial debido a que existe la posibilidad en la ley de gasto electoral de realizar aportes anónimos y reservados sobre los que no es posible tener información.


- La prohibición de venta de cualquier información o documento recibido de parte de la autoridad que establece este proyecto de ley es fundamental, pero requiere de una compatibilidad respecto del real acceso a la información pública y de las resoluciones administrativas según lo estipulado en la ley de probidad administrativa y en la reciente reforma constitucional.


Las implicancias del Decreto Supremo N° 26, del 28 de enero de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, debieran contemplarse en su conjunto respecto de esta normativa.


En la medida en que se facilite el acceso a la información pública se tenderá a desincentivar el uso inadecuado de la información recibida de parte de la autoridad. También, en este sentido, puede avanzarse en el acceso a las votaciones de los miembros del Congreso en lo referido al trabajo de comisiones.


- Una norma que parece necesario revisar es la que sanciona como delito realizar acciones de lobby profesional sin estar inscrito en el registro, lo que se castiga con una pena que puede llegar hasta tres años de privación de libertad. Parece que si bien es justo castigar duramente esta conducta, aplicar una sanción penal es inconducente. Estima que cumple en mayor medida los objetivos de este proyecto aplicar una sanción civil, es decir, una multa alta en caso de contravenir esta norma.


Una de las dificultades del ejercicio del lobby es la negativa imagen que existe sobre esta actividad. Ella proviene, entre otras causas, de la confusión existente entre la gestión y representación de intereses con prácticas reñidas con la ética y con conductas ilícitas.


Considera que para evitar este tipo de confusiones es necesario analizar la posibilidad de tipificar el delito de tráfico de influencia o revisar los delitos ya existentes en el Código Penal, para determinar su concordancia con la regulación del lobby. 


En conclusión, una de las virtudes de contar con una regulación de esta actividad es que permite a quienes ejercen esta labor de forma abierta y transparente, contar con una herramienta jurídica para demostrar que actúan éticamente.


Es de relevancia la existencia de una regulación de la actividad orientada por un lado a obtener la debida transparencia entre las relaciones de entes públicos y privados y, por otro, a asegurar la igualdad entre quienes se dedican a la gestión de intereses.


Una adecuada regulación del lobby, concluyó, permitirá que las decisiones públicas se adopten con mayor conocimiento y mejor información sobre cuáles serán sus efectos en los diversos sectores y contribuirá a aumentar la confianza en las instituciones.

- - -

VI. DISCUSIÓN DE LA IDEA DE LEGISLAR


Al fundamentar su voto, en sesión de 11 de noviembre pasado, el Honorable Senador señor Larraín expresó que este es un proyecto importante en la agenda de transparencia impulsada por el Ejecutivo y la Oposición.


En el último tiempo ha surgido un gran número de organizaciones y de empresas consultoras que actuando de manera legítima, hacen necesario que esta actividad de lobby esté regulada por ley, de modo tal que primen criterios de objetividad y transparencia en lo que dice relación con la toma de decisiones, tanto en la Administración como en el Congreso Nacional, y así evitar el tráfico de influencias.


En ese sentido, ésta es una legislación necesaria que si bien es perfeccionable en sus términos actuales, tiene méritos para ser considerada y aprobada en general por la Sala, y luego, en la etapa de discusión particular, estudiar las fórmulas que superen los vacíos u omisiones que se han advertido en el debate general.


El Honorable Senador señor Núñez agregó que la Comisión valoró positivamente las opiniones escuchadas por los diversos invitados que asistieron a las sesiones de audiencia pública. Especialmente, le llamó la atención la distinción entre “lobbysta” y “lobbysta profesional”, y la enumeración de los casos que no constituyen lobby, siendo el criterio de su determinación demasiado casuístico. Compartió también la idea de que este proyecto debe ser objeto de un análisis detallado de modo que la ley que se entregue al país constituya una herramienta efectiva en contra del tráfico de influencias y otras actuaciones ilícitas en desmedro de la fortaleza de la transparencia de los asuntos públicos.


Finalmente, intervino el Ministro Secretario General de la República, señor Eduardo Dockendorff, manifestó que el espíritu del proyecto se enmarca dentro de un propósito que va en aras de una agenda de transparencia y probidad. La regulación del lobby no solamente beneficiará a las personas o empresas que actualmente se desempeñan en este ámbito, sino que otorgará pautas y criterios que harán que la función pública deje de lado la práctica del “amiguismo” o del compadrazgo”. Con este proyecto, la ciudadanía se fortalece y el aparato público, en este caso los poderes Ejecutivo y Legislativo, se hace más accesibles y transparentes. La actividad del lobby regulada beneficiará una toma de decisiones más informada y legítima, pues el aporte de antecedentes ilustra a los que toman decisiones de asuntos públicos, como se hace en las democracias modernas.

- - -

VII. ACUERDO


Puesta en votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, resultó aprobada unánimemente con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Larraín y Núñez.

- - -


En consecuencia, habida consideración de la relación y acuerdo precedentes, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de esta iniciativa de ley. Su texto es el siguiente:


“PROYECTO DE LEY:

TITULO I

Disposiciones Generales


Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad de promoción, defensa o representación de intereses de personas, entidades u organizaciones privadas o públicas, ejercida por personas naturales o jurídicas, con el objeto de influir en las decisiones que deban adoptar los órganos de la Administración del Estado o el Congreso Nacional, y propende a fortalecer la transparencia en las relaciones entre privados y autoridades públicas.


Para los efectos de esta ley se entiende por órganos de la Administración de Estado a los señalados en el artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de  2001,  del Ministerio Secretaria  General de  la  Presidencia, incluidas las empresas en que el Estado o sus organismos tengan participación, las empresas privadas que presten servicios de utilidad pública y las empresas a que se refieren los incisos tercero y quinto del artículo 37 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas.


Artículo 2°.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:


a) Lobby: aquella actividad, remunerada o no, que tenga por objeto promover, defender o representar cualquier interés de carácter individual, sectorial o institucional, en relación con cualquier decisión que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional.


b) Lobbysta: la persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que realice actividades de promoción, defensa o representación de intereses propios o de terceros, sean de carácter individual, sectorial o institucional.


c) Lobbysta profesional: aquella persona que realiza habitualmente y en forma remunerada acciones de gestión de interés ante alguna de las autoridades que tienen la obligación de registrar los contactos o actividades de lobby efectuadas ante ellas. Se entenderá por habitual el realizar, dentro de los últimos seis meses, dos o más de las acciones de gestión de intereses que define esta ley, o realizar una acción de gestión cuando ésta se prolongue por un lapso superior a seis meses.


Se entiende también, como lobbysta profesional, a quien presta servicios a una empresa o persona jurídica, con el objetivo preciso de realizar las acciones de gestión de intereses referidas en la letra a).


d) Registro de lobbystas: registro de carácter público, en el cual deberán inscribirse todas las personas que deseen desarrollar actividades de lobby de manera profesional.


e) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el Reglamento, el que incluirá al menos los cargos cuyo ejercicio implique la toma de decisiones de relevancia.


Artículo 3º.- La actividad de lobby regulada en esta ley, podrá desarrollarse a través de medios orales, escritos o electrónicos, realizadas por sí o por terceros, destinadas a influir en las siguientes categorías de decisiones:


a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, adopción, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones o declaraciones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas. 


Artículo 4º.- No obstante lo señalado en los artículos precedentes, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:


a) Toda expresión realizada a través de discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación;


b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía;


c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público;


d) Toda declaración o comunicación hecha por funcionarios públicos o por parlamentarios en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales;


e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativa;


f) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas a una comisión del Congreso Nacional;


g) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo;


h) La información entregada por escrito a una autoridad pública competente, quien la ha solicitado expresamente para efectos de tomar una decisión dentro de un procedimiento administrativo;


i) Las presentaciones hechas por escrito o en audiencia pública dentro de un procedimiento administrativo que contemple instancias para las presentaciones de los interesados o del publico en general y en el cual quede un registro publico de la presentación;


j) Las presentaciones hechas por una persona a fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, en los siguientes casos:


i) Cuando el beneficiario sea el peticionario o su cónyuge, o hijos adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad.


ii) Cuando en la presentación no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.


k) Las demás análogas a las anteriores.
TÍTULO II

Normas especiales aplicables al lobby profesional
Párrafo 1º
Disposiciones generales

Artículo 5º.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 13, toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, debidamente inscrita en los registros que establece esta ley, podrá ejercer profesionalmente como lobbysta, quedando sujeta a los derechos y obligaciones que emanan de esta ley.

Párrafo 2º

De los Registros Públicos

Artículo 6º.- Créanse los Registros Públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan dicha actividad de forma profesional. 


El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 28. 


La información contenida en el Registro será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.


Artículo 7°.- Existirán dos Registros Públicos de lobbystas:


a) Un Registro Público, a cargo del Ministerio de Justicia, en el que deberán inscribirse todas aquellas personas que desarrollen sus actividades ante cualquier órgano de la administración a que se refiere el inciso segundo del artículo 1° de esta ley.


b) Un Registro Público a cargo de una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, en el que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante los miembros o funcionarios del Congreso Nacional.


La Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby a que se refiere la letra b) de este artículo, estará integrada por cuatro senadores y cuatro diputados. Su quórum para sesionar será de cuatro miembros, de los cuales dos deberán ser senadores y dos diputados, y adoptará sus acuerdos por mayoría absoluta.


Los lobbystas profesionales podrán realizar sus actividades ante cualquiera de los sujetos señalados en la letra e) del artículo 2º de esta ley, siempre que se inscriban en ambos registros.


A través de los procedimientos técnicos que fije el reglamento, los registros públicos a que se refiere este párrafo deberán procesar la información de forma automática, de manera que de los antecedentes registrados en uno de ellos quede constancia en ambos.

Párrafo 3º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas profesionales


Artículo 8º.- Todo aquel que desarrolle profesionalmente actividades de lobby estará obligado a informar semestralmente, por escrito o por medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de llevar el Registro, sobre cualquier cambio o modificación respecto de la información que exija el Registro, tales como, cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados, aumentos de capital social. 


Dentro del mismo plazo y forma deberán también informar sobre las autoridades, miembros y funcionarios y organismos ante las cuales hayan desarrollado gestiones de intereses propios o en representación de terceros, las materias en las que hayan intervenido, los intereses que hayan promovido y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas.


Artículo 9º.- No obstante las obligaciones establecidas en el artículo anterior, la autoridad competente podrá requerir, en cualquier momento, informaciones o antecedentes adicionales relativas a gestiones determinadas. 


Ningún lobbysta estará obligado a suministrar información confidencial o estratégica, propia o de sus representados. Con todo, estará obligado a precisar el alcance y objetivo de las gestiones realizadas.


Artículo 10.- Los lobbystas profesionales no podrán defender o representar, de manera simultánea, intereses opuestos o contradictorios, aunque se haga ante autoridades o instancias distintas.


Artículo 11.- Los lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de partidos políticos ni de campañas electorales.


Artículo 12.-  Las relaciones contractuales entre el lobbysta y sus clientes se regirán por las normas del derecho privado.  Les serán especialmente aplicables a dichas relaciones las disposiciones del Título XXIX del Libro IV del Código Civil y, las del Título VI del Libro II del Código de Comercio, en todo lo que no sea modificado por esta ley.

Artículo 13.- No podrán ejercer la actividad de lobbystas profesionales:


a) Las autoridades, miembros y funcionarios de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, durante el ejercicio de sus funciones;


b) Quienes se encuentren inhabilitados para ejercer cargos u oficios públicos por sentencia ejecutoriada;


c) Los fallidos;


d) Los condenados por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva;


e) Aquellos a quienes se les haya cancelado, en cualquier tiempo, su inscripción en el Registro Público de Lobbystas;


f) Las autoridades unipersonales nacionales de partidos políticos, durante el ejercicio de su cargo, y


g) Quienes contribuyan al financiamiento de partidos políticos, incluidas sus campañas electorales.

TITULO III

Normas comunes a la actividad de lobby

Párrafo 1°

Derechos y obligaciones


Artículo 14.- Las autoridades, miembros y funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo estarán obligados a brindar un trato similar a los lobbystas, y no podrán incurrir en prácticas discriminatorias de ninguna naturaleza.


A tal efecto, una vez concedida una audiencia para una de dichas personas, la autoridad está obligada a otorgar audiencia a las demás que soliciten exponer sobre la misma materia.


Artículo 15.- En sus relaciones con los lobbystas, los sujetos pasivos de lobby quedarán sujetos al conjunto de obligaciones y exigencias de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, de 2001, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia.


Artículo 16.- Todo lobbysta estará obligado a exhibir la verdadera naturaleza de sus actividades ante la autoridad y le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a su ocultamiento, o le otorguen una representación, pertenencia o membresía de la que carece.


Artículo 17.- Todo lobbysta, en la primera audiencia que sostenga con una autoridad, miembro o funcionario de los poderes Ejecutivo y Legislativo, estará obligado a informar de las demás audiencias que haya sostenido con otras autoridades o funcionarios, relativas al mismo asunto u otro relacionado.


Con todo, la solicitud de audiencia realizada por un lobbysta profesional deberá realizarse por escrito señalando, a lo menos, los siguientes antecedentes:


a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, de su representante legal;


b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyo interés se busca gestionar, y


c) La materia o interés que se busca gestionar en la audiencia.


Artículo 18.- Estará prohibido a todo lobbysta y a sus empleados la venta de los informes, documentos o cualquier otro antecedente que obtenga de la autoridad, o darle un fin distinto del estrictamente necesario para el ejercicio de su actividad.


Artículo 19.- Estará prohibido a lobbystas y sus empleados hacer entrega a las autoridades, miembros y funcionarios de cualquier poder del Estado, de datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos. Asimismo, estos datos, informaciones o antecedentes deberán ser perfectamente identificables en cuanto a su origen o autoría.


Artículo 20.- Las personas naturales o jurídicas que contraten servicios de lobby o se hagan representar por lobbystas profesionales no podrán contribuir al financiamiento de campañas electorales de aquellos candidatos que hubiesen sido sujeto pasivo de lobby dentro del año anterior a la elección. 


Podrán, sin embargo, contribuir al financiamiento a que se refiere el inciso anterior, si las acciones de lobby fueron realizadas con anterioridad a dicho año, y siempre que el aporte se realice de conformidad al artículo 20 de la ley Nº 19.884.

Párrafo 2º

Del registro de las gestiones en las instituciones públicas


Artículo 21.- Sin perjuicio de la información contenida en los Registros Públicos de Lobbystas Profesionales, todo órgano de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberá contar con procedimientos de registro de las reuniones y comunicaciones efectuadas entre los lobbystas y las siguientes autoridades y funcionarios:


a) En la Administración Central: el Presidente de la República, los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.


b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.


c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y el fiscal.


d) En el Banco Central: el Presidente del Banco, el Vicepresidente, los consejeros, el gerente general y el fiscal.


e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Oficiales Generales y Superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


f) En las empresas publicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del Directorio y el gerente general.


g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, sus asesores, y los secretarios de comisión.


Los procedimientos indicados en el inciso anterior serán fijados por el reglamento y tendrán por finalidad permitir el acceso público a las gestiones de lobby efectuadas ante cualquier persona o institución, con indicación, a lo menos, de la fecha de la reunión o comunicación, de la materia, del interés gestionado, la individualización del lobbysta, de los terceros mandantes, y de las autoridades, miembros o funcionarios participantes en la reunión o comunicación.

Una vez finalizada la audiencia, la autoridad deberá consignar en un registro público los datos de la minuta presentada por el interesado, así como la individualización de los funcionarios que hubieren asistido. Si la autoridad contare con un sitio en internet, se incluirán en él dichos antecedentes y se mantendrán mientras no esté resuelta la respectiva solicitud y, en todo caso, estará disponible durante un año. La publicación en internet no exime de contar con un registro a disposición del público. Para consultar este registro no será necesario individualizarse.


La información contenida en los registros de reuniones y comunicaciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá ser remitida cada treinta días, en la forma que determine el reglamento, a los registros públicos de lobbystas señalados en las letras a) y b) del artículo 7º de esta ley.

TÍTULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas a lobbystas y procedimiento para su aplicación


Artículo 22.- La autoridad encargada del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, será el Ministerio de Justicia y la Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby del Congreso Nacional, según corresponda.


La respectiva autoridad, de oficio o a petición de cualquier persona, iniciará la investigación de las denuncias recibidas o irregularidades detectadas.


El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso anterior, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.


Artículo 23.- Toda sanción deberá fundarse en un procedimiento, que se iniciará con la formulación precisa de los cargos y su notificación al imputado para que presente su defensa. El plazo conferido para presentar los descargos no podrá ser inferior a quince días.


Se podrá dar lugar a las medidas probatorias que solicite el imputado en sus descargos. El rechazo deberá ser fundado. La resolución que se dicte en definitiva deberá pronunciarse sobre las alegaciones y defensa del imputado y contendrá la declaración de la sanción impuesta o la absolución. El pronunciamiento anterior se hará dentro de los treinta días de evacuada la última diligencia ordenada en el expediente. 


Artículo 24.- La autoridad competente podrá aplicar algunas de las siguientes medidas disciplinarias, atendida la gravedad de la falta:


a) Amonestación escrita;


b) Multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales;


c) Suspensión del Registro Público, hasta por tres años, y


d) Eliminación del Registro. La eliminación en alguno de los registros, acarrea la eliminación automática en los demás.


Artículo 25.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, podrá reclamarse dentro del plazo de treinta días ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta.  Del reclamo deberá darse traslado a la autoridad que aplicó la sanción, la que tendrá un plazo de quince días para aportar los antecedentes del caso y fundamentar su decisión. Evacuado el traslado o declarada la rebeldía, se dictará sentencia dentro del plazo de quince días.

Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios


Artículo 26.- Las infracciones a esta ley por parte de funcionarios de los poderes Ejecutivo y Legislativo, que no sean parlamentarios, se regirán por las normas contenidas en los respectivos estatutos administrativos.  En el caso de los parlamentarios, el Congreso Nacional determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.


Será competente para aplicar la sanción la autoridad que haya nombrado al funcionario afectado.


Artículo 27.- Si durante el curso de la investigación, el fiscal conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público. 

Párrafo 3°
De las sanciones por ejercicio ilegal de la actividad de lobby


Artículo 28.- El que ejerciere en forma profesional la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley o, de haber sido eliminado de uno de aquellos, continuare desarrollándola, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.

TÍTULO V

Disposiciones varias

Artículo 29.- Agrégase, en el artículo 2° de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el siguiente inciso sexto, pasando el actual sexto a ser séptimo:

“Una Comisión Bicameral Permanente de Fiscalización de Lobby, integrada por cuatro senadores y cuatro diputados, tendrá a su cargo el Registro Público de Lobbystas Profesionales en el que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante los miembros o funcionarios del Congreso Nacional. Dicha Comisión será la autoridad encargada del control y fiscalización de tales actividades de conformidad a ley.”.

Artículos transitorios


Artículo 1º.- El financiamiento del mayor gasto que irrogue esta ley durante el año 2004, se hará con cargo al Presupuesto de las reparticiones correspondientes, de la Ley de Presupuestos para dicha anualidad.


Artículo 2º.- Mediante decreto supremo, emanado del Ministerio de Justicia, se fijará el reglamento de esta ley. En dicho reglamento se establecerán los requisitos, exigencias e informaciones que deberán acompañar los interesados al momento de su inscripción en los registros públicos. 


Este reglamento deberá dictarse dentro del plazo de noventa días de publicada esta ley. A su vez, los órganos de la Administración del Estado y el Congreso Nacional deberán establecer los registros señalados en esta ley dentro de sesenta días de publicado dicho reglamento.”.

- - -


Acordado en sesiones de 12 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Núñez y Prokurica (señor Cantero); 19 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Cantero y Núñez; 2 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Cariola (señor Bombal) y Prokurica (señor Cantero), y 9 de noviembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Cantero, Núñez y Prokurica (señor Cantero).


Sala de la Comisión, a 17 de noviembre de 2005.

(Fdo.):MARIO TAPIA GUERRERO,


Secretario de la Comisión.

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO RELATIVO A VUELOS HUMANITARIOS ENTRE CHILE Y ARGENTINA

(3513-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 15 de abril de 2004.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de octubre de 2005, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, del Ministerio de Relaciones Exteriores, del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Aviación Civil Internacional firmado en Chicago, el 7 de diciembre de 1944, promulgado por decreto supremo N° 509 bis, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de fecha 28 de abril de 1947 y publicado con fecha 6 de diciembre de 1957.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.-  Señala el Mensaje que el presente Acuerdo, suscrito el 20 de agosto de 1999, fue objeto de consideración y estudio en las reuniones técnicas bilaterales del Grupo de Trabajo Chileno-Argentino en materia de navegación marítima y aérea. Esta instancia fue establecida en el marco de la Comisión Binacional Chileno Argentina de Cooperación Económica e Integración Física, creada por el Tratado de Paz y Amistad adoptado entre ambos países en 1984. Cabe recordar que este último instrumento encomendó a dicha Comisión promover y desarrollar iniciativas en diversas materias, entre ellas la aeronavegación.





Agrega el Mensaje que el Acuerdo establece un sistema de vuelos humanitarios entre los dos países, que permitirá enfrentar desastres naturales, accidentes o enfermedades y prestar ayuda a las personas siniestradas.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, el 4 de mayo de 2004, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 30 de agosto de 2005 y aprobó, por unanimidad, el proyecto en informe.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 6 de septiembre de 2005, aprobó el proyecto, en general y en particular.





4.- Instrumento Internacional.- El instrumento internacional en informe está compuesto de 7 artículos, cuyo contenido esencial es el siguiente:





1. Objeto.





El Convenio, como lo indica su Preámbulo, tiene por objeto facilitar y agilizar, mediante procedimientos comunes y sobre la base del principio de reciprocidad, el otorgamiento de autorizaciones de sobrevuelo de aeronaves del Estado o civiles de una Parte en el territorio de la otra, para efectuar vuelos de carácter humanitario, que se definen en el artículo 1.





2. Ámbito de aplicación.





El Acuerdo se aplica, de acuerdo al artículo 1, a vuelos de aeronaves del Estado o civiles, fletadas, arrendadas o dispuestas a cualquier título por un Estado Parte, para atender o prevenir emergencias que se produzcan con ocasión de desastres naturales, accidentes o enfermedades, siempre que el vuelo tenga como único objeto prestar ayuda a la otra Parte o a las personas naturales siniestradas.





Para lo efectos señalados, en el artículo 2 se distinguen dos situaciones de vuelos humanitarios:





a. Vuelos humanitarios de iniciativa del Estado que los realizará.





El Estado interesado en efectuar el vuelo debe solicitar la autorización correspondiente al Estado receptor a través de los canales regulares. La solicitud debe proporcionar información sobre el propósito del vuelo, el día y hora estimados para su inicio, el lugar de des-tino y el contenido de la carga; y





b. Vuelos humanitarios requeridos por el Estado receptor.





En este caso no se requiere solicitar la autorización del Estado receptor, pero se debe seguir el mismo procedimiento de coordinación y de información.





3. Procedimiento.





La autorización para realizar un vuelo humanitario o coordinar uno requerido por el Estado receptor, deberá solicitarse a los canales que se establecen en el Acuerdo: la Dirección de Política Especial del Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile y la Dirección América del Sur del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la República Argentina.





Sin perjuicio de lo anterior, también se prevé la posibilidad de coordinaciones directas entre las respectivas Fuerzas Aéreas en los aspectos operativos de la habilitación para realizar el ingreso, sobrevuelo y aterrizaje de la nave, informando de ello oportunamente a los canales regulares. Ello permitirá que se cumpla efectivamente el objetivo de agilizar y facilitar los vuelos humanitarios.





Para asegurar la mayor agilidad a este procedimiento se ha establecido un plazo de 48 horas dentro del cual el Estado receptor debe responder si concede la autorización de sobrevuelo solicitada.





Finalmente, en el permiso de ingreso, sobrevuelo y aterrizaje, debe indicarse el lugar de destino y ruta más apropiados, así como las condiciones que debe cumplir el vuelo, entre otras, el tiempo de permanencia de la nave, el tipo de carga permitida, etc.





4. Requisitos relativos al cumplimiento pleno de la legislación interna de cada Estado.





El Convenio no modifica la legislación interna de las Partes, de modo que los vuelos que se realicen al amparo de este instrumento deben sujetarse a todas las normas internas del Estado receptor, tanto en lo referente a las condiciones generales de circulación aérea como también a los controles migratorios, aduaneros y sanitarios.





Sin embargo, para permitir la agilidad que las circunstancias requieran, se establece, en el artículo 6, el compromiso de las Partes de facilitar y hacer expeditos dichos controles. Con este propósito, los organismos competentes del Estado receptor pueden tomar diversas medidas prácticas para facilitar tales controles, como por ejemplo, procurar que éstos se realicen en el mismo lugar de destino del vuelo, evitando así que los tripulantes tengan que trasladarse al lugar donde se efectúan habitualmente.





5. Período de permanencia de la aeronave.





La aeronave que realiza el vuelo humanitario puede permanecer en el lugar de destino por el período que se señala en el permiso, pudiendo, sin embargo, prolongar su estadía cuando así lo requieran las condiciones meteorológicas, de operación u otras circunstancias, previa autorización del Estado receptor, de acuerdo a los artículos 3 y 4.





6. Gastos estatales ocasionados por el vuelo humanitario en el país receptor.





El Estado receptor, de acuerdo al artículo 5, asumirá todos los gastos que ocasione el vuelo humanitario en su territorio, por concepto de tasas y derechos aeronáuticos, como también los costos de los servicios de inspección gubernamentales, sin perjuicio de su derecho a repetir contra terceros. En virtud de esta cláusula, el Estado que realiza el vuelo humanitario está liberado de asumir tales costos.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma ofreció la palabra al Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso.





El señor Troncoso señaló que el Acuerdo en estudio trata una materia muy acotada, relativa a la autorización para vuelos humanitarios entre Chile y Argentina.





Explicó que el Convenio nació en el marco de las reuniones técnicas del Grupo de Trabajo Chileno-Argentino en materia de navegación marítima y aérea, establecida en el marco de la Comisión Binacional Chileno Argentina de Cooperación Económica e Integración Física, creada por el Tratado de Paz y Amistad de 1984.





Agregó que tiene como finalidad facilitar y agilizar el otorgamiento de autorizaciones de sobrevuelo de carácter humanitario, ya sea por desastres naturales, accidentes o enfermedades. Agregó que, en todo caso, no se modifica la legislación interna de los Estados Partes.





La Comisión expreso la importancia de agilizar los trámites burocráticos relativos a este tipo de vuelos. A su vez, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Coloma, indicó que este tipo de compromisos debía de constituir una política general del Estado chileno.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez y Muñoz.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Abruébase el “Acuerdo relativo a vuelos humanitarios entre la República de Chile y la República Argentina”, suscrito en Santiago, el 20 de agosto de 1999.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 20 de diciembre 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Hernán Larraín Fernández, Jorge Martínez Busch y Roberto Muñoz Barra.





Sala de la Comisión, a 20 de diciembre de 2005.


(Fdo.):JULIO CÁMARA OYARZO,


Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 124 DE LA LEY Nº 18.892, GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA

(2587-01)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Arratia y Delmastro.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, las señoras Edith Saa y Jessica Fuentes y el señor Ricardo Norambuena, Jefes de las Divisiones de Desarrollo Pesquero, Jurídica y de Acuicultura, respectivamente, de la Subsecretaría de Pesca.

- - -

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Atribuir competencia a los tribunales civiles de las ciudades de Pichilemu y Temuco para conocer de las infracciones a la Ley de Pesca y Acuicultura, que actualmente conocen tribunales de otras ciudades distantes de los lugares de comisión de esas infracciones.

II. CUESTIÓN PREVIA


1. Prevenimos que el proyecto en informe, por incidir en la organización de los tribunales de justicia, de aprobarse, debe serlo con rango de ley orgánica constitucional.


2. De conformidad con el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, proponemos que este proyecto de ley sea discutido en general y en particular a la vez por estar conformado por un artículo único.


3. En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 77 (74) de la Constitución Política, el texto de esta moción fue enviado en consulta a la Excma. Corte Suprema por la Honorable Cámara de Diputados, y fue informado sin observaciones.

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. Ley General de Pesca y Acuicultura.


2. Código Orgánica de Tribunales.

3.2. De Hecho


Señala la moción que dio origen a esta iniciativa que es necesario actualizar los tribunales con competencias para conocer de las infracciones a la Ley General de Pesca y Acuicultura. Como antecedente advierte que las Regiones VI y IX son las únicas en las cuales no se pueden tramitar esas infracciones cometidas en la alta mar, lo que, a su vez, genera un retraso en los procesos que deben ser tramitados en ciudades distantes de los lugares de las infracciones.


Agrega que los tribunales que conocen de estos asuntos están en ciudades donde, por lo general, provienen las naves infractoras y, finalmente, advierte que por las circunstancias anotadas (el retraso en la tramitación de estas causas) un alto porcentaje de infracciones ha quedado sin sanción afectando la estabilidad del ecosistema en zonas de máxima sensibilidad para la regeneración de las especies.


Consigna, finalmente, el texto de la moción, el que está conformado por un artículo único y un artículo transitorio.


El artículo único permanente propone la intercalación de los nombres propios “Pichilemu” entre las denominaciones “San Antonio” y “Constitución”, y “Temuco” entre “Talcahuano” y “Valdivia”, en el inciso segundo del artículo 124 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


El artículo transitorio prescribe que los procesos a que den lugar la aplicación del artículo 124 de la Ley General de Pesca, actualmente tramitándose en otros juzgados y que por lo dispuesto en esta ley deban ser de competencia de los juzgados de Pichilemu y Temuco, continuarán en los tribunales en que están radicados hasta su terminación.

- - -


Durante el análisis de este asunto, la Comisión tuvo presente el contenido del artículo 124 de la Ley de Pesca en actual vigencia, precepto que en los cuatro incisos que lo conforman reconoce competencia para juzgar las infracciones a la Ley de Pesca a los jueces civiles con jurisdicción en las comunas donde se hubieren cometido las infracciones o en las que éstas hubieren tenido principio de ejecución (inciso primero).


El inciso segundo prevé que si la infracción se comete o tiene principio de ejecución en el mar territorial, en la zona económica exclusiva, o en el mar presencial o en la alta mar en el caso de la letra h) del artículo 110 (sanciona la realización de faenas en alta mar con naves de pabellón chileno infringiendo las convenciones internacionales sobre protección, conservación o uso racional de las especies), será competente el juez civil de Arica, Iquique, Tocopilla, Antofagasta, Chañaral, Caldera, Coquimbo, Valparaíso, San Antonio, Constitución, Talcahuano, Valdivia, Puerto Montt, Castro, Puerto Aysén, Punta Arenas o Isla de Pascua.


El tercer inciso prevé que si la infracción se comete dentro de la zona económica exclusiva con naves de pabellón extranjero, será competente el juez civil de Arica, Iquique, Valparaíso, Talcahuano, Puerto Montt, Puerto Aysén o Punta Arenas.


Finalmente, declara que el conocimiento de estos asuntos corresponderá al tribunal más próximo al lugar donde se cometió la infracción, y si hubiere más de un tribunal competente conocerá el que corresponda de acuerdo con los artículos 175 y 176 del Código Orgánico de Tribunales. (turno o distribución de causas por la Corte de Apelaciones).

- - -

IV. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional está estructurado en un artículo único y un artículo transitorio.


El artículo único propone el reemplazo del inciso segundo del artículo 124 de la Ley de Pesca por otro de igual tenor pero que, según se dijo, incorpora a los tribunales de las ciudades de Pichilemu y Temuco entre los competentes para conocer de las infracciones a la Ley de Pesca en aguas interiores marinas, el mar territorial, en la zona económica exclusiva, o en el mar presencial o en la alta mar en el caso de la letra h) del artículo 110. (Los tribunales con actual competencia para conocer de dichas infracciones son los de las comunas mencionadas en el acápite precedente).


El artículo transitorio dispone que las causas actualmente en trámite, que por disposición de esta ley deban ser de competencia de los juzgados de Pichilemu y Temuco, continuarán siendo conocidas por los tribunales en que están radicadas.

V. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, atendidas las explicaciones que justifican la moción y estudiada la ubicación de los tribunales de las comunas que actualmente conocen de las infracciones a la legislación pesquera consignadas en el inciso segundo del artículo 124, transcrito, coincidió en la necesidad de atribuir esta competencia a los jueces de Pichilemu y Temuco en la forma propuesta y prestó su aprobación en general y en particular a la iniciativa, con la sola enmienda de suprimir en el artículo transitorio la frase “por infracción a que se refiere la norma mencionada en el inciso primero del artículo 124”.


Se observó, durante el análisis de este precepto, que el reenvío a la letra h) del artículo 110 que hace el inciso primero del artículo 124 (en rigor es al inciso segundo de ese artículo) impediría aplicar el mecanismo que ese mismo artículo transitorio prevé para las infracciones cometidas en los espacios marítimos de las aguas interiores, del mar territorial o de la zona económica exclusiva, pues la referencia para aplicar el mecanismo no se extiende a esos espacios marítimos.

- - -

VI. ACUERDO


En virtud de la relación precedente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Avila y Ruiz de Giorgio, aprobó en general y en particular este proyecto de ley en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, con la sola enmienda de suprimir en el artículo transitorio la frase “por infracción a que se refiere la norma mencionada en el inciso primero del artículo 124,”.

- - -


En consecuencia, el texto que esta Comisión propone a la Sala aprobar es del siguiente tenor:


“PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 124 de la ley General de Pesca y Acuicultura contenida en el decreto supremo N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, por el siguiente:


“Si la infracción se cometiere o tuviere principio de ejecución en aguas interiores marinas, el mar territorial, en la zona económica exclusiva, o en el mar presencial o en la alta mar en el caso de letra h) del artículo 110, será competente el juez civil de las ciudades de Arica, Iquique, Tocopilla, Antofagasta, Chañaral, Caldera, Coquimbo, Valparaíso, San Antonio, Pichilemu, Constitución, Talcahuano, Temuco, Valdivia, Puerto Montt, Castro, Puerto Aysén, Punta Arenas o el de Isla de Pascua.”.


Artículo transitorio.- Las causas actualmente tramitadas en otros tribunales, y que a partir de la publicación de la presente ley deban ser conocidas por los jueces de Pichilemu y Temuco, continuarán tramitándose en los tribunales en que originalmente estaban siendo incoadas, hasta su total terminación.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de diciembre de 2005 con la asistencia de los Honorables Senadores señores Avila (Presidente), Arancibia y Ruiz de Giorgio.


Sala de la Comisión, a 14 de diciembre de 2005.

(Fdo.): MARIO TAPIA GUERRERO.
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